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Inauguración 

Esperanza García García  
Presidenta de APIMM 

La protección a la infancia en España estaba basada en principios y en una organización claramente 
obsoleta establecida en una ley de 1948. 

En 1978 se aprueba la Constitución Española y tienen que pasar 9 años hasta que se legisla sobre la 
infancia. El 11 de noviembre de 1987 se aprueba la Ley 21/1987 por la que se modifican 
determinados artículos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de adopción. 
Esta ley supuso una verdadera revolución en el ámbito de la protección a la infancia. 

Establece el interés superior del menor como principio rector de todas las actuaciones, introduce 
el concepto del desamparo frente al concepto de abandono, se crea la figura de la tutela 
automática a cargo de la Administración, se produce una des judicialización  de la mayor parte del 
procedimiento se incrementa el papel de los servicios sociales, se crea la figura del acogimiento 
familiar y se da un papel preponderante a la administración en los procedimientos de adopción 
cuya constitución sigue siendo judicial. Todas estas cuestiones supusieron el inicio de la 
transformación y modernización de nuestro sistema de protección a la infancia. 

La Convención de los Derechos del Niño aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
celebrada el 20 de noviembre de 1989 y la Ley Orgánica 1/1996 Protección Jurídica del Menor 
junto con los cambios legislativos llevados a cabo en las Comunidades Autónomas contribuyeron a 
adaptar nuestro sistema de protección a las nuevas necesidades de la infancia y sus familias. 

Por último, las Leyes Orgánica y Ordinaria de julio de 2015 de modificación del sistema de 
protección a la infancia han continuado con los cambios legislativos para adaptar la atención a la 
infancia a la realidad, la situación actual y a los retos que se plantean en un futuro próximo. 

En la actualidad, según los datos del Observatorio de la infancia de España en el año 2015 fueron 
atendidos en España por el sistema de protección a la infancia 42.688 menores de edad, de ellos 
13.596 en acogimiento residencial y 20.172 en acogimiento familiar, de todos ellos 25.952 están 
tutelados por desamparo. 

Con esta jornada pretendemos desde la perspectiva histórica, plantear la necesidad de continuar 
avanzando en dar respuestas acordes a la problemática de esta población y, quizás, recuperar el 
espíritu reivindicativo del movimiento asociativo, de los profesionales, de las propias instituciones 
y de la sociedad en general que se vivió en la década de los 80 para impulsar las políticas de 
protección a la infancia. 

   OBJETIVOS: 

- Analizar los últimos 30 años de evolución del sistema de protección a la infancia. 
- Hacer visible la situación actual de las necesidades y problemas de la población infantil y las 

respuestas que se están llevando a cabo. 
- Plantear los retos y dificultades que se presentan en la práctica diaria y perspectivas de futuro. 

   METODOLOGIA: 

Se celebraron cinco mesas redondas que desarrollaron tres módulos: 

A) El porqué de la necesidad del cambio del sistema de protección. 
B) Dificultades en la transformación por los problemas iniciales. 
C) El nuevo marco normativo de 2015. 

                                                         Madrid, 14 de diciembre de 2017 
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a. El proceso de cambio no ha estado exento de dificultades, de nuevas situaciones, incluso  en 

los últimos años, desde 2003, de regresiones importantes. 

 

MESA REDONDA 1 

QUE APRENDIMOS DE LA IMPLANTACIÓN DE LA LEY 21/87: LA NORMALIZACIÓN E INTEGRACIÓN.  

El programa de apoyo escolar para la protección de la infancia. Blanca Varona Sánchez. Maestra (*) 

De hospicio a residencia infantil. José A. Díaz Huertas. (*) 

El paso del modelo asistencial al proyecto educativo individual. Martin Marrón Zapardiel  (*) 

 

(*) Socios de APIMM 
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EL PROGRAMA DE APOYO ESCOLAR PARA LA PROTECCIÓN DE LA INFANCIA 

Blanca Varona Sánchez 

Durante la década de los años ochenta se producen los grandes cambios que son los precursores 
del actual Sistema de Atención Social a la Infancia. 

La ratificación de la Convención de los Derechos del Niño de Naciones Unidas por el Parlamento 
Español el 6 de diciembre de 1990, vino a dar un nuevo impulso a ese cambio cultural y a fortalecer 
las bases de la protección a la infancia. 

Algunas Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias, promulgan leyes de 
Infancia, en el caso de la Comunidad de Madrid la Ley 6/1995, de 28 de marzo, de Garantías de los 
Derechos de la Infancia y la Adolescencia. 

El inequívoco interés político de abordar de manera seria, rigurosa y eficaz el tema de la Protección 
Infantil en España, hace que se produzca la publicación de las modificaciones de la Ley de 
Adopción: Ley 21/87. 

La incorporación de la Universidad, a través de trabajos de investigación sobre el maltrato infantil y 
el acercamiento a los problemas sociales, fué de gran importancia para el desarrollo del “Programa 
10”. 

El hecho de que las competencias sobre la protección de la Infancia se designasen a la Consejería 
de Educación, permitió hacer planteamientos globales sobre la atención necesaria para todos los 
niños/as de la Comunidad de Madrid. Aparece la preocupación por la coordinación y la acción 
intersectorial conjunta con los servicios educativos, sociales y sanitarios. 

La existencia de programas preventivos en el campo de la medicina no es suficiente para asegurar 
el bienestar a todos los niños/as. Hacía falta que la educación tan universal como la salud se 
ocupara un poco más del tema de la prevención de los malos tratos. 

En la Comunidad de Madrid existía una preocupación importante por los más pequeños. Que se 
atendiera educativamente la etapa infantil fue uno de sus logros. Y poner en funcionamiento 
programas y equipos que trabajaran en un campo de la educación: la PREVENCION. 

El Programa de Apoyo Escolar para la Protección de la Infancia (Programa 10) de la Dirección 
General de Educación, que se llevó a cabo desde 1989, es el producto de esa sensibilidad, decisión 
política y casualidades que en la tarea educativa a veces se producen: “Un programa institucional, 
desde el propio ámbito educativo, realizado por un equipo de profesionales de la educación, 
extendido por toda la Comunidad de Madrid como programa pionero para la prevención del 
maltrato infantil en los Centros Educativos”. 

El equipo que llevó a cabo este Programa, contribuyó desde el principio de su trabajo en tareas de 
coordinación de los Servicios Comunitarios, estableciendo Comisiones de atención a la infancia en 
los distritos y municipios de la Comunidad de Madrid. Ésta labor fue recogida por los Consejos 
locales de Atención a la Infancia que celebraron en 1994 las I Jornadas sobre Coordinadoras 
Territoriales de Atención a la Infancia Maltratada organizadas por el entonces por el organismo 
autónomo Instituto Madrileño de Atención a la Infancia (IMAIN) hoy Dirección General de la 
Familia y el Menor. 
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Con éste Programa asistimos a diferentes Jornadas de entidades públicas y Asociaciones de Malos 
Tratos en varias Comunidades Autonomías, facilitando el material de trabajo que se utilizaba en la 
Comunidad de Madrid: 

 Guía para la Escuela,  

 Cuestionarios para la detección de niños en situación de riesgo social, 

 Las publicaciones de las investigaciones realizadas para la elaboración de dichos cuestionarios 
por la Universidad Complutense de Madrid. 

Referencias bibliográficas 

Díaz Aguado MJ, Martínez R, Varona B, Balo JM et al. (1996). Infancia en situación de riesgo social. 
Un instrumento para la detección a través de la escuela.  

Díaz Aguado MJ, Martínez R, Varona B, Balo JM et al. (2001). La educación infantil y el riesgo 
social. Su evaluación y tratamiento. Madrid, Consejería de Educación. 

Lobo E, Duce R, García E, Martínez MR, Varona B. (1989).Guía para la escuela. La protección de los 
niños y niñas en situación de riesgo social. Consejería de Educación.  

Varona B. Abordaje Educativo en niños/as en situación de riesgo. (1993). En III Congreso Estatal 
sobre Infancia Maltratada. Madrid, APIMM. Págs. 161-166 

Varona B. Un programa de apoyo escolar e a la escuela para la prevención, detección y atención 
de niños en situación de riesgo social. (1995). En IV Congreso Estatal sobre Infancia Maltratada. 
Sevilla, ADIMA. Págs. 225-228 
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DE HOSPICIO A RESIDENCIA INFANTIL 
José A. Díaz Huertas. Pediatra.  
Agencia Madrileña de Atención Social (AMAS) 

También podría titularse del INAS (Instituto Nacional de Asistencia Social) donde empecé a trabajar 
en 1985 al AMAS (Agencia Madrileña de Atención Social) donde terminare mi actividad laboral 33 
años después. 

Cuando en 1985 comencé mi trabajo como médico en el Colegio Residencia El Encinar me encontré 
con unas Hermanas de la Caridad encantadoras, su directora Sor Pilar Urrutia, la enfermera Sor 
Carmen,…, cuidadoras,..., y 60 niños todos chicos de 6 a 16 años que toda su actividad la tenían en 
ese centro donde acudían maestras en horario y calendario escolar a darles clases.  

El centro dependía del Instituto Nacional de Asistencia Social (INAS), era un edificio central con 
dormitorios y comedor en el que todos los niños compartían espacio sin intimidad, unas aulas en 
un edificio anexo, patio, piscina y capilla. La comunidad de religiosas residía en ese lugar y atendía 
a los niños las 24 horas todos los días. 

El BOE de 11 de junio de 1984 publico el Real Decreto de 24 de febrero sobre el traspaso de 
funciones y servicios de la Administración de Estado en materia de Protección de Menores a la 
Comunidad de Madrid que provenía de la Obra de Protección de Menores y la Lay de Tribunales 
Tutelares de Menores de 1948 y los centros dependían de las Diputaciones, el INAS, el Patronato 
de Protección a la Mujer y el Ministerio de Justicia así como los centros de protección y los que 
entonces se conocían como de  reforma, reformatorios, y se estableció la Red Única de Centros 
dependiente de la Consejería de Educación. 
 

Mi trabajo como médico era atender a la salud de los niños y para aquellos problemas que 
excedieran a lo que hoy entendemos como atención primaria derivarlos al Hospital Provincial 
anteriormente Hospital de la Diputación de Madrid que a partir del  19 de mayo de 1987 se conoce 
como Hospital Universitario Gregorio Marañón. 

El trabajo sanitario, al proceder el personal sanitario de diferentes instituciones incluso había en la 
Residencia Infantil Vallehermoso consulta de algunas especialidades médicas (Oftalmología, 
Otorrino, Odontología,..), se procedió a desarrollar un programa de formación y unificación de 
criterios de trabajo en colaboración con la Dirección General de Salud Pública de la Consejería de 
Sanidad que comenzó en 1990 y se celebró en la Escuela de Educadores durante tres años. Así 
mismo se fue adecuando la plantilla a las necesidades de la atención sanitaria. 

La idea sobre el niño que requería esta intervención era que “El niño abandonado es un candidato 
a la muerte y la anarquía, ya que si logra salvar la vida, falto de calor y educación familiar, exento 
de sentimientos filiales, lejos de agradecer a la sociedad cuanto por él hiciere, constituye, salvo 
honrosas excepciones, campo propicio para que prendan en él ideas anarquizantes, que le 
convierten en un enemigo del Estado mismo y de la sociedad que prohijándole atendieron su 
educación”. (Bosch Marín J. 1964). Esto dicho por un pediatra en absoluto sospechoso de no 
defender los derechos de los niños. 

La atención que se prestaba en los centros según la cultura dominante en aquella época se basaba 
en el asistencialismo, la disciplina y el autoritarismo, como se recoge en los comics de Carlos 
Giménez sobre el Hogar Batalla del Jarama en Paracuellos del Jarama (Giménez, 2003) 
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Tradicionalmente la salud de los niños atendidos en instituciones se asociaba a una alta 
mortalidad, síndrome de hospitalismo o carencia afectiva (Vallejo, 1976), patologías infecciosas 
sociales como la tuberculosis, estados carenciales y derivados de una mala alimentación, y a los 
malos tratos termino que no tenía las connotaciones que ahora tienen. 

Las características de los niños que se describían en aquella época eran:  
- Nivel intelectual y madurativo inferior media. 
- Baja autoestima y valoración. 
- Inestabilidad emocional. 
- Dificulta de expresar sentimientos, emociones y dialogar.  
- Depresión latente y fatalismo. 
- Egocentrismo relacional. 
- Excesiva impulsividad. 
- Hiperactividad. Dificultad para mantener la atención. 
- Falta de sensibilidad y autocrítica. 
- Pobreza de lenguaje. 

Y en esto llego la Ley 21/87. El paradigma del cambio 

El avance social y las críticas cada vez más duras hacia el funcionamiento de las instituciones de 
menores contribuyeron al impulso de reformas y de forma destacada la LEY 21/1987, de 11 de 
noviembre, por la que se modifican determinados articulas del Código Civil y de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de adopción que supusieron: 

Principios 

 

Reinserción en la propia familia 

Mantenimiento de la unidad familiar 

Proscripción de la institucionalización 

Des-judicialización de las medidas de protección 

Papel de los servicios sociales municipales y la protección del menor 
como servicio social especializado dependiente de la Comunidad 
Autónoma. 

Limitación temporal de las intervenciones al mínimo tiempo 
imprescindible. 

Definición de desamparo 
Art. 172 CC 

La que se produce de hecho a causa del incumplimiento o del 
imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección 
establecidos por las leyes para la guarda de los menores, cuando estos 
queden privados de la necesaria asistencia moral o material. 

Tutela del menor La asumirá la Entidad pública de protección cada Comunidad 
Autónoma en caso de desamparo  

Acogimiento Familiar El paradigma era ayudar a los niños según sus necesidades y 
problemas desde el acogimiento familiar como forma de atenderles. 

Acogimiento residencias Integración y normalización. Los niños comenzaron a acudir a los 
Colegios públicos como cualquier niño no sin dificultades ya que 
inicialmente no fueron muy bien vistos en muchos de ellos y hubo que 
crear un programa especial para el apoyo a la escolarización. 

Coeducación. Niños y niñas deberían compartir el centro y por lo 
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tanto habría que habilitar espacios diferenciados para algunas 
actividades y adaptarse educativamente a esta situación. 

Se entendía la tutela del menor como una ayuda dentro del concepto de terapia coercitiva (Cirillo 
S, 1991). 

El acogimiento familiar se presentaba como un paradigma y se anunciaba el fin de las instituciones 
como un objetivo, modelo digno de seguir (García Llorente, 2003) 

En los países europeos los niños atendidos por el sistema de protección fuera de su ámbito familiar 
estaban mayoritariamente en acogimiento familiar (Irlanda y Reino Unido el 73%, Dinamarca 61%, 
Francia y Holanda el 52%,…), mientras que en España solo representaban el 14%. (Tabla 1). 

Tabla 1. Niños en Atención Residencial y Acogimiento Familiar en los Países de la CE (Protección y 
Reforma). (Casas 1993; Colton 1993). 

País 
Población 
0-18 años 

Fecha 
datos 

Atención 
Residencial 

Acog. 
Familiar 

Total 
Tutela 

% s/Plob. % AF/Tut, 

Alemania 10.459.409 01.01.91 56.478 41.392 97.860 9,36 42,30 

Bélgica 2.188.906 31.12.91 7.639 3.503 11.142 5,09 31,44 

Dinamarca 874.945 31.12.91 3.600 5.613 9.213 10,53 60,92 

España 9.278.487 31.12.89 19.473 3.203 22.676 2,44 14,13 

Francia 13.203.000 31.12.90 60.800 66.100 126.900 9,61 52,09 

Grecia 2.916.100 31.12.91 16.299 655 22.954 7,87 2,85 

Holanda 3.788.164 01.01.93 9.000 10.000 19.000 5,02 52,63 

Irlanda 1.230.150 31.12.89 734 1.980 2.714 2,21 72,96 

Italia 14.582.990 31.12.91 2.827 1.062 3.889 0,27 27,31 

Luxemburgo 87.712 31.12.91 514 248 762 8,69 32,55 

Portugal 2.620.600 01.11.90 12.010  ¿? 12.010? 4,58 --,-- 

Reino Unido 13.000.000 01.01.93 15.000 40.000 55.000 4,83 72,73 

La transformación de las instituciones adaptándose a las necesidades y problemas de los niños 
atendidos por el sistema de protección de acuerdo al nuevo marco legislativo y de funcionamiento 
tanto de criterios de atención como de espacios y mobiliario, personal y su perfil profesional. La 
educación como desarrollo personal e intelectual, etc. (Tabla 2) 

Antiguas Actuales (Ley 21/87) 

Ingresos poco discriminados Recurso social para casos necesarios 

Institución grande y cerrada  Centros pequeños y abiertos  

Educación como instrucción  Educación integral y normalizada 

Atención benéfica y poco profesionalizada Profesionalización (Educador, Equipos) 

Grandes y graves problemas de salud. Alta mortalidad Promoción de la salud 

Medicalizadas. Dispositivos sanitarios específicos Recursos normalizados 

Tabla 2. Características de las instituciones 
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La atención residencial comprende las áreas educativa, social y salud considerando sus 
necesidades físicas, afectivas, psicosociales y de salud, y sus circunstancias familiares, y la 
intervención social que precisa la familia a través de los servicios sociales municipales o de otros 
servicios sociosanitarios (Fig. 1).  

Figura 1.  Atención en Centros de Acogimiento Residencial. 
 

La profesionalización 

En 1985 en los “Hogares” había cuidadoras que no requerían de una formación específica, 
Posteriormente se creó la figura del Educador que tenía que ser Bachiller Superior, por lo que los 
cuidadores tuvieron que hacer un curso de habilitación, y posteriormente se reconoció esta 
profesión como Educador Social como titulación universitaria de grado medio.  

Los Centros se dotaron de lo que se llamó Equipo Técnico formado por psicólogos y Trabajadores 
Sociales además de aquellos que contaban con equipo de salud (médicos, DU Enfermería). 

Se establecieron las funciones de los profesionales dentro del acogimiento residencial (Cifuentes, 
2002), las habilidades y el afrontando situaciones en la vida cotidiana (Costa, 1991), y los 
principios, y estrategias de trabajo en los centros de menores considerando elementos básicos 
(Ferrandis, 1993):  

- Proyecto Educativo de Centro. 
- Plan Anual y Memoria de Evaluación. 
- Programación de Grupo. 
- Proyecto Educativo Individual 
- Comisión de Orientación. 

Los gestores, Directores Generales y Jefes de Servicio, eran profesionales de reconocido prestigio 
que habían desarrollado su profesión en esta área, mientras que de unos años a esta parte son 
profesores de Universidad, fiscales con nulo conocimiento y reconocimiento en temas de infancia, 
funcionarios de defensa o tabacalera, concejales, juez de lo penal, y actualmente en gran número 
Técnicos de la Administración General del Estado cuyas aportaciones técnicas, basadas en su 
formación, conocimiento científicos y experiencia especificas en asuntos como el abuso sexual 
infantil (CIASI), la atención temprana (CRECOVI), políticas de infancia (Plan de Infancia) son 
ampliamente conocidas y valoradas en lo que valen. 

La Escuela de Educadores tuvo un papel fundamental tanto por la formación de profesionales, la 
elaboración de protocolos y unificación de criterios de actuación,  impulso de programas que 
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contribuyeron a la profesionalización de la intervención y atención directa a los niños, entre ellas 
por las reuniones que psicólogos, trabajadores sociales y equipos de salud mantenían 
mensualmente. 

Y, ¿con qué medios se contó?  

Fundamentalmente con el deseo de cambio. 

Bástese decir que la tarea de escolarizar a unos 1.800 niños, desinstitucionalizar a otros miles, 
iniciar el trabajo con los servicios sociales municipales y los procedimientos de actuación, 
determinar las funciones de los profesionales, rediseñar la atención residencial los espacios y 
mobiliario, crear el Centro de Primera Acogida de Hortaleza (M Marrón y su primera Directora Sor 
Francisca) …, fue llevada a cabo sin ningún “plus” ni otros reconocimientos por una Jefa de Servicio 
(R Duce) cinco técnicos del “Servicio de Menores Protegidos” (MR Martínez, JF Riesco, B Varona, A 
Ferrandis, C. Martin) hoy Coordinación de Centros y el apoyo de la Escuela de Educadores (E. Lobo) 
que ya hemos mencionado anteriormente.  

El movimiento Asociativo tuvo un papel muy importante en el que los profesionales, además de en 
su trabajo, se implicaban activamente y fundaban asociaciones como la Asociación Madrileña para 
la Prevención de los Malos tratos a la Infancia (APIMM) creada en 1988, en tiempos en que no 
había ayudas públicas como actualmente con los fondos de IRPF que permitieran contratar 
personal, etc. sino que eran los propios socios los que desarrollaban las tareas administrativas e 
impulsaban las actividades. 

Los propios partidos políticos, al margen de sus trabajos parlamentarios, analizaban en Jornadas y 
publicaciones la situación de los “Menores Marginados” (PSOE Secretaria Federal de Acción Social, 
1982) y de las políticas para la prevención de su marginación (PSOE Secretaria de Movimientos 
Sociales y Participación Ciudadana, 1987), el Partido Popular organizo unas Jornadas que se 
celebraron en el Hotel Meliá Castilla y elaboraron una publicación, los sindicatos, etc. 
 

La perspectiva de derechos 

La Convención de derechos de los niños aprobada en la Asamblea General de Naciones Unidas 
celebrada en 1989 considera que es obligación del Estado proporcionar protección especial a los 
niños privados de su medio familiar y asegurar que puedan beneficiarse de cuidados que 
sustituyan la atención familiar o de la colocación en un establecimiento apropiado, teniendo en 
cuenta el origen cultural del niño en su Artículo 20: 

1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior 
interés exija que no permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y 
asistencia especiales del Estado.  

2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de 
cuidado para esos niños.  

3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares de guarda la 
adopción o de ser necesario, la colocación en instituciones adecuadas de protección de 
menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular atención a la conveniencia de 
que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultural y 
lingüístico. 
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Este proceso de cambio estuvo claramente influenciado por diferentes instrumentos a nivel 
nacional e internacional, entre ellos: 

- Estudio sobre la situación del menor en centros asistenciales y de internamiento y 
recomendaciones para el ejercicio de las funciones protectoras y reformadoras. (Defensor del 
Pueblo, 1991). 

- Recomendación Rec(2005)5 del Comité de Ministros de los estados miembros del Consejo de 

Europa sobre los derechos de los niños que viven en instituciones residenciales, adoptada por 

el Comité de Ministros el día 16 de marzo de 2005 en la 919 reunión de ministros 

- Naciones Unidas 64/142. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los 
niños. Asamblea general 24 de febrero de 2010 

La LO 1/96 de Protección Jurídica de Menor y en la Comunidad de Madrid la Ley de Garantías de 
los derechos de los niños completaron el marco normativo de protección a la infancia. 
 

Lo que no estaba previsto 

El proceso de cambio no estuvo exento de dificultades a las que hay que añadir que el sistema de 
protección tuvo que enfrentarse y dar respuesta a nuevas situaciones no previstas como: 

- La infección por el VIH, casi el 50% de los niños nacidos seropositivos en la Comunidad de 
Madrid fueron atendidos en residencias infantiles. 

- Los Menores Extranjero No Acompañados (MENAS) y la necesidad de duplicar el Centro de 
Primera Acogida, hasta entonces solo estaba Hortaleza y ante la demanda se creó la RI Isabel 
Clara Eugenia para “pequeños” quedando Hortaleza para “adolescentes”. 

- Los niños con problemas de salud mental 
- Los niños con necesidades especiales - discapacidad y enfermedades raras 
- La violencia ascendente o filoparental. 
- Las “adopciones truncadas” de los niños procedentes de adopción internacional que sus familias 

adoptivas consideraban que no podían atender adecuadamente a sus hijos adoptados. 

Algunas sombras 

Un hecho, según mi criterio lamentable, fue lo que yo denomino el “expolio”, algo así como una 
“desamortización” por la que numerosos recursos de titularidad y destinados a la protección de 
menores se les dio otros usos sin ninguna compensación a sus legítimos propietarios, sirva de 
ejemplo hasta donde llega mi memoria: 

Centro Utilidad posterior 

El Valle, El Rosa, Vallehermoso, , El 
Encinar, 

Escuelas infantiles en centros de protección y la 
comida de los niños del presupuesto de protección 

Iglesia de la RI Vallehermoso  Teatro La Abadía 

Centro Sagrado Corazón  (Carabanchel) Centro Puerta Bonita (sin ningún pudor se dejó en 
los sótanos y sin ventilación natural el centro 
RENASCO para niños con medidas de reforma) 

Ciudad Escolar salvo RI Casa de los Niños 
que no es la mejor ubicación para niños 
con necesidades especiales y grandes 
problemas de salud 

Instituto, Escuela de Hostelería, 
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Hogar c/ A. Soria 140 Conservatorio Profesional de Música  

Colegio La Unión  Centro Regional de Información y Formación (CRIF) 
Las Acacias 

Colegio San Fernando Academia Regional de Estudios de Seguridad (ARES), 
Instituto   

Isabel Clara Eugenia Orquesta Sinfónica de Madrid, Centro de Salud 
Mental, Escuela Infantil, Jardines Publicos 

Paracuellos Centro de Educación de Personas Adultas (CEPA) 

…/… …/… 
 

 

Un poco de cangrejo 

La atención residencial y el acogimiento familiar, el trabajo con las familias en riesgo o desamparo, 
se enmarcan dentro de las políticas de protección a la infancia y en alguna manera y aunque se 
pueda argumentar avances también es verdad que en los últimos años ha habido regresiones 
importantes, “retrocesos” o no avance en las políticas de infancia muy llamativas desde el año 
2003, a título de ejemplo: 

- A nivel nacional: 
• El Centro de Estudios del Menor y su Centro de Documentación desapareció.  
• La sede de la Dirección General de Protección Jurídica del Menor, hoy Dirección General de 

Servicios para la Familia e Infancia dependiente del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales 
e Igualdad, que se encontraba en un edificio de la C/ Pastor (hoy residencia del Presidente 
del Senado), se trasladó 1º a la c/ Condesa de Venadito hoy sede del Instituto de la Mujer, 
2º José Abascal, 3º Capitán Haya, y actualmente, 4º, en la sede del Ministerio de ¡Fomento¡ 
en la avda. de la Castellana 5º planta. 

• El GRUME (Grupo de Menores de la Policía Judicial), policía especializada en infancia, está 
en peligro de desaparición al proponer que se atiendan desde la UFAM (Unidad de Familia y 
Menor) y, por lo tanto, violencia de género, maltrato  a personas mayores, agresiones 
sexuales y violaciones,.., compartirán espacio y especialización. 

• El I Congreso Internacional sobre Infancia y Sociedad organizado por el entonces Ministerio 

de Asuntos Sociales y el I Congreso Internacional de educación infantil  organizado por la 

Comunidad de Madrid ambos celebrados en noviembre de 1989 (recordemos que en 

aquellos años protección de menores dependía de la Consejeria de Educación), no se han 

realizado mas ediciones por lo que sigue pendiente el “gran debate” sobre la situación 

actual de la infancia y las respuesta que precisan a sus necesidades y problemas 

• El Centro Reina Sofía para el Estudio de la Violencia dirigido por el Prof. José Sanmartín con 
sede en Valencia desaparece por falta de apoyo económico de las Administraciones. 
 
 

- A nivel autonómico:  
• “Desaparecieron” la Escuela de Educadores, el Defensor del Menor, el Centro de 

Documentación y Formación de Servicios Sociales, el Equipo de Apoyo Escolar conocido 
como Equipo 10 y todos los instrumentos para la valoración del maltrato infantil desde el 
ámbito educativo que elaboraron junto con la Universidad Complutense. 
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• El Programa de Atención al maltrato infantil que se inició en 1998 desde el año 2006 se 
quedó sin presupuesto, ya no se hicieron más publicaciones persistiendo en la actualidad 
por la ilusión de sus directores y las demandas de profesionales e instituciones- 

• El Organismo autónomo Instituto Madrileño del Menor y la Familia en 2016 pasó a ser una 
Dirección General, Dirección General de la Familia y el Menor, y las Residencias infantiles 
pasaron a depender de la Agencia Madrileña de Atención Social que las gestiona junto con 
las Residencias de la Tercera Edad y para Discapacitados *.  

• Los Consejos de Atención a la Infancia y la Adolescencia de la Comunidad de Madrid creados 
por Ley 18/1999, de 29 de abril, según los datos de la página web en la Comunidad de 
Madrid en la que hay 179 ayuntamientos, que celebren reuniones y plenos de las 
Comisiones existen en 2 Mancomunidades, 6 municipios de más de 20.000 habitantes y 15 
Juntas Municipales de Distrito del Ayuntamiento de Madrid de las 21 existentes.  

• Las Comisiones del Consejo de Atención a la Infancia y Adolescencia no han sido consultadas 
para la elaboración del Plan de Infancia y adolescencia de la Comunidad de Madrid (2017-
2021). 

• La obligación de notificar al “Registro de detección y notificación de casos de riesgo y/o 
maltrato infantil desde los diferentes ámbitos de atención a la infancia” sólo funciona el 
correspondiente al ámbito sanitario desde 1999, el de servicios sociales los distintos 
municipios de la Comunidad de Madrid a pesar de diferentes actividades de formación, 
difusión, etc. no se están recibiendo notificaciones y el del ámbito educativo ni se ha 
contemplado a pesar haber editado y distribuido una monografía contraviniendo lo 
establecido por la LO 1/96 respecto a la obligatoriedad de los registros y las indicaciones del 
Comité de Derecho de los Niños de Naciones Unidas sobre la aplicación de Convención de 
los Derechos de los Niños en España/Madrid. 

• La Declaración administrativa de riesgo, que algunas Comunidades Autónomas como 
Aragón ya la tenían contemplada antes de las reformas de las leyes orgánica y ordinaria del 
sistema de protección a la infancia aprobadas en julio de 2015, todavía no se ha regulado 
como es preceptivo en la Comunidad de Madrid. 

• El Programa de Pediatría Social, que desarrollan conjuntamente el Hospital Infantil 
Universitario Niño Jesús y la Dirección General de la Familia y el Menor desde 2003, no 
tiene garantizado en absoluto su continuidad. 
 

- A nivel Municipal 
• El Ayuntamiento de Madrid en los 90 se decía que habría al menos un Centro de Atención a 

la Infancia (CAI) por Distrito Municipal (hay 21 Distritos), en la actualidad hay 12, de ellos 9 
de gestión externa. 

• Las Comisiones de Apoyo Familiar no terminan de implantarse en todos los municipios y 
distritos, entre otras cosas, porque en muchos de ellos no se ha establecido el 
correspondiente Consejo de Atención a la Infancia y Adolescencia como marca la Ley. 

 
 

* Gambito. En el juego del ajedrez, jugada que consiste en sacrificar una pieza, generalmente un peón, para 
lograr una posición favorable y en espera de obtener ventajas posteriores.  
Se sacrifico al débil, los niños, por unos pactos de legislatura que obligaban a “adelgazar” de cargos la 
Administración, lavado de cara que en la práctica no supuso ningún ahorro. 
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Una pregunta: ¿Por qué se ha duplicado el número de niños atendidos por el SPI desde 1990 si 

además la población infantil es menor? 

La situación actual en España es que frente a los 19.473 niños atendidos por el sistema de 
protección a la infancia fuera de su ámbito familiar en 1989 actualmente, según los datos del 
Boletín de Estadística Básica de Protección del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
se atiende a más de 42.000 niños al año a los que habría que añadir los atendidos en los Centros de 
Reinserción Social del Menor (Reforma). (Tabla 2). 

Tabla 2. Niños atendidos por el sistema de protección en España (2011-2016) 

Año 2011 2012 2013 2014 2015 2016 

Total 41.236 39.754 42.569 42.867 42.628 43.902 

A. Residencial 14.059 13.703 13.401 13.563 13.596 14.104 

A. Familiar 21.446                                                     21.127 21.644 19.119 20.172 19.641 

Tutelados 30.057 29.703 29.291 27.626 25.952 27.160 

Guardas 4.537 4.143 5.033 4.177 4.724 4.753 

En estudio --- --- 7.157 11.064 11.952 11.989 

M. Infractor       

Se justifica este incremento alegando que actualmente hay más formación, mayores recursos, 
sensibilidad,.., lo que conlleva mayor detección y posibilidades de atención. 

Para finalizar. 

Ciertamente el cambio, el difícil cambio, fue fácil porque existía una voluntad de políticos, 
profesionales, ciudadanos,.., de que había que hacerlo y ¡lo hicimos¡. 

Posteriormente, ha habido una estabilización e incluso retroceso de los avances en las políticas de 
infancia 

Pero, no podemos terminar quedándonos en la queja, recordando con nostalgia, cuando llegamos 

como estaba la protección y lo que hicimos y pensando como los actuales retos no se  han recogido 

en la forma que pensamos se debe responder a las necesidades y problemas actuales de esta 

importante población infantil. 

Unos ven las cosas como son y dicen ¿Por qué? 

Otros piensan como podrían ser como cambiar y dicen ¡PORQUE NO¡ 
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III. PRINCIPALES MOTIVOS DE PREOCUPACIÓN Y RECOMENDACIONES 
 

Vigilancia independiente 
11. Observando la supresión de la institución del Defensor del Menor en la Comunidad de Madrid 
como parte de la optimización de recursos públicos, el Comité recomienda que el Estado parte adopte 
las medidas necesarias para proteger y reforzar la supervisión independiente de los derechos de los 
niños y vuelva a abrir la oficina del Defensor del Menor en Madrid, además de fortalecer la capacidad 
de la oficina nacional del Defensor del Pueblo para recibir, investigar y abordar quejas presentadas por 
niños de manera adaptada a las necesidades de estos, particularmente las presentadas por niños de 
comunidades autónomas donde no exista una oficina del defensor de la infancia. 
 

Niños privados de un entorno familiar  
27. El Comité está seriamente preocupado por:   
a) El elevado número de niños atendidos en centros de acogida y el hecho de que, en la práctica, este 

tipo de atención es la opción principal utilizada como medida inicial;  
b) La insuficiencia de recursos, que tiene como consecuencia demoras en la asunción de la tutela por el 

Estado y las deficiencias de las instalaciones y el hacinamiento en algunos centros de acogida;   
c) Los casos de malos tratos y de trato degradante de niños atendidos en centros de acogida, incluso 

denuncias de reclusión en condiciones de aislamiento, diagnósticos médicos erróneos y tratamiento 
médico incorrecto, además de la falta de sistemas de vigilancia y denuncia centrados en los niños y 
de mecanismos de queja a disposición de estos;   

d) El apoyo insuficiente a los niños en su transición de la infancia a la edad adulta.  
28. Recordando las Directrices sobre las Modalidades Alternativas de Cuidado de los Niños y las 
recomendaciones anteriores del Comité (véase CRC/C/ESP/CO/3-4, párr. 42) el Comité recomienda que 
el Estado parte aumente los recursos para actividades encaminadas a prevenir la separación de los 
niños de sus familias y asegurar una disponibilidad suficiente de apoyo y asistencia, incluidas las 
subvenciones y el apoyo profesional, particularmente a las familias con niños en situaciones 
desfavorecidas o de marginación. También recomienda que el Estado parte:   
a) Acelere el proceso de desinstitucionalización, a fin de asegurar que la atención en centros de acogida 

se utilice como último recurso, y vele por que todos los centros de acogida restantes cumplan por lo 
menos unas normas de calidad mínimas;   

b) Vele por que en todos los casos sea un juez quien adopte o revise las decisiones sobre la separación 
de un niño de su familia, y ello solo después de evaluar a fondo el interés superior del niño en cada 
caso particular;   

c) Asigne recursos humanos, técnicos y financieros adecuados a la promoción de la atención en familias 
de guarda y a mejorar y desarrollar las competencias de los padres y las familias de guarda y de los 
cuidadores profesionales especializados;   

d) Garantice unas condiciones humanas y dignas en los restantes centros para niños con dificultades de 
conducta o de socialización e investigue a fondo todas las denuncias de abusos o malos tratos en 
esos centros;   

e) Vigile y supervise constantemente la calidad de las modalidades alternativas de cuidado para los 
niños, incluso ofreciendo canales accesibles para denunciar, vigilar y remediar el maltrato de los 
niños, y vele por que existan mecanismos accesibles de queja para los niños en los centros de 
acogida estatales y los hogares de guarda;   

f) Formule y aplique programas de apoyo para ayudar a los niños de los centros de acogida en su 
transición a la edad adulta. 

30 ANIVERSARIO DE LA LEY 21/87  SIN COMENTARIOS 
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EL PASO DEL MODELO ASISTENCIAL AL PROYECTO EDUCATIVO INDIVIDUAL. 

Martin Marrón Zapardiel  

1- En el contexto de un país en tránsito desde una dictadura a un sistema democrático, el panorama de la 
protección infantil en los años ochenta era el siguiente: 
- Inexistencia de servicios sociales especializados, La herencia recibida eran unos profesionales 

escasos y la ausencia de equipos municipales especializados para atender a la infancia. “Ni la 
evaluación de la situación, ni la toma de decisiones se basaban en criterios expertos, sino sobre 
todo en criterios morales, subjetivos1”  

- La institución exclusiva para la atención de los menores en riesgo era el internamiento en grandes 
centros que respondían al paradigma de la institucionalización, con sus efectos segregadores, 
Instituciones totales, como las definió acertadamente Goffman2 (1961) que incluían la escuela y 
que en un porcentaje elevado no realizaban un trabajo social con las familias de los menores 
residentes. Los niños y niñas estaban separados y raramente salían de ese contexto institucional, 
muchos de ellos ni siquiera durante el fin de semana. 
Como se reflexionó posteriormente existía una doble red de atención a la infancia: “unos servicios 

(escuelas, centros de tiempo libre, servicios de salud y otros servicios de la comunidad) estaban 

pensados para toda la infancia en general…y otros servicios estaban estrictamente especializados 

en atender niñas y niños con problemas concretos (entre los que cabía destacar tres grandes 

categorías: infancia bajo protección, menores infractores y niños y niñas disminuidos)”3. 

- La infancia carecía de derechos reconocidos por el sistema legislativo, a pesar de la vigencia desde 
1978 de la Constitución, que garantizaba estos derechos. Hasta ese momento la protección infantil 
se había determinado por las Juntas de Protección de Menores, que pertenecían al Sistema judicial 
y se ejercía sobre todo por órdenes religiosas, cuyo paradigma se basaba en  

- planteamientos asistenciales. 
- No existía el acogimiento familiar como medida protectora. Aunque el AF siempre ha existido como 

realidad de protección interfamiliar y social, su actuación respondía a iniciativas individuales sin 
desarrollo regulador y sin supervisión ni control por los servicios públicos. 

- Igualmente desregulada estaba la adopción, cuyo ejercicio y procedimientos estaban exentos de las 
necesarias vigilancia y regulación legal y su fin no era compensar el derecho de los niños a tener 
una familia (principio que vino a consagrar la ley) sino más bien el derecho de una familia a tener 
un hijo.  

2- Evidentemente en nuestro país el cambio constitucional constituyó una verdadera revolución en los 
derechos de los ciudadanos y consecuentemente vino a modificar este panorama en el ámbito de la 
protección infantil. El cambio propuesto era el paso de un modelo asistencial a un sistema de derechos 
de la infancia.  
El primer efecto legislativo de ese cambio social se plasmó en la Ley 21/87 a la que hoy dedicamos esta 

Jornada.  

Esta Ley consagró nuevos principios, cuya aplicación trajo consecuencias en los procedimientos 

técnicos, consecuencias muy beneficiosas para los niños y niñas; estos Principios eran los siguientes4: 

                                                           
1
 Casas, F.: Infancia: perspectivas psicosociales, 1993, Ed. Paidós, Barcelona, 1998, p. 94 

2
 Goffman E. Asylums. Essays on the Social Situation of Mental Patiens and Other Inmates. Amorrortu, Buenos Aires, 

2001 
3
 Casas, 1993, pág. 93 

4
 Cfra.: Olayo González Soler: Regulación jurídica de la protección infantil, en Manual de Protección infantil, De Paúl 

Ochotorena, J. y Arruabarrena Madariaga, M.I., Barcelona, 1996. 
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- Principio de la reinserción en la propia familia, luego matizado por otro principio, el de la 
salvaguarda del interés superior del niño. 

- Principio del mantenimiento de la unidad familiar, previendo que la guarda de los hermanos se 
confíe a una misma institución o persona, principio también supeditado al interés superior del 
menor. 

- Principio de cuestionamiento de la institucionalización, que en España no aparece como tal sino 
como deducción de los anteriores, pero que ya aparecía nítidamente en normas de derecho 
internacional5. 

- Desjudicialización de las medidas de protección, lo que vino a instaurar a las Entidades Públicas en 
el lugar de los antiguos Juzgados o Tribunales de Menores.  

- Descentralización del sistema de Protección. En el caso de la Comunidad de Madrid se creó en 
19886 la Comisión de Tutela del Menor, órgano colegiado y técnico para la adopción de las 
medidas de protección. El órgano que estructura de una manera orgánica todo el sistema de 
protección es la Comisión de Tutela del Menor.  

- Propugna la inclusión de la figura del Acogimiento Familiar en el Código Civil. 
 

3- Como vemos, se fue transitando el cambio desde un sistema asistencial, basado en la moral de la 
beneficencia a un sistema de derechos, donde prima el interés superior del niño a que sean atendidas 
sus necesidades. 

La beneficencia se basa en la asistencia voluntaria, no profesional, por tanto ocasional, aislada y 

soportada sólo por la vocación de quien ofrece su ayuda. El sistema de derechos del niño desde 

luego necesita también de la vocación de ayuda de cada profesional, pero viene a dirigir su esfuerzo 

hacia un objetivo, dotando de continuidad y de supervisión a la intervención. 

Este tránsito, desde la aparición de Ley 21/87, trajo como consecuencia directa un fuerte impulso a 

las políticas de infancia, con diferentes ritmos y modelos en cada Comunidad Autónoma. En el caso 

de Madrid, destacaremos como hito trascendental la aprobación de la Ley 6/95 de Garantías de los 

derechos de la Infancia y adolescencia (aprobada por unanimidad parlamentaria), que preveía el 

desarrollo de tres instituciones dirigidas a la infancia: la figura del Defensor del Menor; la creación 

de una institución específica para la atención a los menores menos favorecidos, el Instituto 

Madrileño del Menor (con denominación posterior de Instituto Madrileño del Menor y la Familia)  y 

la elaboración de una Ley Regional de Consejos de Atención a la Infancia. 

Se produjeron además aportaciones técnicas esenciales para los profesionales, entre la que 

destacamos la publicación del manual “Necesidades de la infancia y protección infantil”, que 

sustentaba la intervención en las necesidades infantiles para poder satisfacer sus derechos. A partir 

de estas aportaciones técnicas se elaboraron guías, instrumentos y programas y los profesionales 

fueron especializándose. 

Se elaboró una Ley de Servicios Sociales, así como un Acuerdo Marco para la financiación de los 

programas municipales de servicios sociales, que pudo permitir la aparición de programas 

municipales especializados en infancia y familia.   

Este proceso corrió paralelo con el impulso al cambio en el esquema tradicional de los centros de 

protección, primero con la unificación en una Red Única de los distintos centros provenientes de 

                                                           
5
 Rfra. De O. González Soler: Artículos 4 y 11 de la Resolución de Naciones Unidas 41/85, de 6 de febrero de 1987 y 

Principios I.1.6 y II.2ª de la Resolución (77) 33 de la Comisión de Ministros del Consejo de Europa el 3 de noviembre 
de 1977 sobre la colocación de niños.   

6
 Decreto 49/1988, de 5 de mayo. por el que se adscriben a la Consejería de Integración Social las funciones que la Ley 

21/1987, de 11 de noviembre, atribuye a la Comunidad de Madrid. 
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instituciones bien estatales (INAS) o de la extinta Diputación Provincial; en segundo lugar, a través 

de la puesta en marcha de las Residencias Infantiles de Distrito, que supusieron no solo un cambio 

en las condiciones físicas y de bienestar de los niños y niñas que residían en centros, sino también y 

sobre todo un enfoque nuevo del acogimiento residencial, a través de pequeñas instituciones 

ubicadas cerca de la zona de referencia social donde vivían los niños con sus familias antes de que 

se produjera la separación como consecuencia de la valoración del riesgo.  

 

4- En lo que respecta a la evolución del trabajo de los profesionales de protección infantil en los diversos 
servicios y en las distintas instituciones en nuestra Comunidad, en 1997 se produce un gran cambio en 
el enfoque de los casos de protección infantil con la realización de unas Jornadas con la participación 
de profesionales de los distintos servicios e instituciones tanto a nivel municipal como regional que 
dieron origen a lo que denominamos “El Proyecto Único de Intervención”.  
Este nuevo enfoque modificó la perspectiva de atender aisladamente al niño o a su familia para 

coordinar la intervención de los profesionales en torno a la idea del “caso”, esto es, poner la atención 

en los principios que aportó la Ley 21/87, que celebramos en esta Jornada, entre los cuales la 

preservación del sistema familiar se ha constituido en el primer paradigma de la intervención 

protectora. 

Desde entonces el esfuerzo de quienes participamos en este cambio ha ido dirigido sobre todo a 

prevenir la separación de un niño de su familia como única forma de ejercer la protección. O - cuando 

la separación se hace inevitable en interés del niño - proveer a su familia de instrumentos y recursos 

para que la reunificación sea posible, apoyando mientras tanto al niño en espacios de convivencia 

reparadores e integradores, de ahí el esfuerzo en la implantación de Residencias Infantiles de Distrito.   

El Proyecto Único de Intervención se ha arraigado como una parte sustancial y significativa del Sistema 

de Protección en la Comunidad de Madrid. El modelo fue consolidado con el esfuerzo que desde el 

extinto Instituto Madrileño de la Familia y el Menor se puso en la puesta en marcha de la denominada 

Ley de Consejos7, que ha consagrado a la Comisión de Apoyo Familiar como un órgano de trabajo 

técnico en el que están representadas las instituciones más significativas que trabajan con cada caso y 

que realiza las funciones que se concibieron originalmente para trabajar el Proyecto Único de 

Intervención, que luego se ha plasmado en lo que hoy denominamos Proyecto de Apoyo Familiar. 

¿Qué ha aportado el Proyecto Único de Intervención a la protección infantil en nuestra Comunidad? : 

- Sobre todo ha supuesto un trabajo coordinado y operativo para la atención de los menores y sus 
familias cuando la situación de riesgo o desamparo requiere la intervención de la Entidad Pública 
(la Comisión de Tutela del Menor) y cuyo principio inicial es rescatar la convivencia familiar 
mediante la intervención de los servicios públicos implicados: servicios sociales, residencia infantil, 
sistemas de salud y educativos y otras instituciones que intervengan con el caso. 

- Ya se indicaba en el documento técnico publicado8 que la multiplicidad de redes y profesionales 
hacían necesarios tres principios de intervención: cooperación, corresponsabilidad y 
complementariedad de las instituciones que intervienen en cada caso para establecer el 
diagnóstico, diseñar las estrategias de intervención en cada paso y evaluar sus resultados. 

                                                           
7
 Ley 18/1999, de 29 de abril, reguladora de los Consejos de Atención a la Infancia y la Adolescencia de la Comunidad 

de Madrid. 
8
 Proyecto Único de Intervención. Normalización y territorialización en la atención residencial a la infancia. Autores: el 
Proyecto fue elaborado a partir de un documento técnico del Servicio de Coordinación de Centros del Instituto 
Madrileño del Menor y la Familia y de los trabajos del Seminario y las jornadas sobre Proyecto Único celebradas en el 
Ayuntamiento de Getafe en diciembre de 1997. Ed. Consejería de Sanidad y Servicios Sociales. Comunidad de 
Madrid, 1999.  
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Personalmente sigo experimentando cada día la necesidad de revitalizar la puesta en práctica de 
estos tres principios. 

- El Proyecto Único de Intervención supuso también un enfoque interdisciplinar del trabajo, al 
intervenir profesionales desde diversas disciplinas formativas compartiendo un objetivo común, 
marcado por los principios ya señalados que aportaba la legislación.  
Remarco la idea de que los profesionales que trabajan en protección infantil están ahora mejor 

formados que nunca y quiero destacar en especial la consolidación de la figura del educador de 

familia, algo que resultaba impensable para quienes, como quien les habla, comenzó su andadura 

profesional en las macroresidencias de protección, cuando empezó a llamársenos educadores 

después de haber sido cuidadores o vigilantes.  

- Se anunciaba en el documento que fundamentó el Proyecto Único de Intervención que este 
trabajo por un mismo objetivo marcaba un compromiso hacia el consenso de cada equipo de 
trabajo; el consenso es una dificultad que deben seguir superando los profesionales que participan 
cada día en las Comisiones de Apoyo Familiar. La tarea de trabajar en equipo con un objetivo 
común sigue suponiendo un aprendizaje diario donde cada profesional debe esforzarse en 
trascender su propia intervención para ponerla al servicio del diagnóstico realizado y de la 
intervención diseñada. 

- Este modelo de intervención no es la panacea para conseguir el éxito de la intervención. Todos 
experimentamos cada día la dificultad de las intervenciones, la escasez de recursos, la proclividad 
a defenderse cada uno de la frustración que provoca la resistencia al cambio. Sin embargo, 
también hemos experimentado que la mayor eficacia y eficiencia sólo se consiguen con esfuerzos 
comunes y que la dirección del trabajo interinstitucional en equipo es la correcta. 

- El Proyecto Único de Intervención supuso y supone – pues considero que el actual 
funcionamiento del Sistema de Protección Infantil en nuestra Comunidad se basa y es 
consecuencia de sus criterios - la aportación de una referencia consensuada para la intervención y 
por lo tanto de legitimación del trabajo de los profesionales que participan en él.  

5- Es momento de terminar mi intervención y entre mis personales apuntes sobre este recorrido, me 
gustaría reflexionar sobre los retos que aún le quedan por abordar al Sistema de Protección. 
Siempre he defendido la idea de la existencia de un Sistema de Protección a la Infancia que aúne los 

esfuerzos de distintas instituciones (o subsistemas) en un fin común y un objetivo único, que en 

nuestra democracia viene determinado por el legislador. Su recorrido a lo largo de estos últimos 

treinta y tantos años ha seguido unos vectores persistentes y continuos en el tiempo, que fueron los 

que marcó la primera reforma del sistema y que aquí he querido dejar indicados.  

Su reforzamiento es ineludible, pues este Sistema (como todos los Sistemas Sociales) está en 

desequilibrio constante: surgen nuevas necesidades, variaciones en los procesos de transición, 

tanto de la infancia hacia la adolescencia, como de ésta a la mayoría de edad y en la integración 

social de los jóvenes; transformaciones sociales que tienen que ver con los modelos de 

comunicación y de conocer y conectar con el resto del mundo. Los modelos educativos familiares se 

han puesto también en cuestión.  

Nuestra sociedad ha ido alcanzando una conciencia mayor de la existencia del maltrato intrafamiliar 

y del abuso y explotación infantil. Todo ello nos obliga a repensar en las mejores fórmulas para 

prevenir las situaciones de maltrato, focalizando programas de detección temprana y la atención a 

las víctimas no solo judicial sino también terapéuticamente, así como a los responsables del 

maltrato, quien a su modo, también son o han sido víctimas.  

Creo que los principios que inspiran actualmente el trabajo de los profesionales y cuyo inicio aportó 

la Ley 21/87 y que han intentado ser desarrollados en esta exposición siguen siendo válidos. La ley 

estatal de protección es una buena ley; las recientes reformas han aportado la experiencia 
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acumulada en todos estos años y abren vías al desarrollo del bienestar de los niños, niñas y 

adolescentes. Pero es preciso desarrollarla en cada Comunidad Autónoma y dotarla de recursos 

para seguir mejorando la realidad de la población infantil en riesgo o desamparo.     

Me atrevo a señalar la última década como un período de congelamiento, cuando no de retroceso 

en las políticas de infancia en nuestra Comunidad. Esta afirmación la baso en dos hechos. El 

primero: la desaparición de instituciones dirigidas a la infancia, cuyo efecto ha sido una mayor 

invisibilidad social de los derechos y la progresión de los derechos de esta población de la que no se 

obtiene rédito electoral. El segundo hecho contrastable en la práctica es la disminución de los 

recursos dirigidos al desarrollo del Sistema y el consiguiente desbordamiento del mismo.   

En cuanto a las nuevas situaciones de desprotección que han ido apareciendo en estos años, 

señalaría como un reto del Sistema el de repensarnos el paradigma de la integración y su 

congruencia con la creciente demanda de especialización de los recursos, pues existe el peligro de 

que la intervención con diversos sectores de la población infantil, a los que son dedicados los 

mayores costes económicos, puedan estar siendo excluidos de los espacios normalizadores 

(escuela, familia, barrio). Me pregunto si no habrá que redirigir los esfuerzos de inversión hacia más 

integración. 

En los últimos años el sistema de protección se está enfrentando crecientemente a la tarea de dar 

respuestas a distintas situaciones de expulsión familiar de adolescentes: adolescentes o pre-

adolescentes con trastornos emocionales, adolescentes con procesos personales y sociales que les 

conducen a la expulsión de los institutos u otras instituciones de formación, quedando fuera de los 

procesos sociales integradores y de su familia; también de chicos y chicas con graves discapacidades 

físicas o psíquicas que aparentemente no pueden ser atendidos en su casa. En estos casos se está 

recurriendo a centros especializados para que ejerzan la guarda de estos muchachos. ¿Qué ha 

ocurrido para que se tenga que recurrir a la medida de protección para poder atender sus 

necesidades? ¿Qué ha fallado antes que no se ha podido detectar o no ha sido atendido 

preventivamente? Probablemente los recursos no deben provenir solo del Sistema de Protección. 

Otra población que ocupa y desborda al Sistema de Protección es la incesante llegada de menores 

de África buscando en nuestras sociedades del norte las oportunidades a que tienen derecho y que 

en sus países de origen no encuentran respuesta. Opino que junto con la posibilidad de vivir en una 

residencia o con una familia el sistema educativo primordialmente debería diseñar programas de 

integración educativa. El problema es de una gran complejidad y en la actualidad quizá la respuesta 

supere las posibilidades de las Comunidades Autónomas, debiendo buscarse primeramente políticas 

a nivel del Estado o incluso de Europa. 

También nos estamos encontrando con niños, niñas y adolescentes que sufren situaciones de riesgo 

o maltrato como consecuencia de procesos migratorios familiares que yo llamaría truncados: 

vinculaciones familiares rotas, modelos culturales violentos que no son aceptables e incompatibles 

con la ley, economías ocultas de riesgo, etc. Estos procesos migratorios abocan a muchos niños, 

niñas y adolescentes a situaciones de verdadero desamparo, para las que el Sistema no tiene 

respuesta adecuada a sus necesidades particulares: situaciones de absoluto absentismo escolar, 

inclusión en bandas con relaciones violentas y de maltrato a las niñas o a quienes no se incluyan en 

ellas, inducción al delito de los menores, etc. 

Punto y aparte merece el fenómeno, aún no resuelto por el Sistema de Protección, de los 

matrimonios de niños y niñas menores, particularmente tradicionales dentro de la cultura gitana  
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pero que atentan gravemente contra los principios en que se inspira la Convención de Derechos del 

Niño y las Leyes de Protección Infantil.    

Por último y además de estos retos señalados no quisiera dejar el último párrafo sin referirme al 

desarrollo del Acogimiento Familiar, aspecto especialmente destacado en la reforma de la ley. 

Pienso, como seguramente muchos entre nosotros, que el deseo de ayuda de una familia a un niño 

se debe priorizar por la Administración Pública. Pero las familias también pasan hoy por dificultades 

y una familia responsable se debe plantear las consecuencias para el propio sistema familiar y para 

el niño o niña acogido de un ofrecimiento para acoger a un niño dentro de los diversos programas 

que existen. Precisamente creo que es en esa natural y oportuna resistencia o duda al ofrecimiento 

donde deberían centrarse los programas para desarrollar el Acogimiento Familiar. En las actuales 

circunstancias y con los programas y (falta de) apoyos de los que hoy disponemos es muy difícil 

desarrollar un avance en el acogimiento familiar de los niños protegidos. Por eso creo que cualquier 

deseo real de fomentar el acogimiento familiar necesita recursos: dinero para las familias que se 

muestren dispuestas a acoger y recursos de apoyo al seguimiento de la integración familiar, además 

por supuesto de un proceso de formación – valoración minucioso. 

Es todo lo que les quería transmitir hoy. Muchas gracias por su atención.     
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CAMBIOS EN LA PRAXIS PROFESIONAL DESDE LOS PRINCIPIOS DE LA LEY 21/87 

Mª Isabel Illescas Taboada 

RESUMEN 

La transformación del sistema de protección infantil español tras la aprobación de la Ley 
orgánica 21/87 de 11 de noviembre, fue fundamental en tres sentidos:  

- la regulación de la adopción, el acogimiento familiar, la tutela y la guarda con mayores 
garantías en el proceso previo y la valoración del Interés superior del Niño1 en situación de 
desamparo,  

- la desjudicialización confiriendo a la administración autonómica la competencia, el control  y  
la responsabilidad de ejercer esa deber de protección jurídica emanado de la CDN y de 
nuestra Constitución española de 1978; 

- pero también, definía la protección como parte de la Acción social con un enfoque más 
moderno, holístico, integral e interdisciplinar de las actuaciones públicas y de la supervisión 
de las instituciones privadas que colaboran con la entidad competente. 

El ejercicio del Trabajo social y de otras disciplinas que atienden y trabajan con niños y 
adolescentes, debía transformarse profundamente para incluir a estos como ciudadanos 
plenos, activos, protagonistas de la intervención, interlocutores válidos y valiosos en el proceso 
narrativo y de construcción social en el que viven y del que forman parte. Había que abandonar 
la consideración del niño como objeto y propiedad de los padres y las praxis paternalistas que 
hacían “Todo por el niño pero sin el niño”.  

PALABRAS CLAVES 

Ciudadanía sin discriminación por razón de edad. Derechos de la Infancia. Participación plena. 
Interés superior. Acción social. Ley 21/87 
 

La Constitución Española de 1978, recoge una serie de artículos referidos a la defensa de los 
derechos y condiciones de vida digna de los ciudadanos. En la materia que nos ocupa, es en el 
artículo 39:  

39.1 Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 

39.2 Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos 
ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado 
civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad. 

39.3 Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del 
matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda. 

39.4 Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por 
sus derechos. 

A este mandato constitucional se une la necesidad de incorporar plenamente en nuestra 
práctica laboral y/o académica, los principios y compromisos de la Convención de los Derechos 
del Niño, de la que se han cumplido 28 años desde su aprobación por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas.  

La CDN aboga por la regulación de los derechos civiles y libertades de los niños, por sus 
derechos concernientes a la salud y bienestar, educación y cultura, entorno familiar y tutela, 
medidas especiales de protección y emergencia, de justicia juvenil, de lucha contra la 
explotación y de defensa de los grupos minoritarios y vulnerables.  

                                                           
1
 Por Niño entiendo niños, niñas y adolescentes, es decir, los menores de edad civil. Utilizando este término en 

este sentido durante todo el texto. 
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Para hacer más fácil su divulgación se agruparon en lo que se denominó las “3 Ps”: Protección, 
Provisión y Participación a la que luego se añadió una cuarta: Promoción. 

Citando a Lourdes Gaitán, Trabajadora Social y Socióloga (Gaitán, 2014: 165-166):  

- La protección consiste en el derecho a recibir cuidado parental y profesional, el derecho a 
ser preservado de ciertos actos y prácticas, como las formas sociales e individuales de abuso 
infantil (art. 19 al 22, 30, 32 a 38). 

- La provisión equivale al derecho a poseer, recibir o tener acceso a ciertos recursos y 
servicios, a la distribución de los recursos entre población infantil y adulta (art. 7, 8, 23 al 29) 

- La participación expresa el derecho a hacer cosas, expresarse por sí mismo y tener voz, 
individual y colectivamente (art. 12 al 17, 31) 

- La promoción alude al art.42 cuando invita a los Estados a que divulguen el contenido de la 
CDN. 

Los profesionales del sistema de protección infantil han hecho y siguen realizando un gran 
esfuerzo por reivindicar y promover recursos, servicios y medios para garantizar los derechos 
de provisión/acción social y muchas de nuestras intervenciones tienen ese fin: escolarizar, 
integrar en un ocio saludable o la prevención de la salud.   

Desde nuestros orígenes en el trabajo con familias también hemos sido defensores y 
promotores de los derechos que tienen que ver con la protección de los abusos, la violencia o 
el maltrato y el impulso de la preservación familiar y la capacitación parental, cubriendo solo de 
modo subsidiario y temporal sus responsabilidades directas sobre el bienestar del niño y 
facilitando, en numerosas ocasiones prioritariamente, bienes y servicios dirigidos al grupo 
familiar en su conjunto y no otorgando beneficios al niño/a o adolescente directamente, de 
modo individual. 

Somos conscientes de la importancia de fomentar y lograr la participación activa de los 
menores, tanto en el intercambio de información, como a lo largo de todo el proceso de 
intervención social. Para ello es importante e imprescindible que estén presentes en la etapa de 
valoración, participando del diseño de actuaciones y planes de mejora familiar, en la toma de 
decisiones sobre las medidas de protección a adoptar, opinando sobre los tratamientos o 
apoyos a proponer.  

Pero lo cierto, es que a menudo los niños son los grandes ausentes. Quizás por varias razones:  
la demanda de ayuda suelen formularla los adultos, necesitamos de la autorización de los 
padres para acceder a los hijos, nos enfrentamos a dilemas sobre las oportunidades a ofrecer a 
los adultos y el coste para los hijos y sobre los diferentes tiempos/ritmos entre adultos y niños, 
hemos de superar la dificultad de conciliar horarios laborales y lectivos, reconocer nuestra 
propia inseguridad sobre la formación recibida y el manejo de formas de comunicación no 
verbales (juego, dibujo, interacción) con niños más pequeños o con discapacidad y el reto de 
captar e implicar a los adolescentes y jóvenes en su propio proyecto vital.  

La ley 21/87 se alzaba como un nuevo horizonte en el que las intervenciones profesionales 
realmente empoderaran a los menores y trabajen junto a ellos en un reconocimiento más 
pleno de su ciudadanía, de sus capacidades y potencialidades. Y en el que nuestros servicios y 
procedimientos sepan adaptarse a sus necesidades e integrarles como interlocutores valiosos y 
autónomos. 

Respecto a la cuarta “P” de promoción, la CDN era consciente de que para materializarse es 
importante que estos derechos sean conocidos por los sujetos titulares de los mismos, es decir 
por los propios niños. 
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 Con ese objetivo en el año 2002 la Federación Internacional de Trabajadores sociales publicó el 
“Manual de capacitación sobre Trabajo social y los derechos del Niño” con la intención de 
facilitar que “los derechos humanos de los niños fueran respetados e implementados en el 
contexto del Trabajo social” (IFSW, 2002). En este documento se proponen 5 bloques para 
trabajar desde una perspectiva de los Derechos del Niño, desde mi propia relectura personal 
estos serían:  

1. Aceptación de que los niños y niñas son personas completas, con sus propias opiniones y su 
identidad y que ellos pueden contribuir de forma esencial a discernir sobre cuál es “su 
interés superior”. 

2. Valoración de la infancia como etapa vital con valor en sí misma y que los programas y 
servicios han de trabajar en su “aquí y ahora”, tanto de forma individual como colectiva. 

3. Los niños son agentes activos de sus propias vidas y por tanto interlocutores plenos para la 
intervención social. Hemos de promover sus capacidades, potencialidades y autonomía. 

4. Evitar la discriminación por razón de edad, el “ninguneo”, la minusvaloración. Repensar 
nuestro papel de control y autoridad, de poder y saber en el que los niños nos posicionan 
desde las experiencias concretas de contacto con los profesionales como figuras “lejanas” a 
sus necesidades e intereses. 

 5. Ser sensibles a su situación de vulnerabilidad frente al poder, el abuso o la presión de los 
adultos. El Trabajo social habrá de fortalecer, empoderar, reparar el daño y prevenir la 
resiliencia, entre otros muchos objetivos posibles. 

Reconocer el talento, la capacidad y poder de los propios niños en involucrarse y desarrollar un 
proyecto o una vocación, responsabilizarse y movilizarse junto a otros, comprometerse con la 
transformación y mejora de su propia vida y del mundo en el que viven; supone un nuevo 
paradigma que redefine nuestra mirada y las posibilidades de cooperación y trabajo conjunto 
entre profesionales, infancia y familia. Donde la infancia participe contribuyendo como actores 
y agentes sociales en su propio desarrollo, el de su familia y el de su cultura como producción 
colectiva. 

Los profesionales del Trabajo social y de otras disciplinas han de promover una mayor 
materialización de los derechos de la infancia, han de plantear y elevar hacia otras instancias 
cómo ampliar la potestad de los propios niños, su emancipación del mundo adulto, la no 
discriminación por razón de edad en el pleno ejercicio de su ciudadanía, su participación activa 
y empoderamiento. 

 Y ese es el gran reto para el Sistema de Protección: lograr unos espacios más “amigables” para 
los niños, el uso de un lenguaje que les dignifique y reconozca, la transformación de nuestras 
prácticas ayudando a padres e hijos a cumplir con sus responsabilidades logrando un entorno 
familiar en el que puedan crecer juntos en derechos y bienestar y siendo figuras cercanas para 
ellos capaces de servir de transmisores de sus opiniones e intereses. 

En ese sentido, el actual marco legal español, con las dos leyes recientemente aprobadas en 
julio del 2015 sobre Modificación del sistema de protección a la Infancia; la L.O 8/2015 Y LEY 
26/2015, plantean la necesidad de que existan profesionales expertos preparados que puedan 
responder al derecho del niño a ser oído (sea cuál sea su edad y según su madurez) y a 
defender y trasladar a la entidad competente su interés superior definiéndolo: 

1º) en primer lugar como Derecho sustantivo del menor de edad,  

2º) como Principio interpretativo de todas las actuaciones y decisiones que les conciernan en el 
ámbito público y privado teniendo en cuenta sus deseos, opiniones y sentimientos  
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 3º) como Norma de procedimiento que garantice el derecho del menor a ser informado, oído y 
escuchado, a participar activa y progresivamente y que se preserve su identidad y el 
mantenimiento de sus relaciones familiares. En base a los siguientes criterios: edad y 
madurez, igualdad y no discriminación, posibles secuelas para su desarrollo integral y 
bienestar, estabilidad de las soluciones, satisfacción de sus necesidades y derechos básicos y 
minimización de los riesgos, preparación a la vida adulta o actuaciones protectoras 
conformes a los principios de necesidad y proporcionalidad de las actuaciones. 

Celebramos por tanto estos 30 años de desarrollo del marco legislativo y de consolidación del 
marco institucional y técnico, que pusieron el Interés superior del Niño como eje y pilar 
fundamental desde el que construir un sistema de protección que garantizase el ejercicio de sus 
derechos y la cobertura de sus necesidades. 

Sin embargo, si escuchamos y tenemos en cuenta las más de 125 recomendaciones del Comité 
de los Derechos del Niño de la ONU sobre el ejercicio de estos derechos en España, es 
necesario avanzar en aspectos tan importantes como el aumento de la inversión en infancia 
ante la constancia del aumento de la pobreza y desigualdad infantil, prevenir y combatir la 
discriminación de colectivos de niños con discapacidad, pertenecientes a minorías étnicas, o la 
promoción de alternativas familiares en los casos de menores protegidos… 

Es por eso, que desde la iniciativa social se intenta impulsar un Pacto de Estado por la Infancia y 
una ley Contra la Violencia a la infancia que requieren del consenso y apoyo de todas las 
fuerzas políticas, la sensibilización de la sociedad civil en su conjunto y la participación del 
propio colectivo de niños y adolescentes. 

Desde APIMM esperamos contribuir a que ambos proyectos sean una realidad a corto/medio 
plazo. 

Bibliografía 
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LAS MEDIDAS FAMILIARES DE PROTECCIÓN: ACOGIMIENTO Y ADOPCION 

Antonio Ferrandis Torres (*)  

Agradezco a la Asociación Madrileña de Prevención del Maltrato Infantil que nos ofrezca esta 

ocasión para recordar los desafíos que supuso la histórica reforma de 1987 y la evolución que 

nuestro sistema de protección a la infancia experimentó a partir de entonces. En mi caso 

personal,  estos treinta años coinciden con mi trayectoria como “Técnico de Protección de 

Menores” que así se llamaba la oposición que aprobé precisamente a la vez que entraba en 

vigor la mencionada Ley. 

La decisiva “desjudicialización” del sistema de protección de menores  fue resultado de una 

atrevida reforma legal que encomendó las competencias de los extintos Tribunales Tutelares de 

Menores a las nuevas administraciones territoriales. La España democrática necesitaba 

transformar radicalmente mecanismos e instituciones heredadas del franquismo e imbuidas de 

una filosofía asistencialista y paternalista.  

La novedosa figura del “acogimiento familiar”, inspirada en el affidamento del derecho italiano 

y el foster care anglosajón estaba llamada a rejuvenecer un sistema terriblemente lastrado por 

una institucionalización excesiva, puesto que prácticamente la única medida para la protección 

infantil eran los grandes internados heredados del “Auxilio Social”, del Instituto Nacional de 

Asistencia Social y de las Diputaciones Provinciales. Sin embargo, el desarrollo y generalización 

del acogimiento familiar fue mucho más lento de lo esperado y parece que las políticas des-

institucionalizadoras se adormilaron una vez corregidos los peores excesos. 

En cuanto a la adopción, parecía llamada a convertirse en una alternativa residual del sistema, 

sin duda la medida de protección menos frecuente por su carácter drástico, que extingue 

definitivamente los vínculos con la familia de origen. En la medida de lo posible, el sistema de 

protección a la infancia debería apoyar a las familias en dificultad  para que éstas pudieran 

asumir sus responsabilidades, y sólo en los casos de imposible o perjudicial reincorporación 

procedería la ruptura definitiva. Tras los probables abusos cometidos en las décadas anteriores, 

la España constitucional convertía la adopción en monopolio público y se blindaba contra el 

“odioso trafico de niños”, en palabras del Preámbulo de la Ley 21/87. La reforma acabó con la 

concepción negocial de la adopción como un acto dispositivo entre particulares que posibilitaba 

la entrega de niños por acuerdo entre padres biológicos y adoptantes. La legitimación de la 

adopción pasó a ser monopolizada por las entidades públicas,  tanto en su tramo inicial 

(propuesta y selección de adoptantes, evitación de pactos entre particulares), como en su 

tramo final (constitución mediante resolución judicial). Desde la Ley 21/87, fueron las 

Comunidades Autónomas quienes asumieron en exclusividad las adopciones, que 

anteriormente también se realizaban en las notarías o a través de asociaciones benéficas. 

Pero, sin previo aviso, la inesperada eclosión de las adopciones internacionales convirtió la 

figura de la adopción, entre todas las medidas de protección infantil, en el trending topic de las 

décadas de los noventa y primera década del nuevo siglo. Ninguna otra cuestión relacionada 

con la protección infantil ha sido objeto de tantas polémicas, asociaciones, blogs, comisiones, 

titulares, promesas políticas, publicaciones o demandas. Probablemente se estudiará en años 

venideros la expansión de este fenómeno en la España del cambio de siglo. 
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Intentaré sintetizar a continuación. muy esquemáticamente las grandes líneas de las reformas 

de 1987, de 1996 y de 2015, en lo que se refiere a ambas medidas de protección: acogimiento 

familiar y adopción. 

1. En cuanto al acogimiento familiar 

1.1. En la Ley 21/1987: “aparición” 

Se introduce en nuestro ordenamiento esta medida de protección cuya finalidad es la 

integración del niño en una familia distinta a la de origen, creando una serie de relaciones de 

naturaleza semejante a las de la patria potestad, sin que suponga la extinción de ésta. En 

principio, con carácter temporal y revocable, por definición. 

Desde el comienzo, se señala –para bien o para mal- su gran flexibilidad y adaptabilidad: puede 

plantearse el acogimiento con o sin desamparo previo, con tutela administrativa o en mera 

guarda, con duración ilimitada o indefinida, con finalidad de regreso o incluso con finalidad 

adoptiva. 

Esta “figura de geometría variable” contemplaba también dos modalidades según hubiera o no 

consentimiento por parte de la familia biológica: acogimiento administrativo en los casos en 

que ésta accedía, y acogimiento judicial cuando se había manifestado oposición a que el menor 

fuera atendido en un ambiente familiar. 

1.2. En la Ley 1/1996: “regulación” 

Se establecen nuevas modalidades atendiendo a su finalidad: simple (transitorio), procisional (si 

hay oposición, en tanto se acuerda judicialmente), permanente (en su caso, con atribuciones de 

tutela), preadoptivo. 

Esta ley establece también los contenidos del contrato de acogimiento familiar: 

consentimientosd, modalidad y duración, derechos y deberes, seguimiento y compromiso de 

colaboración, compensación económica o no y, en su caso, carácter profesionalizado. 

1.3. En la Ley 26/2015: “preferencia” 

La tendencia iniciada tres décadas atrás se impone, declarando la preeminencia del 

acogimiento familiar como medida de guarda frente al acogimiento residencial. Se suprime la 

necesidad de judicialización de la medida en caso de oposición de la familia de origen. 

La Ley declara la conveniencia para los niños de que su vida y su desarrollo tengan lugar en un 

entorno adecuado y libre de violencia. En el caso de los menores de tres años, el acogimiento 

será considerado la medida obligada en los casos de separación de la familia, y para los 

menores de seis años, la medida prioritaria. 

Se simplifican en tres las modalidades del acogimiento: de urgencia (hasta 6 meses), temporal 

(hasta 2 años) y permanente (sin retorno previsto) y se contempla que se realicen acogimientos 

remunerados,  especializados, y profesionalizados. 

2. En cuanto a la adopción 

2.1. En la Ley 21/1987: “publificación” 

En evitación del “odioso tráfico de niños”, la adopción se convierte en un monopolio publico 

encomendado a las entidades públicas de protección de menores de cada Comunidad 

Autónoma. 
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Desaparece la adopción simple y la adopción se consolida como una medida de protección 

equiparada a la filiación, que extingue los vínculos con la familia de origen. 

2.2. En la Ley 1/1996: “internacionalización” 

Aparece el concepto “Declaración de Idoneidad” para adoptar y se encomienda a las 

Comunidades Autónomas la tramitación de las adopciones internacionales, en lo que se refiere 

a la recepción de ofrecimientos, la formación de los interesados, la declararción de idoneidad, 

el seguimiento de las adopciones , y el control de los procesos. 

Se definen las Entidades Colaboradoras de Adopción Internacional (ECAI) como fundaciones o 

asociaciones sin ánimo de lucro con funciones de mediación para tramitar adopciones en países 

del extranjero. 

2.3. En la Ley 26/15: “apertura” 

Aparte del reconocimiento del derecho a saber, que permite a los adoptados conocer los datos 

esenciales sobre su origen que obren en poder de las entidades públicas, la gran novedad de 

esta reforma es la posibilidad de la adopción abierta. Cuando el interés del menor así lo 

aconseje en razón de su situación familiar, edad o cualqçquier otra circunstancia significativa, la 

entidad pública podrá proponer al juzgado que tras la adopción se mantenga alguna forma de 

relación o contacto entre el menor y su familia de procedencia. 

 3. Dificultades 

Sin duda es una tarea compleja la puesta en marcha y mantenimiento de un sistema complejo 

como el sistema de protección a la infancia, en el que se integran los servicios sociales, la 

sanidad, la educación, la justicia, la política económica y el conjunto del tejido social. En un 

análisis absolutamente personal, y expuesto apenas telegráficamente dada la brevedad de esta 

ponencia, mencionaré los siguientes obstáculos experimentados en el ámbito de las medidas 

familiares de protección: 

- Resistencias politicas y profesionales para el cambio de paradigma. 

- Insuficiente formacion y especializacion para la toma de decisiones y acompañamiento. 

- Escasa sensibilizacion, conocimiento y comprension por parte de la población general. 

- Confusión entre acogimiento y adopcion. 

- Ausencia de una politica definida, con liderazgo y planificacion, presupuestariamente 

sostenida y fundamentada técnicamente. 

- El habitual “alto consenso pero baja intensidad” en las políticas de infancia. 

4.Desafíos 

De cara al futuro, y teniendo en mente la ambiciosa modificación del sistema de protección a la 

infancia de 2015, señalaré los siguientes desafíos que debemos enfrentar a corto plazo: 

- Incorporar la exigencia del trabajo con plazos en el sistema de protección. 

- Reconvertir planteamientos obsoletos y perfeccionar la toma de decisiones. 

- Adaptar el reclutamiento, identificacion y acompañamiento de familias acogedoras y 

adoptivas. 

- Transformación de los recursos, especialmente las residencias, en centros de apoyo familiar.  

- Acercarse a los planteamientos del paradigma “familias que ayudan a familias”como 

inspiración para el acogimiento y la adopción. 
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NIÑOS CON NECESIDADES DIFERENTES/ESPECIALES 

Teresa Alcázar Arroyo 

Dicen que la Ley 21/87 del 11 de Noviembre implicó un antes y un después en la manera de 

ejercer la protección de menores en situación de grave riesgo y desamparo. Sobre todo en 

materia de regulación del acogimiento familiar y la adopción.  

La Ley 21/87 hizo mucho más. Inició la visualización de niños escondidos, cubiertos por un halo 

de desconocimiento, incomprensión y ambigüedad. Fue el primer paso para eliminar clichés, 

para profesionalizar lo que hasta entonces era voluntarioso, que no voluntario, para iniciar las 

bases fundamentales que constituyen el actual sistema de protección a la infancia en España y,  

concretamente, de la Comunidad de Madrid. 

Al abordar el tema de “niños con necesidades diferentes/especiales” atendidos por el sistema 

de protección a la infancia desde la perspectiva de la Ley 21/87 se me plantean cuatro 

cuestiones que expresan como también la sociedad ha ido avanzado y adaptándose a la 

atención según los derechos, las necesidades y los problemas de la infancia que requieren la 

atención de los servicios de protección a la infancia: 

- El reconocimiento de la discapacidad, necesidades especiales. 

- La perspectiva de los derechos de los niños y de las personas con discapacidad. 

- Los niños con necesidades especiales y sistema de protección, y 

- Nuestra experiencia, proyecto de la RI Las Rosas. 

El reconocimiento de la discapacidad, necesidades diferentes. 

De términos como subnormal, anormal, impedido, retrasado mental,.., se paso al concepto de  

minusvalía y, más recientemente, a persona con discapacidad que parte de la diversidad -

diversidad funcional - y la condición humana y que la define como “aquellas personas que 

tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar 

con diferentes barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en 

igualdad de condiciones con los demás” (art. 1 de la Convención de Naciones Unidad sobre los 

derechos de las personas con discapacidad). 

Actualmente estas deficiencias se consideran desde personas que tiene capacidades diferentes 

que implican también su atención a sus necesidades diferentes a la población mayoritaria, de 

recursos y medios, no especiales como si fueran un privilegio, sino conforme a sus necesidades 

y problemas específicos. 

La Clasificación Internacional del Funcionamiento y la Discapacidad y de la Salud (OMS, 2001), 

superando modelos fundamentalmente médicos anteriores, aporta una visión de la persona 

desde la descripción de situaciones relacionadas con el funcionamiento humano y sus 

restricciones considerando dos componentes:  

- el funcionamiento y la discapacidad: 
Funciones y estructuras corporales 

Actividades y Participación 

- los factores contextuales: 
Factores ambientales (Contexto) 

Factores personales 
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La perspectiva de los derechos de los niños y de las personas con discapacidad. 

El avance en el reconocimiento de los niños como sujetos de derechos y de los derechos de las 

personas con discapacidad (Alonso, 2008) también afecta a la conceptualización y a la 

respuestas que se dan a las necesidades de los niños atendidos por el sistema de protección y 

que además presentan una discapacidad. 

Las Convenciones de Naciones Unidas de los Derechos de los niños aprobada el 20 de 

noviembre de 1989 ratificada por el Estado español en diciembre de 1990 y de los Derechos de 

las personas con discapacidad aprobada el 13 de diciembre de 2006 y ratificada en abril de 

2008 marcan un antes y un después al reconocer a todas las persona menores de 18 años como 

sujetos de derechos desde su consideración de niños y a las personas con discapacidad con sus 

derechos específicos y específicos para los niños haciendo hincapié ambas Convenciones sobre 

el derecho a la protección frente a los malos tratos y su atención en caso de que sea necesario 

ser atendidos fuera del entorno de su familia biológica. 

Las Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños aprobadas por la 

Asamblea General celebrada en febrero de 2010 según la Resolución A/64/434 establecen 

criterios claros sobre los centros de acogimiento residencial en sus apartados 104 a 116 y 122 a 

126 y referentes a los niños con discapacidad 8 a, 9,30, 33 b, 85, 116 y 131. 

La Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (FRA, 2015) considera que se 

debe abordar la lucha contra la violencia contra los niños con discapacidad y protegerlos de 

forma efectiva frente a los malos tratos y la exclusión en la UE, y propone las: 

- Establecer sistemas de protección del niño más inclusivos.  

- Mejorar el marco jurídico y político para la protección de los niños con discapacidad. 

- Garantizar la coordinación y elaborar procedimientos para los niños con discapacidad que 

sufran violencia.  

- Considerar las actitudes sociales, promoción de la diversidad y lucha contra el aislamiento.  

- Promocionar las medidas de prevención orientadas a los niños y a su participación.  

- Prestar servicios orientados a la familia. 

- Facilitar una educación inclusiva y la participación en todos los aspectos de la vida en 

condiciones de igualdad con los demás 

- Avanzar en las medidas de desinstitucionalización y refuerzo de la supervisión de las 

instituciones 

Los niños con necesidades especiales y sistema de protección. 

Las familias con niños con discapacidad se enfrentan a dificultades que, en ocasiones, pueden 

hacer que requieran ser atendidos por los sistemas de protección a la infancia fuera del ámbito 

de su familia biológica bien porque pueden superar sus posibilidades de facilitar los cuidados y 

atención que precisan y/o porque estos niños hayan podido ser objeto de malos tratos o una 

atención inadecuada por parte de sus progenitores.   

La discapacidad se ha considerado un factor de riesgo de maltrato y abandono en la infancia 

(Verdugo 1993, Berastegui 2006, Díaz Huertas, 2007). 

La mayoría de los casos de maltrato/desprotección en niños discapacitados que requieren la 

intervención de los servicios de protección, la causa no está relacionada por la presencia solo 

de la discapacidad como factor de riesgo individual aislado, sino que está relacionada con la 

existencia de factores de riesgo familiares, sociales y ambientales, y que cuantos más de estos 

factores de riesgo se asocien alrededor del niño discapacitado, mayor será la posibilidad de 

maltrato. (Olivan, 2002). 
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Necesidades especiales. No olvidemos que niños especiales en el sistema de protección son 

todos. Especiales porque no pueden vivir en sus casas, porque las relaciones con sus familias 

están limitadas, porque en algunos casos cambian de colegio, de barrio, de amigos, algunos 

hasta de país e idioma, y porque de repente viven rodeados de personas desconocidas, con 

normas y pautas muchas veces ajenas a su realidad. Eso es lo realmente especial y sobre todo, 

no lo olvidemos, porque lo que para nosotros es negligencia y maltrato para ellos es 

normalidad y vida cotidiana. 

Este último constituye, en mi opinión una de las grandes mejoras de nuestro actual sistema, 

que ha eliminado el “café para todos”, creando recursos que atienden la diversidad e 

individualidad, y donde el proyecto de la R.I. Las Rosas solo es uno más entre varios. 

Las residencias infantiles de protección, acogen a niños cuando sus familias no pueden atender 

adecuadamente sus necesidades básicas y, entre otras circunstancias, no hay otra alternativa 

familiar, bien en régimen de:   

- Guarda: se produce por una petición ayuda, es temporal, no se priva de la patria potestad 

los padres delegan la guarda de sus hijos. Tiene un límite de 2 años de duración. 

- Tutela: produce por el incumplimiento de los padres con sus deberes de protección por 

acción u omisión y se les priva de la patria potestad, no hay un tiempo concreto. 

El día a día en una Residencia Infantil con: 

- El niño: 

o Los menores pueden ingresar desde los centros de acogida o desde casa. 

o Se cita primero a la familia con los menores para enseñarles el centro y se les  

presenta al equipo. 

o Se fija un día de ingreso. 

o A todos los niños se les busca un centro escolar adecuado a sus características 

y un seguimiento médico. 

o El criterio normalizador 

- Los padres 

/ familia: 

 

o los servicios sociales municipales trabajan los objetivos de mejora a través de 

los Centros de Atención a la Infancia o (CAI) o de los Programas de Familia e 

Infancia. 

o La residencia solo trabaja con los padres en todo lo que afecta al menor. 

o Recabamos información sobre el menor. 

Información sanitaria es muy importante: Necesidad de tener datos y de 

abordar a su debido tiempo el principio de realidad del menor.  

En las situaciones con niños con discapacidad las Residencias se enfrentan a atender a un niño 

que presenta una problemática social en el que los temas de salud tienen una gran 

importancia. 

Nuestra experiencia, proyecto de la RI Las Rosas. 

Como trabajadora social me grabé en la frente  el círculo infinito de necesidad-respuesta-nueva 

necesidad, pilar fundamental para construir una sociedad avanzada y solidaria. Conozco pocos 

ámbitos dónde se haya desarrollado con mayor acierto que en nuestro sistema de protección. Y 

hay que decirlo, porque detrás de esos avances hay luces y sombras, hay muchas horas 

dedicadas a pensar, a construir, a caerse, a levantarse a reflexionar, a crear y por supuesto a 

desesperarse. 
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Mi exposición se titulaba “Niños con necesidades diferentes” en referencia al Proyecto que se 

realiza en la R.I. Las Rosas, consistente en la integración de niños y niñas con discapacidad y 

enfermedades raras en un entorno normalizado (Alcázar, 2015).  

Tenemos que tener en cuenta que el iceberg de la protección tiene muchas puntas: 

- Fomentar el acogimiento familiar para menores de seis años,  

- Promover alternativas a la institucionalización y diversificar la atención residencial. 

El reto del acogimiento residencial no estriba en la inmediata vuelta a casa, ni en búsqueda de 

alternativas cuando la familia falla, ni siquiera en trabajar la autonomía. Lo importante, como 

en casi todos los aspectos de la vida, es mucho más sencillo y se concreta en: 

- Individualizar, atendiendo a las necesidades de los menores, ya sean por enfermedad física, 

psíquica, ser menor extranjero no acompañado, tener problemas de conducta, o nada de 

esto, o todo a la vez. 

- Escucha activa, haciendo partícipe al menor de su historia de vida, explicando el motivo del 

ingreso y cuál es su proyecto durante el tiempo de estancia en acogimiento residencial. 

- Autonomía o algo … 

De esto es de lo que sí quise hablar en mi exposición. De la necesidad de que  todos los niños 

que se encuentran en acogimiento residencial sean tratados según sus características 

personales, se les atienda y sobre todo se les escuche. 

Quiero dejar patente que los profesionales del ámbito de la protección normalizan situaciones 

y características “especiales” de nuestros niños y niñas. Que pueden padecer acondroplasia, 

parálisis cerebral, problemas de conducta o tener un hígado trasplantado pero que eso solo nos 

hace más creativos en la manera de abordar las dificultades sin perder de vista su proyecto 

educativo individual y la orientación de su situación familiar. 

En este camino no podemos estar solos. Es importante que el resto de las instituciones nos 

acompañen, los colegios, los hospitales, los juzgados, los servicios sociales. De esta forma 

podemos seguir trabajando para visibilizar a los mil setecientos niños y niñas que viven en 

centros, que van al cine, al colegio, al instituto, que pueden ser el amigo, el novio, el 

compañero de los otros niños y niñas mal llamados “normales”. 

En ocasiones conviven varios niños que presentan necesidades especiales en salud y además 

que los problemas de salud de uno puedan incidir negativamente en el otro como es el caso de 

los procesos infectocontagiosos. 

Los cuidados especiales que requieren estos niños implican la necesidad de disponer de 

personal y medios adecuados para su atención, sin que ello suponga que la residencia deba ser 

un centro clínico. 

La atención a estos niños supone una importante carga de trabajo por el número de las 

consultas a médicos especialistas y pruebas diagnósticas que requieren que además pueden ser 

en centros diferentes. 

En la práctica se constata la dificultad de encontrar una alternativa familiar para estos niños y 

que se preciaría avanzar en las respuestas tanto en este aspecto como en otros como los 

recursos sociosanitarios y educativos que precisan.  

Conclusiones 

Por eso la Ley 21/87 ha sido tan importante para todos los que trabajamos en este ámbito, tan 

especial, esta vez sí, y tan fascinante. 

Ojalá el espíritu que sembró permanezca siempre. 
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A titulo de reflexiones acerca de nuestra experiencia en la atención a niños con necesidades 

especiales: 

- Adquirimos experiencia en menores con problemas de salud y discapacidad, primando 

ofrecerles una vida normalizada e integradora evitando la victimización. 

- El resto de los menores aprenden desde la vida cotidiana principios de solidaridad. 

- Nos formamos para trabajar el abordaje del principio de realidad de estos niños/as. La 

historia, la asunción de enfermedad. A veces se realiza un abordaje entre el educador y el 

psicólogo del centro, a veces buscamos atención más especializada. 

- Aprendemos cosas nuevas que les facilite su integración, lenguaje de signos, recursos 

especializados, asociaciones de ocio para menores con distintas enfermedades que permitan 

un modelaje positivo.  
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LOS DESAFÍOS DE LA LEY 21/87. LOS SERVICIOS SOCIALES MUNICIPALES 

María Almudena Ramos Riesco 

Hasta el siglo XVI, en el que se crea la Beneficencia Pública, la atención a las necesidades 
sociales se llevaba a cabo mediante la Caridad, sistema de carácter paliativo de situaciones 
puntuales con una profunda raíz religiosa. 

La Beneficencia Pública, en cambio, ya contempla el ofrecimiento de prestaciones aunque no 
genera derechos. 

No es hasta el siglo XX que se crea el sistema público organizado de Asistencia Social, por el que 
se presta atención a las necesidades básicas de los ciudadanos más allá de la mera indigencia, 
en un intento de superar la simple prestación coyuntural. 

En 1963 se crea el Sistema de la Seguridad Social entre cuyas prestaciones se incluyen los 
servicios sociales y la asistencia social de la Seguridad Social. 

En 1970, la Ley General de Educación y en 1972 la Ley de Financiación y Perfeccionamiento de 
la Acción Protectora de la Seguridad Social, evidencian la intervención del Estado en aras del 
bienestar de los ciudadanos. 

En esta época, conviven sin problemas el sistema de beneficencia con el de Asistencia Social. 

La Constitución Española de 1978 en su artículo 39, capítulo III título 1, obliga a los poderes 
públicos a asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, y dentro de ésta con 
carácter singular la de los menores. 

En el artículo 148 se atribuyen las competencias en materia de Asistencia Social a las CCAA. 

La Ley Reguladora de Bases de Régimen Local de 1985 refuerza la aproximación de los Servicios 
Sociales a los ciudadanos y señala, en su artículo 25.2 que los municipios ejercerán 
competencias en materia de prestación de los Servicios Sociales y de promoción y reinserción 
social. En el artículo 26.1 señala la obligación de los municipios de más de 20.000 habitantes a 
otorgar la prestación de Servicios Sociales, pero no especifica quienes son los beneficiarios ni 
en qué consiste la prestación. 

El Plan Concertado para el desarrollo de prestaciones básicas de Servicios Sociales de 1988 se 
crea para articular la cooperación económica y técnica entre la Administración del Estado y las 
CCAA, para colaborar con las entidades locales en el cumplimiento de las obligaciones que han 
de llevar a cabo en relación con la prestación de Servicios Sociales constituyendo los 
fundamentos del sistema de asistencia y protección social en busca de la consolidación de una 
red de servicios sociales de gestión local, desde la perspectiva metodológica y técnica de la 
concertación y la cooperación entre administraciones (estatal, autonómica y local). 

El 6 de junio de 1984 se aprueba la Ley de Servicios Sociales de la Comunidad de Madrid, que 
señala que los Servicios Sociales se prestarán conforme a las modalidades de Servicios Sociales 
Generales y Servicios Sociales Especializados, que se organizan y operan sobre cada uno de los 
colectivos previstos en la Ley. En este sentido, el artículo 11.a nos menciona “de familia e 
infancia, tendentes a su protección previniendo la marginación y favoreciendo el desarrollo de 
la convivencia familiar”. También se debe destacar que la Ley contempla una serie de 
equipamientos específicos para la mejor atención a estos colectivos. 

En 1987, se aprueba la Ley 21/87, de 11 de noviembre, por la que se modifican determinados 
artículos del Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de adopción, que 
desjudicializa el sistema de protección de menores, desvinculándole en primera instancia de la 
Administración de Justicia, asignando esta competencia a los Servicios Sociales de las 
Comunidades Autónomas. En el caso de la Comunidad de Madrid se asigna a la Consejería de 
Integración Social, pudiendo entonces intervenir los Servicios Sociales en las propias familias sin 
esperar los requisitos judiciales. 
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La Ley 21/87 de 11 de noviembre es el primer paso de una amplia operación de reforma del 
Derecho del menor, que trata de superar una concepción, que partía de la consideración de la 
protección de menores como materia propia de la Administración de justicia y casi más 
concretamente de naturaleza judicial (se rompe con esa concepción tradicional).  

Lo importante de esta Ley es que delimita claramente las funciones juridisccionales y las 
funciones administrativas, partiendo del principio de asumir que la protección de la infancia es 
un problema y necesidad social, que corresponde a la Administración, “administrativizando” o 
desjudicializando la protección de la infancia en un primer momento, y limitando la 
intervención judicial a los supuestos en que se plantean conflictos de intereses. 

Desjudicializar es sacar del ámbito de lo judicial y trasladar al ámbito de los servicios sociales, 
los escalones primarios de protección. La Ley reconoce a los servicios sociales la competencia 
en los primeros momentos, para que adopten las decisiones iniciales de protección, es decir, 
para estar en la vanguardia de la protección del menor. Por tanto “el éxito de la reforma vendrá 
en gran parte condicionado por el buen funcionamiento de estas instituciones”. 

Tres años antes de la aprobación de esta Ley en el Ayuntamiento de Madrid, sobre la base de la 
teoría de la necesidad, comienzan a gestarse planes y recursos para atender a menores y sus 
familias en situaciones de riesgo de desprotección. 

Así la historia de la protección a la infancia en la ciudad de Madrid se puede decir que va unida 
a la historia de los Centros de Atención a la Infancia y a su precursor, el Servicio de Atención al 
Menor Marginado (SAMM). Este servicio de gestión directa surge en 1984 (como centro 
especializado) con el objetivo fundamental de luchar contra la mendicidad infantil en las calles 
de Madrid. 

En ese mismo año en algunas ocasiones el diario “el País” dedicó algún artículo al mencionado 
servicio. Así por ejemplo el 21 de agosto de ese año (1984) escribía “El Servicio de Atención al 
Menor Marginado, del Ayuntamiento de Madrid, ha localizado en esta ciudad unos 100 grupos 
familiares que practican la mendicidad, en los que se han contabilizado unos 200 niños 
dedicados a pedir limosna, según datos del Plan de Prevención de la Marginación Infantil, 
puesto en marcha por el ayuntamiento madrileño a principios del pasado mes de mayo. 

Este plan ha permitido llegar a obtener una información fundamental de la que se carecía por 
completo”. 

Un año después de su inauguración, el SAMM había atendido a 500 niños mendigos, el 57% de 
nacionalidad portuguesa y con gran desarraigo cultural y social. La entonces concejala de 
Servicios Sociales del Ayuntamiento de Madrid, Pilar Fernandez, lo describía así: El Servicio 
trataba de proporcionar una plaza escolar y una alimentación adecuada a los niños que se 
“recogen”, pero sin separarles de sus familias “Sólo en caso de reincidencia, después de 
reiterados avisos a los padres, o cuando los niños reciben malos tratos, se denuncia el caso al 
tribunal de menores y se pide una autorización provisional para ejercer la tutela sobre el niño, 
que entonces es internado, de forma provisional, en centros de acogida”. 

Hasta ese momento, los dispositivos existentes para la atención a la familia y la infancia, 
respondían bien a una intervención puntual con familias que podían seguir viviendo en su 
entorno (dispositivos de primer nivel), o bien de una intervención que requería de una 
separación del menor del núcleo familiar al existir una cronificación de la situación familiar, 
dirigiéndoles a centros “cerrados” específicos (dispositivos de tercer nivel). 

Faltaba pues un servicio público que fuera capaz de realizar intervenciones especializadas con 
el menor y la familia (dispositivos de segundo nivel) que previnieran esa cronificación de 
situaciones. 
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En Madrid para asumir estas funciones la Comunidad Autónoma crea en 1988 la Comisión de 
Tutela del Menor desde la cual se declararán las situaciones de desamparo, se asumirán las 
medidas de guarda, tutela, la promoción de la adopción, etc. 

Ese mismo año el Servicio de Atención al Menor Marginado se reconvertiría en el Centro de 
Atención a la Infancia, de gestión directa municipal, con un equipo interdisciplinar de 
psicólogos, educadores y trabajadores sociales. 

El año siguiente se formaliza además el primer contrato de prestación de servicios con el Centro 
de Apoyo al Menor, asociación fundada en 1980 y a la que se venía apoyando a través de 
subvenciones para la atención a la familia y la infancia en los distritos del sureste de Madrid. 

En 1990, España ratifica la Convención de los Derechos del Niño aprobada por la ONU el 
20.11.1989; a partir de aquí se produce un proceso de aceleración y desarrollo legislativo e 
institucional a favor de la Infancia durante toda la década de los 90. 

En el año 1990, el Ayuntamiento inaugura el segundo Centro de Atención a la Infancia, también 
de gestión directa y con una plantilla multidisciplinar que ofrecía apoyo técnico a los Servicios 
Sociales Generales, intervención psicosocial especializada a familias y menores en situación de 
especial dificultad y un canal de comunicación y coordinación entre los Servicios Sociales 
Municipales y la Comisión de Tutela del Menor de la Comunidad Autónoma. Estos centros 
atendían de forma interdistrital a todo el municipio de Madrid. 

El 22 de mayo de 1992, la Comunidad de Madrid crea el IMAIN (Instituto Madrileño de 
Atención a la Infancia) para promover la atención integral a los menores con el objetivo 
primordial de la desinstitucionalización. Esto exigía la coordinación de los servicios sociales y 
educativos comunitarios y la sensibilización de los distintos agentes sociales en la prevención y 
atención del riesgo social infantil El Ayuntamiento de Madrid, consciente de la necesidad de 
impulsar recursos y programas de intervención, inaugura en 1993 el tercer Centro de Atención 
a la Infancia de gestión directa municipal. 

Con cada nuevo CAI, se reorganizan los distritos que serán de su competencia, tendiendo a que 
cada Centro asumiera un número menor de distritos y de población. Asimismo, en 1996 
impulsa unas estructuras de coordinación llamadas ETMF-Equipos de Trabajo con Menores y 
Familias a las que acudían regularmente los técnicos dependientes del Vocal Comisionado 
competente de la Comisión de Tutela del Menor. Son años de un cambio de mentalidad 
importante en varios sentidos, favorecidos por una parte nuevamente por desarrollos en la 
legislación: 

 Ley 6/95 del 28 de marzo, de Garantías de Los derechos de la Infancia y adolescencia de 
la Comunidad de Madrid. 

 Ley Orgánica 1/96 de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. 

 Ley 2/96 de 24 de junio, para la creación del Instituto Madrileño del Menor del Menor y 
la Familia como organismo autónomo. 

 Ley 5/96 de 8 de julio, para la creación de la figura e institución del Defensor del Menor 
(siguiendo las recomendaciones de la Carta Europea de los Derechos del niño 1.992). 

 Ley 18/99 de 29 de abril, Reguladora de los Consejos de Atención a la Infancia y 
Adolescencia de la Comunidad de Madrid. 

Entre los principios fundamentales contenidos en las mismas, se insistía en la necesidad de 
atender no solo las situaciones de desamparo sino también las situaciones de riesgo y en la 
conveniencia de construir un sistema de protección colegiado, interdisciplinar, que supiese 
trabajar en corresponsabilidad y en red, generando sinergias y consensos, tanto en las 
valoraciones de medidas de protección como en el diseño de las actuaciones y proyectos de 
apoyo familiar. 
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El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales publica sus recomendaciones para La Buena Práctica 
en la Protección social a la Infancia. Principios y criterios (1997). 

A la par que se produce este desarrollo legislativo, también se produce un desarrollo 
institucional importante tanto en la transformación y aparición de instituciones como el IMMF-
Instituto Madrileño del Menor y la Familia (1996), como de la figura del Defensor del Menor 
(1996). En ese año, como se ha comentado anteriormente, el Departamento de Prevención y 
Familia del Ayuntamiento de Madrid, pone en marcha los ETMF-Equipos de Trabajo de 
Menores y Familias- como espacios de coordinación distrital donde trabajan en red 
conjuntamente los CAI, los Servicios Sociales Generales y otros servicios comunitarios. 

Son los años de establecimiento del Convenio con el IMMF y el Ayuntamiento de Madrid (1998) 
y de la puesta en marcha de proyectos innovadores en los CAI como fueron: 

 Programa de Acogimiento Familiar Canguro 

 Programa de Mediación Familiar 

 Proyecto de Diseño único de Intervención con las residencias infantiles de distrito 

 Proyectos de prevención y trabajo comunitario: grupos de abuelos acogedores, de 
adolescentes, de formación para profesionales… 

 Se crea el quinto Centro de Atención a la Infancia, a través de contrato de servicio 
público con el Centro de Apoyo al Menor. 

La intervención en los Centros de Atención a la Infancia seguía estando dirigida tanto a la 
función de coordinación y asesoramiento en su participación en los ETMF como a la función de 
evaluación y tratamiento de las situaciones de desprotección. 

La intervención se prestaba en régimen ambulatorio, con cita previa y los niveles de 
intervención eran individuales tanto con menores como con adultos, familiar y grupal. La 
valoración en los CAI tenía y tiene como objetivo evaluar la situación de riesgo del menor y 
ayudar a la toma de decisión sobre la pertinencia o no de asumir una medida de protección o 
las posibilidades de tratamiento y recuperabilidad familiar. 

Poco a poco, los Centros de Atención a la Infancia, como servicio especializado, se habían ido 
ganando un lugar de expertos en la red. 

Los CAI no son de acceso directo a los usuarios, éste se produce siempre a demanda de los 
Servicios Sociales de Atención Primaria, de la Comisión de Tutela del Menor y de los Juzgados y 
Fiscalía de Menores. 

Los CAI, con miles de familias atendidas y coordinadas al año, son un lugar privilegiado de 
observación y análisis de los cambios que ha sufrido la familia en nuestra sociedad urbana y de 
las nuevas problemáticas emergentes. 

El hecho de que los menores fueran el pilar del tratamiento y la valoración, como referentes en 
la intervención y que el CAI fuera el espacio donde ayudarles a enfrentarse a sus circunstancias 
de inseguridad, malestar o sufrimiento hizo que se les reconociese como los servicios que 
podían llevar “su voz” en la toma de decisiones trascendentales sobre sus vidas. 

El CAI era el lugar de escucha, de elaboración de su realidad familiar, de reparación de los 
vínculos dañados con sus progenitores, hermanos o familiares, era el lugar de apoyo, 
acompañamiento y capacitación parental así como de fortalecimiento de su propia red natural 
y social. En ese contexto, el Ayuntamiento de Madrid elabora unas líneas teóricas y 
metodológicas comunes a todos los Centros, favorece que exista en cada uno de ellos un 
espacio de supervisión técnica y promueve el intercambio y enriquecimiento de experiencias a 
través de las jornadas intercai.  
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En los años 90 los perfiles mayoritariamente atendidos eran valoraciones y tratamientos en 
acogimientos familiares en familia extensa con padres con problemas de adicción a drogas o 
problemas de salud mental, situaciones de negligencia y maltrato pasivo, familias con divorcio 
difícil, familias monoparentales de mujer con responsabilidades familiares no compartidas muy 
vulnerables o con violencia de género, el fenómeno de los “niños-llave” con una gran soledad 
en su crecimiento por problemas de conciliación entre vida familiar y laboral de sus 
progenitores, comienza la llegada de población inmigrante con procesos de reagrupación 
familiar complejos y el fenómeno de los menores extranjeros no acompañados. Los casos de 
tutela son superiores a las guardas y estas se ejercen mayoritariamente en centros 
residenciales. 

Llegamos a la década de 2000-2010 y continuamos viendo una apuesta por el impulso y 
promoción de Planes de Apoyo a la Familia y Planes de atención social a la Infancia y la 
Adolescencia tanto a nivel autonómico como municipal, lo que permite la consolidación y 
crecimiento de los servicios de atención a menores y familias en el Ayuntamiento de Madrid, 
impulsando la prevención, a través de recursos como las Escuelas de Padres, los Centros de 
Apoyo a las Familias (CAF), el Servicio de Ayuda a Domicilio para menores de familias con 
dificultades en su atención (SAD), el Programa Primeros días, los Programas de Conciliación de 
vida familiar y laboral, los Centros de Día para Menores, Quedamos al salir de clase, etc. A la 
par, se potencian los recursos asistenciales y de tratamiento especializado: Puntos de 
Encuentro Familiar, Programa de Apoyo Social y Residencial a menores en dificultad social y sus 
familias y Programa de Apoyo Socioeducativo y Prevención Temprana de la Violencia (ASPA). 

Son los años de intentar generar una red más amplia de Centros de Atención a la Infancia hasta 
alcanzar los ocho CAI, tres de ellos con dos sedes. El CAI 6 se inaugura en 2004, el CAI 7 en 2005 
y el CAI 8 en 2010. 

Uno de los efectos de este crecimiento fue potenciar la red municipal. Se observaba además 
una apuesta de futuro, ya establecida en los últimos CAI creados, que era integrar la sede y 
ubicación de los CAI dentro del propio edificio de los centros de servicios sociales de Atención 
Social Primaria siempre que fuese posible y darles competencia sobre un territorio más 
pequeño ( solo un distrito o a lo sumo dos). 

En 2008 se produce la puesta en marcha del Manual de intervención de los servicios sociales 
municipales del Ayuntamiento de Madrid para la protección de menores que vino a regular las 
competencias, formas de coordinación y protocolos de actuación entre los Servicios de 
Atención Social Primaria y los Centros de Atención a la Infancia. 

El Manual provocó e impulsó una serie de cambios importantes: 

1. Colocó a los Centros de Atención a la Infancia como el servicio que debía conocer y 
coordinar todos los casos de riesgo grave de desprotección/ situaciones de desamparo y 
seguimiento de casos con medidas de protección. El aumento de derivaciones y de casos 
en activo en CAI fue progresivo y exponencial, asumiendo un mayor número de 
valoraciones y de seguimientos de medidas. 

2. Promovió una implicación muy activa de los Centros de Atención a la Infancia en el 
desarrollo y puesta en marcha de los Consejos Locales de Atención a la Infancia y la 
Adolescencia de los distritos y, fundamentalmente, en las Comisiones de Apoyo Familiar. 

3. Homogeneizó una serie de procedimientos y herramientas técnicas para el trabajo de 
derivación, notificación y valoración de las situaciones de riesgo y desamparo. 

A partir de enero de 2010 los Programas de Implicación familiar en el cuidado y atención a 
menores, y de Apoyo a los Acogimientos de menores en familia extensa se incorporan a los CAI 
al constatar la idoneidad de darles continuidad, así como de que pasasen a formar parte del 
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conjunto de actividad del Centro de Atención a la Infancia como modelo integrado de 
intervención, puesto que todos ellos tienen como destinatarios los menores en mayor grado de 
desprotección. 

El modelo integrado de CAI permite dar una mayor visibilidad a la red municipal de protección 
de menores y optimizar su funcionamiento, agilizando la necesaria coordinación 
interdisciplinar. 

En estos años se detectan más casos de abuso sexual infantil y de maltrato activo, aparece el 
fenómeno de los adolescentes “ni-nis” y de las bandas, se incrementan las demandas de 
medidas de protección siendo las tutelas superiores a las medidas de guarda pero 
produciéndose un cambio importante respecto al resto del Estado español, y es que dichas 
medidas se ejercen mayoritariamente en acogimiento familiar y no en centro residencial. 

El porcentaje de familias inmigrantes y reconstituidas se ha elevado, atendiendo cada vez a una 
diversidad mayor de estructuras familiares distintas con formas de interrelación más complejas 
entre sus miembros, fenómenos como las familias multinacionales, las reconstituidas o los 
hogares plurinucleares incrementan el nivel de dificultad en el abordaje de los casos. 

Ante los cambios sociales y socioeconómicos surge la necesidad de homogeneizar la atención 
que desde los CAI se ofrece a la ciudadanía, y el Ayuntamiento de Madrid crea un grupo de 
trabajo para elaborar una Carta de Servicios que se aprueba, mediante acuerdo de la Junta de 
Gobierno de la Ciudad de Madrid, el cinco de septiembre de 2013. A través esta Carta de 
Servicios los ciudadanos conocerán que tipo de apoyos pueden recibir, quedando explicitados 8 
servicios. 

1. Valoración inicial de las situaciones de riesgo de menores 

2. Evaluación de la situación familiar y de la posible desprotección de los menores 

3. Tratamiento familiar especializado 

4. Acompañamiento y supervisión a las familias que no están en tratamiento 

5. Resolución de conflictos familiares 

6. Soporte técnico a los profesionales y recursos de la red de atención 

7. Prevención del Maltrato infantil 

8. Seguimiento familiar una vez finalizada la atención 

Hay una apuesta firme por consolidar la actual red de servicios especializados en atención a la 
Infancia y en 2016, con el objetivo fundamental de acercar los CAI a los ciudadanos, se crean los 
CAI 9 y 10. En diciembre de 2017 se abren, con el mismo objetivo, los CAI 11 y 12. 

Este trabajo no se hubiera podido llevar a cabo sin la estrecha colaboración con la Subdirección 
General de Protección de la Dirección General de la Familia y el Menor, contribuyendo entre 
todos a consolidar un sistema de protección integral, profesionalizado y basado en el 
reconocimiento de los derechos de la Infancia en la Comunidad de Madrid. 

Nos enfrentamos al reto de dar respuesta a las necesidades y demandas emergentes en un 
contexto de cambios vertiginosos que modifican continuamente la mirada de la sociedad hacia 
nuestra infancia. Hoy más que nunca, se requiere que las fortalezas adquiridas no se pierdan, 
especialmente en: 

 Mantener un capital humano altamente cualificado y con experiencia. 

 El esfuerzo realizado en agilizar los procesos de coordinación.  

 La creación de sinergias a través del trabajo en red. 

 Apoyar el trabajo de prevención en colaboración con otros recursos comunitarios. 
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TRAS LA LEY 1/87: ¿NUEVOS? COLECTIVOS ATENDIDOS POR LA PROTECCIÓN: 

MENAS, SALUD MENTAL, DISCAPACIDAD, PROBLEMAS DE CONDUCTA 

Esther Abad Guerra 

  

La Ley cuyo aniversario conmemoramos trajo bajo el brazo uno de las grandes novedades de 

nuestro sistema de protección, que ha demostrado su eficacia y que es muy admirada por 

nuestros países vecinos: la DESJUDICIALIZACIÓN DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DE MENORES 

que, junto a la nueva regulación de la adopción y el acogimiento familiar, pasaron a constituir 

las bases del actual Sistema de Protección, a su vez recién reformado en 2015. 

La Ley 21/87 atendiendo a la urgencia del caso, y la situación de desamparo da origen a una 

tutela (ex lege) automática a cargo de la Entidad pública a la que corresponda en el territorio la 

protección de los menores. La guarda de éstos, siempre bajo la superior vigilancia del Fiscal, 

quien podrá proponer al Juez las medidas de protección que estime necesarias, se confía a la 

propia Entidad, que podrá actuar bien a través de los Directores de establecimientos públicos o 

privados que de ella dependen, o bien de las personas que formalicen el acogimiento familiar.  

Esto supuso toda una apuesta por un procedimiento administrativo, en ningún caso al margen 

de la necesaria supervisión judicial, con competencias propias y sujeta a una vía de recursos 

ante los Juzgados de Primera Instancia (Familia), que garantizan la necesaria tutela judicial 

efectiva de los progenitores y de los propios menores. 

El objeto de esta intervención es desarrollar el trabajo con los nuevos colectivos atendidos por 

la protección. Este título lo primero que llama es a plantearse el término “nuevos colectivos”, 

¿son acaso nuevos en la atención desde el sistema de protección los menores Extranjeros No 

Acompañados, la Salud Mental, la Discapacidad o los Trastornos de Conducta? o más bien, 

estamos siempre dando vueltas sobre los mismos colectivos sin acabar de dar con la solución, 

en una constante puerta giratoria de entrada y salida al sistema de protección. 

No parece descabellado hablar incluso del “cajón desastre” de la protección: cuando la 

atención desde la Guarda o incluso la Tutela se ve como opción viable para solventar la carencia 

de otros recursos sociales. 

Nos encontramos así con los siguientes elementos comunes a estas situaciones: 

- Todos los actores sociales “llaman” a esta puerta de protección como el aparente ¿último? 

recurso. 

- Al final es frecuente valorar que se “fuerzan”/”convierten” estas situaciones en desamparo 

ante la ausencia de otras respuestas para provocar la atención desde el sistema de 

protección. 

- Parece que nadie más se ve llamado a atender a estos colectivos evitando la separación de 

su ámbito familiar o, al menos, así es evidenciado por las actuaciones de otras esferas: 

educación, sanidad, discapacidad. 

- Y es inevitable que surja  una cuestión: ¿cómo evitar la situación de desamparo cuando 

nadie más da respuesta y los padres acaban “claudicando”? 

La reforma del sistema de protección de 2015 nos puede dar una primera clave para abordar 

estas problemáticas; la L.O 15/2015 y la L.26/2015: hablan de SISTEMA DE PROTECCIÓN del 

que formamos parte activa todos, NO SOLO la ENTIDAD DE PROTECCIÓN. Por lo tanto es un 

mandato claro de proteger a la infancia por parte de la sociedad en su conjunto, no solo por la 

Entidad Pública que tenga atribuidas en sentido estricto las competencias de Protección, es 

decir, de asumir las Tutelas y Guardas de los menores. 
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Veamos el primer supuesto 

1.- Menores Extranjeros no Acompañados (MENAS).- 

Desde un punto de vista exclusivamente teórico es el supuesto más sencillo respecto a la 

definición de encontrarse en desamparo:  

• Código Civil nuevo Art. 172 : Se considera como situación de desamparo la que se 

produce de hecho a causa del incumplimiento o del imposible o inadecuado ejercicio de 

los deberes de protección establecidos por las leyes para la guarda de los menores, 

cuando éstos queden privados de la necesaria asistencia moral o material.  

+ Artículo 18 Ley 1/96 de Protección Jurídica del Menor Actuaciones en situación de 

desamparo 

a) El abandono del menor, bien porque falten las personas a las que por ley      

corresponde el ejercicio de la guarda, o bien porque éstas no quieran o no  puedan 

ejercerla. 

• Además existen numerosas previsiones legales tanto en leyes de protección como en 

Ley de Extranjería, Reglamento de Extranjería, Protocolo Marco sobre determinadas 

actuaciones en relación con los Menores Extranjeros No Acompañados (2014) + nuevo 

art.12 de la Ley 1/96 en redacción dada por la LEY 26/2015, de 28 de julio, de reforma 

del Sistema de Protección de la Infancia y la Adolescencia, protegiendo a este colectivo. 

• Sin duda es un colectivo altamente vulnerable al no tener referente familiar ni proyecto 

inicialmente viable de retorno. 

• A lo que hay que sumar los riesgos de ser captados por mafias antes/durante 

trayecto/en España 
 

No obstante, el trabajo con los menas no está exento de dificultades vinculadas a su condición 

de MENAS: 

- La primera de todas es precisamente la EDAD Y FILIACIÓN: si hablamos de menor 

extranjero no acompañado debe de quedar claro que es un MENOR, para lo cual es 

preciso, si no está documentado, contar con la determinación de la edad por DECRETO 

del Ministerio Fiscal (Pruebas de determinación de edad). No olvidemos que es 

imprescindible “cierta” certeza de la minoría  al compartir espacios con más menores 

que deben ser igualmente protegidos. 

- No existe la deseada colaboración de los Consulados, lo que no posibilita plantearse 

repatriaciones conforme a los trámites previstos por la Ley Extranjería aunque la familia 

esté localizada y tenga “posibilidad” de atenderlo. 

- Los nuevos perfiles de migración y las dificultades para atenderlos desde la actual 

forma de trabajo con MENAS suponen una dificultad y un reto diario : 

– Han estado como mínimo entre 6 meses y 1 año solos, sin normas, sin horarios, 

sin ningún referente adulto responsable: no aceptan fácilmente el entorno de 

un centro, con horarios, normas, la presencia de figuras de autoridad, etc. 

– A esto se une un factor cultural: no aceptan fácilmente la presencia de 

educadoras y directoras mujeres. También entran en conflicto entre países 

africanos. 

– Muchos llegan con altos consumos de tóxicos (mayoritariamente pegamento), 

con lo que llegan muy dañados y además con poca predisposición para colaborar 

para salir de ello. No aceptan la derivación a recursos especializados. 
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– Como no tienen una intención inicial de quedarse, no participan ni aprovechan 

los recursos formativos que se les ofrecen: no asistiendo, pierden las plazas y 

permanecen sin poder acudir a recurso alguno lo que contribuye a su frustración 

cuando los plazos se alargan. 

– La idea de lo que iban a encontrar: la rapidez en los papeles, las alternativas de 

viaje etc. que traen no se corresponden con la realidad y las dificultades reales 

de integración, de documentación etc.  

– Muchos son manipulados y engañados por mafias e incluso por alguna 

asociación que les da falsas expectativas y sobretodo colocan a la administración 

en el papel de entorpecedora de su posible regularización y salida. 

Todo lo anterior compone la siguiente REALIDAD de los MENAS hoy en Madrid: 

– ESPAÑA ES UN país de paso: destinos finales Francia, Alemania, Bélgica. 

– Madrid es, a su vez, una CCAA de paso: hacia País Vasco y Barcelona. 

– En la mayoría de los casos NO hay voluntad de permanencia más allá de 

conseguir llegar a un segundo o tercer destino, lo que dificulta cualquier objetivo 

socio-educativo que no es aceptado ni deseado. 

Pero entonces, ¿qué buscan cuando llegan a España?: 

– PAPELES, tarjeta de residencia 

– Contactos con otros compatriotas para gestionar su siguiente parada 

– Localización de familiares y/o amigos en otras CCAA/países 

– Y, en mucho menor porcentaje: formarse, trabajar, mandar dinero a su familia 

(actualmente el colectivo de Bangladesh). 

Y ¿qué les ofrece el sistema de protección?: 

– Atención Inmediata y cobertura de todas sus necesidades 

– Formación en el idioma 

– Currículos formativos en función del grado de aprovechamiento 

– Recursos más autónomos en función de su perfil 

– En mayoría de edad programas de jóvenes 18-21 

En igualdad de condiciones que el resto de adolescentes de la red de protección porque 

participan de los mismos recursos.  

Esto nos está llevando a plantearnos si es la respuesta necesaria porque la realidad demuestra 

que no está funcionando. Y la siguiente pregunta que surge: ¿qué hacemos?, sin duda el 

problema existe y quizás hay que plantearse otra respuesta desde el sistema y los recursos de 

protección. En la actualidad parece que nos quedamos en meros gestores de papeles y 

permisos de residencia, eso les hace aún más vulnerables a las mafias y las redes de traslados 

interfronteras de estos chicos. 

Entonces, ¿debemos realmente adaptarnos a sus demandas?, ¿respondemos a su realidad o a 

la realidad y las expectativas que les han creado?, ¿qué sucede en sus países de origen?, ¿hay 

algún posible trabajo? Todos sabemos que además hay otros factores en juego (cuestiones 

políticas) que se escapan a las posibilidades del sistema de protección. Pero lo que está claro es 

que hay que abordar qué necesitan del sistema de protección que no estén recibiendo, y que 

los MENAS suponen un RETO INTERNACIONAL al que no se está dando respuesta. 
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2.- SALUD MENTAL. 

Otro gran colectivo que es protagonista de muchas de las propuestas de medidas de protección 

y que plantea de partida una serie de retos:  

Primer gran RETO: definir qué entendemos por Salud Mental, ¿debe haber un diagnóstico 

cierto? ¿es esto posible con menores?, ¿requiere una asistencia a Centro de Día?, ¿requiere 

tratamiento farmacológico? 

Segundo RETO: ¿cuándo se da el “salto” a protección? ¿hay realmente desamparo? ¿cuándo la 

familia deja de ser protectora?? 

El nuevo Artículo 26 Ley 1/96 de Protección Jurídica del Menor puede ser un buen punto de 

partida: 

Ingreso en centros de protección específicos de menores con problemas de conducta. 

• 1. La Entidad Pública que ostente la tutela o guarda de un menor, y el Ministerio Fiscal, 

estarán legitimados para solicitar la autorización judicial para el ingreso del menor en 

los centros de protección específicos de menores con problemas de conducta. Esta 

solicitud de ingreso estará motivada y fundamentada en informes psicosociales emitidos 

previamente por personal especializado en protección de menores. 

• 2. No podrán ser ingresados en estos centros los menores que presenten 

enfermedades o trastornos mentales que requieran un tratamiento específico por 

parte de los servicios competentes en materia de salud mental o de atención a las 

personas con discapacidad. 

Pero a pesar de lo anterior, la REALIDAD es otra muy diferente: cada vez más supuestos que 

todos los profesionales intervinientes reconocen pero no se ven capaces de abordar: 

- Escuela desbordada por las conductas, profesionales no cualificados para estas nuevas 

dificultades: expulsiones. 

- Centro de Día que no responden a determinados perfiles desde momento falta 

voluntariedad o conductas desajustadas. 

- Centros de Media Estancia especializado en SM y dependiente de Sanidad, solo existe 

uno al 100% de ocupación y con  tiempo limitado de estancia. 

- Padres “desbordados” que llaman a todas las puertas y sólo reciben la respuesta 

farmacológica. 

- Petición final de guarda o tutela de los Servicios Sociales en supuestos que no 

responden a familias con ausencia de cuidados, que no den la medicación, que no 

acudan a los tratamientos, que no se dejen asesorar, que infrinjan un daño al menor, 

que lo expongan a riesgo etc. 

 

¿Estas carencias de la sociedad, esta ausencia de respuestas desde otros recursos supone 

entonces un imposible ejercicio de los deberes de protección de sus padres y por lo tanto una 

situación de desamparo? Se está utilizando así la medida de protección como respuesta a la 

ausencia de respuesta desde otros ámbitos sociales, como final de la cadena, con una 

separación efectiva del menor de su familia a través de una medida de protección como forma 

de dar solución a toda la unidad familiar. 

Y, como estos menores tampoco pueden estar en una residencia con otros menores, la Entidad 

de Protección sí  “crea” centros especializados para cubrir una atención de Salud Mental. 
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3.- DISCAPACIDAD 

Algo muy similar sucede con el tercero de los supuestos. Los menores con discapacidad grave. 

De nuevo el art. artículo 26 Ley 1/96 de Protección Juridica del Menor es claro en su segundo 

punto: 

• 2. No podrán ser ingresados en estos centros los menores que presenten enfermedades o 

trastornos mentales que requieran un tratamiento específico por parte de los servicios 

competentes en materia de salud mental o de atención a las personas con 

discapacidad. 

De nuevo, nos encontramos con la misma situación expuesta en el apartado anterior: cada vez 

más supuestos ante los que todos los profesionales intervinientes reconocen pero no se ven 

capaces de abordar. 

- Escuela desbordada por las conductas, profesionales no cualificados para estas nuevas 

dificultades: forma de actuación, expulsión. 

- No  existen suficientes escuelas especializadas asequibles para los padres y las ayudas 

de dependencia no cubren un apoyo 24 h. 

- DEPENDENCIA valora y puntúa para un acogimiento residencial pero no tienen centros  

para dar este servicio ¿? 

- Padres “desbordados” que llaman a todas las puestas y sólo reciben la respuesta 

farmacológica. El crecimiento del menor dificulta la atención. 

Y, de nuevo, como solución, una petición final de guarda o tutela de los Servicios Sociales en 

supuestos que no responden a familias en las que se dé una ausencia de cuidados, que no den 

la medicación, que no acudan a los tratamientos, que no se dejen asesorar, que infrinjan un 

daño al menor, que lo expongan a riesgo etc. 

¿Es esto un imposible ejercicio de los deberes de protección? No parece. De nuevo la medida 

de protección se usa como respuesta ante la ausencia de respuestas desde otros ámbitos 

sociales, es el final de la cadena con la separación efectiva del menor de su familia a través de 

una medida de protección. 

Y, como estos menores no pueden estar en una residencia con otros menores, la Entidad de 

Protección también en este supuesto  “crea” centros especializados para cubrir una atención 

de recursos que parecería apropiado abordar desde  DEPENDENCIA.  

 

4.- Y el cuarto gran colectivo, LOS TRASTORNOS DE CONDUCTA 

De nuevo el primer gran RETO es la propia definición: qué debemos entender por PROBLEMAS 

DE CONDUCTA, para así poder determinar cuándo se requiere de un centro de protección 

específico para problemas de conducta, extremo que ha merecido una regulación nueva por ley 

Orgánica. 

El segundo RETO repite la clave de los casos anteriores: ¿cuándo se da el “salto” a protección? 

¿hay realmente desamparo? ¿cuándo la familia deja de ser protectora?  

Y de nuevo hay que confirmar que con la medida de protección se da respuesta a una 

imposibilidad de control/cuidado de ese menor ante ausencia de otros recursos a los que 

acudir. No necesariamente la familia es negligente ni incumple orientaciones. Tampoco  expone 

al menor a una situación de riesgo porque en esos supuestos no hay duda, entonces sí, estamos 

ante una posible medida de protección. 
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Por el contrario, los supuestos más habituales responden a perfiles en los que la familia nunca 

puso límites, el menor tiene trayectoria de expulsiones escolares, nunca se actuó y ahora no 

saben cómo impedir su comportamiento; a esto suele unirse que no pueden / quieren pagar un 

recurso privado. Con estos indicadores, ¿cuándo realmente damos el salto a protección?. 

En este caso además supone ingreso en centros con internamiento AUTORIZADO y supervisado 

JUDICIALMENTE, gran excepción a la desjudicialización que mantiene y amplía la reforma del 

2015 respecto al resto de actuaciones de protección.  

Este supuesto, como todos los anteriores, constituye gran parte de nuestras peticiones 

semanales de posible medidas de protección y suponen problemáticas que debemos abordar. 

Por ello, es importante tener claros una serie de elementos de juicio que permitan la valoración 

de cada caso en concreto: 

- Nuestro objetivo final de protección es el niño/a o adolescente. 

- Todo menor tiene derecho a que su interés superior sea valorado y considerado como 

primordial en todas las acciones y decisiones que le conciernan. 

- Ponderación de las circunstancias y comprobar que se cubre la protección del derecho a 

la vida, supervivencia y desarrollo del menor y la satisfacción de sus necesidades 

básicas, tanto materiales, físicas y educativas como emocionales y afectivas, integrantes 

todas ellas de su interés superior. 

- Si por diferentes motivos (no respuesta de otros colectivos o instituciones, ausencia de 

recursos, ausencia de apoyos etc.) finalmente el menor se ve afectado y presenta 

carencias graves o privaciones en su atención, somos el final de la cadena. 

- La medida de Tutela o Guarda se determinará  en función de la valoración conjunta de la 

unidad familiar y la actuación de los progenitores. 

Pero todo ello, sin obviar que estamos ante un NUEVO RETO SOCIAL a abordar en conjunto, tal 

y como nos exige la nueva Ley; mientras esto no se aborde y se busquen alternativas, la presión 

seguirá recayendo en la Entidad de Protección y sus recursos, con el consiguiente menoscabo 

del sistema en su conjunto. 
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4. El porqué de la Ley 21/87. Esperanza García García. (*) 

En el aniversario de la modificación del código civil operado por la ley 21/87. Félix Pantoja 

García 

El porqué de la ley 21/87: de la beneficencia al derecho de la atención social de la infancia. 

Tomas Merin Cañada. 
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EL PORQUE DE LA LEY 21/1987 

Esperanza García García 

Los años 80 supusieron una ilusión compartida en transformar el sistema de protección a la 
infancia desde la necesidad de atender a la infancia según sus necesidades y derechos 
construyendo un sistema de protección acorde a una sociedad moderna. Por lo que en esta 
mesa analizaremos el porqué de la ley 21/1987. 

Decía yo esta mañana que desde que se aprobó la Constitución Española en 1978 tuvieron que 
pasar 9 años hasta que se aprobó esta ley que supuso una verdadera revolución en el sistema 
de protección. 

Tras la aprobación de la constitución, la creación de las Comunidades Autónomas y la 
constitución de los Ayuntamientos Democráticos se producen importantes transformaciones en 
el ámbito de los servicios sociales y muy especialmente en los relativos a la atención a la 
infancia. 

La Comunidad de Madrid recibe y unifica las redes de atención a la infancia, los centros 
dependientes del INAS, los de Protección de Menores y los dependientes de la Diputación 
Provincial,  se lleva a cabo un proceso de normalización en la atención a la infancia, se inicia un 
proceso importante de desistitucionalización considerando que por razones económicas ningún 
niño debe ser separado de su familia, por lo que se pone en marcha un gran programa de 
ayudas familiares y de educación familiar para evitar la institucionalización. Se procede también 
a una normalización de la vida de los menores en los centros pasando a ser escolarizados en los 
centros escolares de su entorno. 

Los menores que no pudieron pasar a vivir con su familia se intentó que pudieran también vivir 
experiencias familiares a través de las figuras de la adopción o de la guarda y custodia cedida a 
familias seleccionadas. 

En este clima de transformaciones se empieza a trabajar sobre la nueva legislación que 
cristaliza en la Ley 21/1987 de 11 de noviembre. 

Con la idea de modificar los artículos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en 
materia de adopción se produce una verdadera revolución del sistema de protección colocando 
al menor en el centro de todas las actuaciones “el interés superior del menor”, se sustituye el 
concepto de abandono de un carácter más cuantitativo por el de desamparo de carácter más 
cualitativo se crea la figura de la tutela  automática, se crea la figura del acogimiento familiar, 
se coloca a la Administración en un papel preponderante siendo la protagonista de todo el 
proceso. Se dota a la figura de la adopción de mayores garantías conservando la aprobación 
judicial, pero requiriendo en la mayoría de los supuestos la intervención de la Entidad Púbica de 
Protección. Toda la intervención de la administración se desarrollará bajo la superior vigilancia 
del Ministerio Fiscal. 

En La Comunidad de Madrid para el ejercicio de esta nueva competencia se lleva a cabo el 
correspondiente desarrollo legislativo, se crea la Comisión de Tutela del menor órgano 
colegiado de carácter técnico e interdisciplinar, encargado del ejercicio de la tutela de los 
menores desamparados, y se legisla sobre los procedimientos para la asunción de la guarda y la 
tutela de los menores, también se legisla sobre la idoneidad para el acogimiento y adopción de 
los menores. y se crea el Instituto de Atención a la Infancia.  

Un paso más en la consolidación de este proceso se lleva a cabo con la aprobación de la ley 
6/1995 de 31 de marzo de Garantías de los Derechos de la Infancia y la Adolescencia en la 
Comunidad de Madrid por la que se dota de rango de ley a toda la legislación anterior. Se 
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convierte el Instituto de Atención al menor y la familia, se crea la figura del Defensor del Menor 
y los Consejos de Atención a la Infancia que establecen el carácter colegiado e interdisciplinar 
en todos los estadios de tomas de decisiones relativas a la protección de los menores, y 
establecen las bases para la participación de la infancia. 

Paralelamente se lleva a cabo también una gran trasformación de la red de centros de atención 
a la infancia basada fundamentalmente en la individualización en el trabajo con los menores 
mediante la disminución del tamaño de las Residencias el incremento del personal educativo, 
las residencias territoriales etc.etc. 

Me acompañan en esta mesa dos personas que en este proceso han sido actores principales: 
Félix Pantoja que nos hablará sobre “las razones para la des judicialización” y Tomás Merín que 
nos hablará “de la beneficencia al derecho de la atención social a la infancia”.  
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EL PORQUÉ DE LA LEY 21/87: DE LA BENEFICENCIA AL DERECHO DE LA ATENCIÓN SOCIAL DE 
LA INFANCIA 

Tomas Merin Cañada 

1.- Caracterización de la Ley 21/87 

La Ley 21/87 de 11 de noviembre supuso la renovación absoluta del sistema de protección de 
menores en nuestro país.  

Las modificaciones que dicha ley estableció en el esquema general de funcionamiento del 
modelo de protección jurídica y social de la infancia provocaron una transformación que 
requirió la participación de numerosos profesionales, el uso de medios económicos hasta 
entonces nunca dedicados a esta finalidad y la implicación de  sectores sociales muy diferentes 
y mucho más amplios que los que hasta entonces se habían visto concernidos por estas tareas.  

Todo ello, para procurar unos resultados nunca anteriormente previstos ni planteados por la 
legislación, ni por las políticas hasta entonces aplicadas, para la protección de la infancia en 
España.  

Creo que, sin exagerar, se puede  hablar de una revolución del sistema o cuando menos de una 
refundación del mismo, que abrió unas perspectivas innovadoras que provocaron la aparición 
de alternativas a lo hasta entonces hecho, tanto desde las políticas públicas como por 
iniciativas particulares. 

Para intentar hacer una valoración de lo aportado por la Ley 21/87 es necesario, antes de 
examinar su contenido y significado, debemos considerar la situación existente en los años 
previos a su promulgación.  

2.- Situación existente  

Sin llegar a buscar antecedentes más remotos, señalaremos  que desde el año 1948 la 
legislación en materia de protección de menores se mantuvo  prácticamente estática hasta el 
fin de la dictadura. 

El sistema establecido era clara herencia de  lo legislado en las primeras décadas del siglo. 

Influido de manera decisiva por el movimiento decimonónico de los Salvadores del Niño de 
Estados Unidos que dio origen a la creación del primer Tribunal de Menores  del mundo en la 
ciudad de Chicago en 1899  y que ejerció una gran influencia a partir de ese momento en toda 
Europa y también en España.  

Hay dos fechas claves: 

1904 en que se promulga la primera Ley de protección a la Infancia promovida por el Dr. Tolosa 
Latour, en la que ya aparece el Consejo de Protección a la Infancia que se despliega sobre el 
territorio en Juntas Provinciales y Locales de Protección a la Infancia y represión de la 
mendicidad. 

1918 en que se promulga La Ley de Bases de Tribunales para Niños por iniciativa e impulso de 
Avelino Montero Ríos. Que dará lugar a la creación de los Tribunales en España tras su 
implantación en Alemania en 1907 (Colonia) en Inglaterra en 1908, en el 11 en Portugal y 
sucesivamente por toda Europa 

A partir de esas fechas se suceden multitud de normas que van articulando y modelando el 
sistema protector. 

Sistema que en ningún momento debemos olvidar que pese al carácter progresista que 
pudieran tener algunos de sus promotores hay que situar en el contexto histórico en que nace, 
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ni olvidar el carácter de las influencias recibidas en su configuración y materialización tanto 
jurídica como organizativa y social.  

El tinte caritativo y paternalista ya existente en las ideas procedentes de América y Europa que 
llegan a nuestro país, se vio incrementado por convicciones pietistas y compasivas que sentían 
la necesidad de dar a los “desvalidos sin familia o que la tienen incapaz o indigna” el amparo 
necesario para  evitarles necesidades y pasar por sufrimientos “innecesarios”, pero sin que en 
aquella visión misericordiosa  cupieran ideas de igualdad o de normalización de la atención de 
estas personas.  

Ello lleva a la creación de un conjunto normativo y de unas instituciones, específicas, 
especializadas, claramente  diferenciadas  de la regulación general de protección a la familia y a 
la infancia recogida en el código civil y de las estructuras administrativas para la aplicación de 
políticas generales en favor de la infancia cómo el ámbito escolar o  de la salud.  

Ideas de claro intención progresista como la medida de libertad vigilada, no prevista en el 
ordenamiento aplicable a las personas mayores de edad, eran incorporadas a nuestra 
legislación. Por el contrario se mantenía desde una visión muy ambigua y contradictoria una 
visión dual del menor en la que la acción protectora y la acción de reforma de ciertas conductas 
se mezclaban y confundía en la acción de los Tribunales al igual que los papeles de defensa, 
acusación y decisión en el papel atribuido al Juez.  

Los Tribunales  ejercían dos facultades: 

- Protectora en la que el menor aparecía como víctima de abusos o negligencias en su cuidado. 
- Reformadora en la que el menor era presunto autor de infracciones o posibles actos delictivos.  

Las pasarelas entre ambas y la confusión en la naturaleza de las intervenciones era moneda 
común 

El desarrollo del sistema y la implantación de recursos fue muy lento como ejemplo sirva solo 
decir que el primer Tribunal se crea en Bilbao en 1929 y el último en Segovia en 1954. 35 años 
se tardó en completar el despliegue en toda España. 

 Hubo muchas pequeñas modificaciones en la normativa a lo largo de todos esos años, pero no 
hubo ni cambios ni avances significativos. 

Tras la guerra civil y el establecimiento de la dictadura se refunde toda la normativa existente 
en dos Decretos uno de junio de 1948 que aprueba el texto de la Ley de Tribunales Tutelares de 
Menores y otro de julio del mismo año que refunde la legislación de Protección recreando la 
Obra de Protección  de Menores como Organismo Autónomo de la Administración del Estado 
dependiente del Ministerio de Justicia.  

Al espíritu paternalista y misericordioso que impregnaba la anterior normativa se suma ahora el 
carácter reaccionario que inspiraba al régimen político. 

Hablar de separación de poderes era situarse fuera del Régimen que se basaba en “la unidad 
del poder y la coordinación de funciones”. La estructura judicial no era un Poder sino una mera 
Administración de Justicia sometida en todo al único poder existente, el poder político-militar. 

Pensar que los Tribunales de Menores debían ser órganos judiciales integrados en la Justicia tal 
y como sucedía en otros países europeos era igualmente hablar de una entelequia. No se 
planteó ni como jurisdicción especializada. No se consideraba, simplemente 

La propia especialización a la que anteriormente he hecho referencia aconsejaba mantener una 
estructura “diferente”, integrada y controlada desde la propia administración gubernamental a 
través del Ministerio de Justicia, para ofrecer una imagen pseudo judicial, pseudo jurídica.  
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No se trataba más que de un sucedáneo ya que los jueces no eran jueces. Eran Licenciados en 
Derecho designados por el Ministro de Justicia y de “intachable conducta” pero no miembros 
de la carrera judicial. Las apelaciones de las decisiones de los Tribunales  no las resolvía un 
Tribunal superior sino una sección del propio Consejo de Protección de Menores, órgano 
puramente administrativo integrado en el Organismo autónomo Obra de Protección de 
Menores. 

No había garantías formales, ni derecho de defensa, ni para el menor ni para sus familiares,  ni 
plazos, la indeterminación de las medidas aplicadas las podía hacer más prolongadas y 
represivas que las estipuladas por el Código penal a los adultos 

Por último la Obra de Protección de Menores  disponía de varias fuentes de financiación:  

Una la participación en los presupuestos públicos. 

Otra el cobro de servicios por la guarda de menores a los municipios de que procedían. 

Una tercera el rendimiento de los bienes de que pudiera ser titular la Obra de Protección de 
Menores como Organismos autónomo. 

También podían recibir donaciones y organizar rifas, tómbolas y sorteos. 

Finalmente el recurso más importante, el que realmente financiaba toda la estructura y sus 
internados era  el impuesto del 5% sobre la recaudación de todos los espectáculos públicos. 
Impuesto establecido desde 1910 y que hacia depender la calidad de la atención recibida por 
los menores protegidos por el sistema, de las ganas y posibilidades de diversión de los 
ciudadanos, si iban mucho al futbol, a los toros, al cine o al teatro había dinero, en otro caso las 
dificultades crecían. 

Aunque se produce una primera reforma en 1968 el cambio del sistema  se inicia tras la 
aprobación de la Constitución de 1978.  

En 1979 se da entrada en los Tribunales Tutelares de Menores, como jueces unipersonales, a 
personal activo de la Carrera Judicial o Fiscal, en régimen de compatibilidad con sus destinos en 
la jurisdicción ordinaria. Los Tribunales siguen sin estar sometidos a las normas procesales de 
las leyes de Enjuiciamiento. El Juez disponía de absoluta libertad de criterio en la instrucción y 
en la investigación y, según su criterio y bajo su responsabilidad, podía imponer cualquier 
medida de las contempladas por la ley, desde la amonestación al internamiento en centro 
correccional, con independencia de la mayor o menor gravedad de los hechos. 

A partir de 1981, las competencias de las Juntas Provinciales de Protección,  todos los centros 
de atención, fundamentalmente internados, y todo el personal adscrito a esos servicios, son 
transferidos a las Comunidades Autónomas por ostentar constitucionalmente competencias 
exclusivas en materia de asistencia social. Concepto en el que convencionalmente se acuerda 
integrar la protección de menores junto con otras funciones asimiladas cuando faltan 
referencias más explícitas. 

Eso provoca la extinción de la Obra de Protección de Menores  en 1985. 

Las diferentes Administraciones Autonómicas inician la construcción de nuevas estructuras 
asistenciales a partir de los servicios  recibidos y otros preexistentes dependientes de 
Administraciones Locales, fundamentalmente Diputaciones provinciales.  

La nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, crea e integra orgánicamente los Juzgados de 
Menores aunque siguen aplicando disposiciones de la Ley de Tribunales Tutelares algunas de 
las cuales son declaradas inconstitucionales en 1991 por el Tribunal Constitucional  y sustituidas 
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por una nueva regulación mediante Ley Orgánica de 1992 que regula la competencia y 
procedimientos de los Juzgados de Menores. 

Con estas medidas queda definitivamente  separadas la antiguas Facultades de los ya 
extinguidos Tribunales de Menores: 

La Facultad de Reforma que se integra en el ámbito jurisdiccional con nueva legislación 
específica reseñada y que más adelante se verá actualizada con la Ley Orgánica 5/2000 
reguladora de la responsabilidad Penal de los Menores.  

La Facultad de Protección cuyas competencias y servicios   pasan a integrarse en las estructuras 
de servicios sociales gestionadas desde las administraciones autonómicas. 

En este campo se muestran pronto los inconvenientes nacidos de la dispersión entre 17 centros 
de poder administrativo, incrementada por la descentralización provincial o insular en algunos 
territorios y las ciudades autónomas del norte de África. 

Existen además importantes lagunas jurídicas en la capacidad de actuación de esas 
administraciones, fruto de los cambios normativos que han hecho desaparecer normas sin que 
llegaran a ser sustituidas por alternativas viables. 

Se hace evidente la necesidad de avanzar en una línea de clarificación jurídica que establezca 
claramente competencias, limites, establezca garantías para las personas afectadas, tanto los 
menores como sus familiares y actualice los criterios de intervención en todas las medidas  de 
protección susceptibles de ser aplicadas. 

No cabe ninguna duda de que tras la salida de la Dictadura uno de los campos del Derecho que 
requería una urgente actualización a las nuevas formas de convivencia y relación entre las 
personas socialmente aceptadas era el Derecho de Familia y como hija natural del mismo, si se 
me permite la expresión, la protección de menores estaba necesitada de igual exigencia. En 
1978 se modifican algunas disposiciones tras la despenalización del adulterio y del 
amancebamiento. También se había recogido la nueva mayoría de edad a los 18 años en lugar 
de a los 21. En 1981 se había regulado el matrimonio civil, la separación y el divorcio. En 1982 el 
derecho al honor y a la intimidad personal y familiar.  

Completar esas reformas con los aspectos aún no modificados del derecho de familia referidos 
a la protección de menores era un claro paso pendiente y es lo que hizo la Ley 21/87. 

3.- Cambios introducidos por la Ley 21/87. 

Nada mejor para conocer la voluntad del legislador que el título y la propia exposición de 
motivos de la ley. 

Seguro que no fue por casualidad que a la ley se la nombrara como ley que modifica 
determinados artículos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
adopción. Poniendo el acento en esa labor de actualización de dos cuerpos legales básicos de 
nuestro ordenamiento y centrando las modificaciones en una institución bien consolidada 
dentro del ámbito del Derecho de Familia aunque claramente fronteriza con las actuaciones en 
materia de protección de las personas menores de edad. 

La propia exposición de motivos de la Ley, estructurada en 13 párrafos, dedica la inmensa 
mayoría de ellos a explicar la nueva concepción de que se dota a la figura de la adopción como 
elemento que sirve para aglutinar una nueva concepción de las medidas de protección a la 
infancia que a partir de ahora van a pivotar sobre la misma causa que puede dar lugar a la 
adopción, el desamparo. 
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El legislador se centra en la adopción por que procede a hacer una profunda reforma de la 
institución, modificando su concepción y poniéndola al servicio de las personas menores de 
edad. Incorporándola al catálogo de posible alternativas frente al desamparo. 

Se incrementa su control para evitar situaciones de tráfico, se elimina el rígido concepto de 
abandono, se suprime la adopción simple, se limita la posibilidad de adopción de personas 
mayores de edad, se introduce la figura del acogimiento familiar retomando de manera 
actualizada figuras como el prohijamiento o la colocación en familia que habían sido reguladas 
fuera del Código civil y adaptándolas a esta nueva visión de la protección. 

La adopción se configura sobre dos principios fundamentales:  

Instrumento de integración familiar para quienes más lo necesitan (Los menores 
desamparados) 

El beneficio del  menor se sobrepone, con el necesario equilibrio, a cualquier otro interés 
legítimo subyacente. 

 Estas dos consideraciones el nuevo texto legal las convierte en fundamento del sistema de 
protección a partir de la creación del concepto de desamparo y la articulación de los 
procedimientos para su aplicación.  

La modificación del hecho motivador de la adopción, la sustitución del abandono por la idea de 
desamparo es lo que sirva para hacer un cambio radical de paradigma que provoca una 
renovación global del sistema y de la concepción de la protección de la infancia en nuestro país. 

La ley delimita el objeto de la protección en los intereses, el beneficio, los derechos de la 
persona desamparada, convirtiendo de este modo al menor de edad en el centro del sistema, 
en el sujeto de la actividad protectora.  

Valorar y declarar la situación de desamparo se establece como competencia administrativa y 
provoca la asunción de la tutela por ministerio de la Ley de la persona declara en situación de 
desamparo, llamada tutela automática en la exposición de motivos, que ofrece una protección 
inmediata frente a cualquier circunstancia adversa que pueda estar sufriendo el niño o la niña 
afectada bajo la superior vigilancia del Fiscal quien podrá recabar la intervención judicial en 
caso de estimarlo conveniente.   

Tres consecuencias o tres efectos fundamentales me gustaría destacar de la aplicación de la Ley 
21/87. 

1. El primero la naturalización de la intervención. 

Se reconoce por la ley y se clarifica la naturaleza administrativa de la protección ofrecida y se 
concreta la intervención judicial a la doble función de garante de derechos y control de la 
acción administrativa y se sitúa a la Fiscalía como órgano supervisor del sistema 

Esto permite que las diferentes actuaciones que deben concurrir se desarrollen desde los 
espacios naturales donde habitualmente se desarrollan, en el ámbito educativo, en el social, en 
el sanitario. Con criterios de normalización y   de integración. Es un gran paso para avanzar en la 
desinstitucionalización 

Desde el campo de la protección jurídica también se da entrada a Jueces y Fiscales, con toda su 
identidad y toda su capacidad de acción para ofrecer un modelo de plenas garantías y 
reconocimiento de derechos.   

2. Se consigue la judicialización eficiente 

El segundo efecto es consolidar la descentralización ya establecida en el reparto constitucional 
de los recursos de intervención social suprimiendo la dependencia de la Administración central 
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y residiendo estas competencias en las Comunidades Autónomas que a su vez las pueden 
estructurar y ejercer como tengan por conveniente.  

 

3. Efecto de  integración de estas funciones las políticas públicas generales 

En tercer lugar y como consecuencia del anterior tenemos la posibilidad de un efecto de 
integración de estas funciones las políticas públicas generales en materia de servicios sociales 
conforme a las directrices de cada Comunidad Autónoma facilitando el abandono de criterios 
benéficos y asistencialistas 

Hemos citado los dos principios fundamentales que inspiran las reformas de la Ley 21/87: La 
integración familiar y el interés del menor. Me voy a permitir sugerir un nuevo elemento que es 
el interés público del interés del menor. El interés del menor cobra una relevancia que obliga a 
las Administraciones públicas  a defenderlo, a velar por su prevalencia, de manera equilibrada 
sobre otros concurrentes. Como consecuencia nace la tutela por ministerio de Ley como 
expresión del interés público por el bienestar de los menores, se impone la intervención pública 
en los procesos de acogimiento, se limita la intervención de particulares en los procesos de 
adopción y se requiere una propuesta administrativa al Juez salvo en supuestos muy concretos. 

A partir de esta Ley queda claro que los poderes públicos no pueden ser indiferentes al modo 
en que los padres ejercen la patria potestad, a  la manera en que cuidan  a sus hijos. La patria 
potestad no es solo y exclusivamente un asunto “privado” sujeto a la intimidad familiar.  Es de 
interés público que las funciones parentales se ejerzan en interés y beneficio de los hijos, que el 
sentido de apropiación de la prole ceda ante el interés de cada persona por ser bien atendida 
para facilitarle su máximo desarrollo como tal.  

Con todo lo dicho creo que queda claro que el espíritu reformador de esta Ley llega lejos pero 
antes de terminar quiero señalar otro elemento muy significativo del alcance de los cambios 
propuestos. 

La nueva redacción dada por la Ley 21/87 al artículo 172 del Código civil señala expresamente 
que la primera finalidad del órgano que ejerza la tutela sobre los menores en situación de 
desamparo es procurar la reincorporación del menor a su propia familia.  

Con esa frase tan breve e legislador hace un cambio radical en la orientación de la política de 
protección de los menores, sustituyendo la visión asistencialista previa de separación de la 
situación difícil en que pudiera encontrarse el menor, lo que permitía alargar indefinidamente 
internamientos y situaciones inicialmente provisionales,  sino que una vez evitada la situación 
de daño se le facilite una alternativa de vida viable a partir de su propia familia si es posible o a 
través de las medidas de integración familiar  

Se platea la rehabilitación como objetivo fundamental de la intervención protectora y eso fue 
un gran paso que abría  posibilidades de futuro para el desarrollo de nuestro sistema protector 
de la infancia  

4.- Valoración 

Una ley  criticada, y mal valorada en sus inicios pero que  provocó un cambió que  parecía 
irrealizable. Era una ley moderna, que abría puertas, que planteaba dudas pero que permitía 
cambiar las cosas a mejor, que iniciaba un camino. 

 No fue una obra perfecta es evidente y dejó flecos, no cubrió todas las expectativas y generó 
nuevos problemas, pero fue una ley pionera (se anticipó a la Convención de Derechos del Niño) 
y ofreció enormes posibilidades de mejora y transformación del sistema. Que se aprovecharan 
o no, no se le puede achacar a la ley.  
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EN EL 30 ANIVERSARIO DE LA MODIFICACION DEL CODIGO CIVIL OPERADO POR LA LEY 21/87 

Félix Pantoja García 

Se han cumplido treinta años desde que nuestra legislación civil de protección de menores 

experimentó el mayor cambio de su historia, atendiendo a la realidad social del tiempo en que 

han de ser aplicadas atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquéllas, como 

dice el art. 3 del mismo código civil. Si hoy día contemplamos lo que ha significado este cambio, 

comprobaremos que los conceptos que en la norma que entonces se ponían en el código civil, 

se han convertido en conceptos nucleares de nuestro sistema legal de protección de menores, 

y me refiero al concepto de “superior interés del menor”, que ha pasado de concepto 

sociológico a jurídico y de este modo a informar todo nuestro ordenamiento jurídico positivo. 

Pero volviendo a la ley de hace treinta años, la reforma operada por la modificación del código 

civil de 1987, supuso el cambio, de un modelo de protección de menores basado en el 

paternalismo surgido de la dictadura franquista, en el que, determinados valores morales 

primaban a la hora de establecer los criterios a seguir en la educación de los menores, y que se 

manifestaba en la potestad de los Tribunales Tutelares de menores, que en su faceta de la 

llamada “protección”, adoptaban medidas que incidían directamente en los derechos 

fundamentales y en la vida de las personas, sin que existiese la posibilidad de un control 

jurisdiccional de tales decisiones, que se encontraban, en la mayoría de los casos, y salvo 

honrosas excepciones, basadas en los llamados valores del Régimen. Esta configuración del 

sistema de protección, adolecía, además, de un notable déficit de cualificación técnica en los 

aspectos socioeducativos, pues eran los jueces unipersonales, a veces sin asesoramiento 

psicosocial alguno, los que adoptaban las decisiones protectoras adecuadas a lo que entendían 

era bueno para el niño. 

Este modelo cambia, al modificarse la redacción de los artículos 172 y siguientes el código civil, 

que establece un sistema sustentado en los siguientes pilares: 

- Las decisiones en materia de protección de menores las adoptan las entidades públicas de 

protección de menores, con criterios psicosociales, evaluados por profesionales que 

determinan el interés del menor. 

- Se establece el control jurisdiccional de tales decisiones residenciado en los Jueces de 

Primera Instancia de Familia, con recurso ante las correspondientes Audiencias 

Provinciales. 

- Se establece la “superior vigilancia” del Ministerio Fiscal, como garante del interés del 

menor (concepto que se asienta con la CDN de 1989) 

- Se establece el concepto de “desamparo”, como institución jurídica, y posteriormente la 

de situación de “riesgo” en la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor de 1996, de 

las que se derivan importantes obligaciones para la Administración en defensa del interés 

de los menores en dichas situaciones, bajo la vigilancia del Ministerio Fiscal y el 

correspondiente control jurisdiccional. 

- Se configuran las instituciones de la guarda, el acogimiento y la adopción como figuras de 

naturaleza pública. 

- Y por último, las decisiones a adoptar lo son en el marco jurídico con una valoración 

multidisciplinar del interés del menor, donde los equipos psicosociales de los juzgados de 
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familia, han de tener un papel relevante cuando haya lugar al control jurisdiccional de las 

decisiones de protección adoptadas por las Entidades Públicas de Protección de Menores, y 

para determinar la posición procesal del Ministerio Fiscal como representante del “interés 

del menor”. 

Este modelo se ve completado, con la publicación de la Ley Orgánica de Protección Jurídica del 

Menor 1/96, a que hemos hecho referencia anteriormente, consecuencia de lo establecido en 

la Convención de los Derechos del Niño de 1989, que centrando el sistema en el llamado 

“interés del menor”, perfila las instituciones ya creadas de la guarda y el acogimiento, y en 

particular esta última con la neta diferenciación del acogimiento preadoptivo, así como el 

familiar y el residencial, regula la oposición en el ámbito de la jurisdicción, de los padres 

biológicos a la adopción de sus hijos cuando se encuentran incursos en causa de privación de la 

patria potestad y no es necesario su consentimiento a la misma, y sobre todo, establece un 

amplio desarrollo de los derechos de la persona en lo que se refiere a los derechos de los 

menores, y en particular en lo relativo a sus derechos personalísimos, tales como los referidos 

al artículo 18 de la Constitución como son lo del honor intimidad y propia imagen, y los 

derechos sociales como los de asociación, el derecho a la educación, a la salud, y en definitiva el 

amplio catálogo de derechos constitucionales y su modo de ejercicio. 

En este sentido, es de destacar, la prevalencia del interés del menor, expresamente expuesta, y 

que tiene su expresión en lo que regula el artículo 2, “en la aplicación de la presente Ley 

primará el interés superior de los menores sobre cualquier otro interés legítimo que pudiera 

concurrir. Asimismo, cuantas medidas se adopten al amparo de la presente Ley deberán tener 

un carácter educativo. 

Las limitaciones a la capacidad de obrar de los menores se interpretarán de forma restrictiva”. 

Por otra parte, la ley refuerza el papel del Ministerio Fiscal, en la defensa y representación de 

los derechos de los menores y de estos mismos, al establecer una amplia legitimación activa 

para intervenir en todo tipo de procesos en defensa de los derechos reconocidos en el texto 

legal, como expresamente proclama la exposición de motivos cuando dice que  “en todo el 

texto aparece reforzada la intervención del Ministerio Fiscal, siguiendo la tendencia iniciada con 

la Ley 21/1987, ampliando los cauces de actuación de esta institución, a la que, por su propio 

Estatuto, corresponde la representación de los menores e incapaces que carezcan de 

representación legal”…” 

Todos estos conceptos, como se ha expuesto, vienen a colocar el derecho que regula la 

protección de menores en primera línea y obliga a las instituciones a adecuar todo el marco 

normativo complementario – disposiciones administrativas de protección e instituciones de la 

propia administración autonómica-, al servicio de la interpretación del superior interés del 

menor,. Y obliga a los operadores jurídicos, letrados, jueces y fiscales, a adecuar, no solo su 

posición en los procesos para adecuar a la realidad de cada niño su interés, sino, y también muy 

importante, a adecuar su formación a la tarea que la norma le encomienda. De ahí la 

importancia de la formación a que vienen obligadas instituciones como el Consejo General del 

Poder Judicial o la Fiscalía General del Estado y los Colegios de Abogados en llevar a cabo 

actividades de formación para que la práctica forense responda a la realidad que la ley 

demanda. 
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Y del mismo modo la adecuación de los órganos, principalmente juzgados de primera instancia, 

audiencias provinciales y secciones de menores de la fiscalía, deben adecuar sus estructuras, 

mediante la necesaria especialización, a los requerimientos de la ley. 

Pero no solo el interés del menor que proclama esta norma afecta a la jurisdicción civil, sino 

que marca todo el ordenamiento jurídico de menores, como queda claro en la Lay Orgánica 

5/2000 de Responsabilidad Penal de los Menores (LORPM). El principio del interés del menor 

sustenta esta ley orgánica a través del valor constitucional, convencional desarrollado en el 

seno de la ley en:  

-  Al establecer una edad (14 a 18 años), que por la naturaleza del período vital de los menores, 

y que la psicología evolutiva singulariza, permite castigar y en su caso dar una respuesta 

socioeducativa eficaz, a la luz de la imputabilidad penal. 

-  Propiciando una intervención multidisciplinar, hasta el punto de que el equipo técnico queda 

configurado como un elemento constitutivo del proceso, equiparado al Juez, Abogado y 

Fiscal, y sin cuya participación el proceso sufre una causa de nulidad radical. 

-  Reclamando la especialización de Jueces, Fiscales y Letrados, para ejercer la doble pretensión 

procesal, especialmente en la postulación y aplicación de la medida sancionadora y 

socioeducativa, y en particular respecto al Ministerio Fiscal, su intervención instructora. 

-  Encomendando a las CC.AA. la gestión de la ejecución de las medidas, sustrayendo de 

Instituciones Penitenciaras tal tarea, a fin de diferenciar netamente la respuesta penal, de la 

sancionadora educativa de la LORPM, conteniendo ambas tareas el mandato constitucional 

del art. 25.2 de la CE. 

-  La participación de técnicos especializados en el trabajo con menores respecto de los que 

cabe una intensa actividad educativa. 

-  La regulación de la mediación y la reparación a la víctima como un modo de terminar el 

proceso, y fundamentalmente como una medida educativa y de responsabilización del 

menor infractor, y, trascendental de cara al tratamiento de la víctima, en el que ésta se 

convierta en centro del proceso del que salga habiendo satisfecho lo mejor posible su 

situación, en un modo distinto al meramente vindicativo de entender la victimología. 

 Todos y cada uno de estos principios no son sino consecuencia de la llegada a nuestra 

legislación del concepto de interés del menor que se impone desde el primer momento en la 

ley de la que ahora se cumplen 30 años de su promulgación. 

Sirvan estas notas como homenaje, en cierto modo nostálgico, para todos aquellos que 

trabajamos profesionalmente en la aplicación de la norma en nuestra realidad social de ahora 

hace treinta años, y que tuvimos la oportunidad de reencontrarnos en la jornada que a tal fin 

organizó José Antonio Díaz Huertas a quien debemos agradecer y reconocer el mantenimiento 

del espíritu de defensa de los derechos de los menores durante todo este tiempo a través de 

múltiples iniciativas interprofesionales y sobre todo con su trabajo y dedicación diaria a los 

derechos de los niños y niñas. 
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 LEY 21/87: UN ANTES Y UN DESPUÉS EN LA PROTECCIÓN INFANTIL EN ESPAÑA 

         Antonio del Moral García 

¡Treinta años! 

 ¡Qué vértigo! 

Un sensación ambivalente me asaltó cuando desde la Asociación Madrileña para la Prevención 

de los Malos Tratos en la Infancia me invitaron a tomar parte en esta feliz iniciativa destinada a 

rememorar aquél momento.  

¡Cuántos recuerdos! Creo que no vi a esta Asociación, pero estoy seguro de que la conocí 

cuando todavía era un bebé. Participé en una de las primeras actividades que organizaba cuya 

documentación, voluminosa y recopilada con tanto esmero como carencia de medios 

económicos, todavía guardo por ahí. Tengo incluso la seguridad de que me integré como socio: 

pero no sé si me traiciona una memoria ya gastada, o si fui sencillamente expulsado por 

pasividad: lo cierto es que mi cuenta bancaria no da fe de esa condición de socio. Quizás sea 

sencillamente un sueño que convierte en realidad lo que solo fue un deseo no concretado; o 

que haya acabado por ser un socio moroso e incumplidor. 

En aquellos años yo recorría mis primeras etapas como Fiscal, lleno de ilusión, una ilusión que 

creo que se ha hecho más madura pero que nunca ha decaído. Después de un año destinado en 

Ciudad Real me incorporé a Madrid en 1985. Hasta ese momento mi desenvolvimiento 

profesional, como es característico en un fiscal –y más entonces- se había movido 

fundamentalmente en torno al derecho y proceso penal. Tuve noticia de la reforma del sistema 

de protección de menores. Contemplé la modificación con distancia –sin sentirme concernido- 

y con esa antipatía que surge en quien acaba de superar una oposición memorística de cerca de 

cuatrocientos temas frente a cualquier reforma legislativa: empiezan a convertirse en 

inservibles (al menos en apariencia: con el tiempo compruebas que no es así; o que no lo es del 

todo) algunos de los conocimientos que tantas horas te costó asimilar y que un despiadado 

legislador modifica de un plumazo echando al traste espacios de memoria donde acumulabas 

memorizados los artículos del Código Civil que regulaban la adopción, el consejo de familia…  

Al poco tiempo de llegar a Madrid y cuando estaba todavía en rodaje esa ley y los fiscales 

empezábamos a asomarnos por los Juzgados de Menores (entonces Tribunales Tutelares de 

Menores) de forma tímida y pidiendo permiso, una querida compañera –ya jubilada por 

incapacidad con motivo de una triste enfermedad-, me empujó con entusiasmo capaz de 

disuadir al más resistente a unirme al muy reducido equipo de fiscales que por pura afición, sin 

ser relevados de otras funciones, habían empezado a asumir las nuevas funciones 

encomendadas al Fiscal a raíz de las reformas legales sobre menores. No puedo dejar de 

mencionarla: María Josefa Checa, una Fiscal vocacional, enamorada de las funciones del 

Ministerio Publico en materia de menores. Ella me contagió su ilusión. Y empecé a sumergirme 

en esa tarea que me atrapó hasta que hube de dejarla –en muy buenas manos, por cierto- unos 

años después; aunque siempre me ha seguido acompañando, a veces de forma muy lejana, 

como ahora que desempeño una plaza como Magistrado del Tribunal Supremo en su Sala 

Segunda. Pero el apartamiento profesional no ha arrastrado al apartamiento afectivo. 

Mantengo ese especial cariño por la materia y, sobre todo, por ese excelente plantel de 

profesionales involucrados en la mejora de la infancia poniendo a su servicio lo mejor de sus 

respectivas tareas y esfuerzos y las herramientas que el derecho les facilita. 
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Un ordenamiento en evolución a fuerza también de la experiencia y los impulsos y sugerencias 

de los que aplican directamente las leyes. 

Aunque confieso que hice algún intento de resistencia, accedí finalmente a intervenir en esa 

jornada que combina nostalgia, realismo e ilusión; nostalgia por el pasado; realismo de 

presente –ser conscientes de las dificultades- e ilusión y empeños que miran al futuro. La 

condición: asumir un papel secundario: moderador de una mesa. Y es que si en lo que es el 

corazón y la afectividad sigo anclado en el mundo de los menores, en lo profesional e 

intelectual me he descolgado de él hace años. No tenía sentido una disertación teórica, como 

no tiene sentido que en estas páginas que me solicitan para dejar constancia de esa jornada, 

trate de reflejar comentarios o aportaciones doctrinales. Sería una impostura. Cualquiera de los 

lectores está más capacitado que yo y tiene un conocimiento más cercano y preciso de las 

grandes reformas legales que se han producido en esta materia recientemente y que enlazan y 

profundizan en el horizonte marcado por la ley de 1987, tratando de traducir las experiencias 

de tantos años de aplicación en nuevas normas más operativas con renovadas soluciones y 

paliativos para algunos desajustes detectados. Ojalá que sirvan para seguir avanzando.  

II 

Descartado todo intento de fijarme en alguna cuestión de la nueva legislación, que fue el tema 

transversal de la mesa cuya moderación se me encomendó, he optado ahora por desempolvar 

algunas notas, fruto de las reflexiones de aquellos años de trabajo en menores, sobre el papel 

del Ministerio Fiscal en ese mundo, un papel y un protagonismo que no solo no ha retrocedido, 

sino que sigue consolidándose. Las últimas reformas nos hablan de ello. Y en la práctica, el 

Fiscal ha dejado de ser un elemento extraño o anómalo en ese territorio: su presencia se 

percibe como algo natural. Mucho hemos ganado en esa imagen. Ministerio Fiscal y menores 

no son ya dos mundos lejanos como se les concebía hace treinta años. 

III 

¿Qué pintan los Fiscales, esos tradicionales acusadores y azotes de delincuentes en el mundo 

de la infancia? 

Es inevitable como primera aproximación la cita tópica de las cinco misiones que el art. 124 de 

la Constitución atribuye al Ministerio Fiscal con grandilocuencia: promover la acción de la 

justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público y 

social, así como defender la independencia de los Tribunales.  

El art. 3 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal desarrolla esas funciones y desde 2007 

incluye en su largo listado las referidas a los menores. Bajo la leyenda “de las funciones del 

Ministerio Fiscal” dice: 

“Para el cumplimiento de las misiones establecidas en el artículo 1, corresponde al 

Ministerio Fiscal: 

…7. Intervenir en los procesos civiles que determine la Ley cuando esté comprometido el 

interés social o cuando puedan afectar a personas menores, incapaces o desvalidas en tanto 

se provee a las mismas de los mecanismos ordinarios de representación (…) 

…13. Ejercer en materia de responsabilidad penal de menores las funciones que le 

encomiende la legislación específica debiendo orientar su actuación a la satisfacción del 

interés superior del menor. 
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La presencia del Fiscal en ámbitos muy dispersos y aparentemente deslavazados (desde la 

acusación en los procesos penales, hasta el control de la Autoridad encargada de la protección de 

menores, o su intervención en los procesos de amparo constitucional) ha de venir siempre anclada 

o referida en alguna de esas cinco misiones constitucionales que aunque pueden aparecer en una 

primera y superficial aproximación como algo evanescente o excesivamente genérico, tienen un 

claro y rico contenido del que pueden derivarse importantes secuelas. La atribución al Fiscal de 

competencias relevantes en campos tan alejados entre sí como el sostenimiento de la acción 

penal, la materia de protección de menores, o la intervención en determinados procesos laborales 

no constituye un capricho del legislador que podía haber acudido a cualquier otra institución. Ha 

de tratarse siempre de concreciones de las misiones que atribuye al Ministerio Fiscal la 

Constitución. El denominador común de todas esas misiones, su lazo de conexión, no es la simple 

referencia a la Administración de Justicia, aunque ese es un dato importante a retener. Existe otra 

idea de mayor hondura que creo que llega de forma más directa a lo que es o debe ser la médula 

de la institución. 

El Fiscal queda diseñado en el modelo constitucional como un órgano que ha de representar a la 

Sociedad ante los Tribunales: es un auténtico abogado, no del Estado, sino de la Sociedad. El Fiscal, 

por mandato constitucional, ha de asumir ante los Jueces y Tribunales la representación y defensa 

de esos intereses sociales que, de un lado, normalmente no pueden residenciarse en una persona 

en concreto; y que, de otro lado, sí que afectan a toda la sociedad como tal. Desde esta perspecti-

va se explican de una forma integrada todas las funciones que el ordenamiento atribuye al Fiscal. 

Así cuando el Fiscal está ejercitando la acción penal, solicitando el castigo de quien ha cometido un 

delito, está asumiendo ese interés en que al autor de un delito se le imponga una pena; interés 

que no es sólo de la víctima del delito, sino también de toda la Sociedad. Del mismo modo, cuando 

el Fiscal solicita la absolución de una persona acusada sin base suficiente, también asume ese 

interés de toda la Sociedad en que un inocente no sea castigado. Se convierte de esa forma en el 

principal valedor de la presunción constitucional de inocencia. La Sociedad persigue en el proceso 

penal un interés propio, colectivo, pero dual: el castigo del culpable; y el de la libertad y absolución 

del inocente, entendiendo por tal a todo aquel cuya culpabilidad no ha quedado acreditada 

En materia de protección de menores no sólo están en juego intereses particulares, sino también 

un interés de toda la Sociedad que no es ajena a la formación, cuidado y desarrollo de cualquier 

menor y que no puede permanecer insensible ante cualquier situación que puedan perjudicarle. 

De ahí las facultades que se conceden en esta temática al Ministerio Público. 

Un razonamiento similar justifica la actuación activa y beligerante del Fiscal en el campo de los 

derechos fundamentales y libertades públicas. El interés social por la exquisita tutela de tales 

derechos es de primer orden, aunque se trate de derechos individuales, y exige la presencia del 

Fiscal apoyando la posición del ciudadano afectado en uno de esos derechos: su importancia en un 

Estado Democrático de Derecho hacen que no se trate ya de un tema meramente individual. En 

esta idea anclan las atribuciones que el ordenamiento le atribuye para intervenir en los procesos 

de amparo, o en los procedimientos ante la jurisdicción ordinaria en que se invocan esos derechos 

fundamentales. O las referencias que se contienen en la Legislación reguladora del Defensor del 

Pueblo al Ministerio Fiscal como interlocutor natural de éste para subvenir a las irregularidades de 

la Administración de Justicia que puedan afectar a derechos fundamentales. 

El Fiscal no ha de cambiar ni su mentalidad ni sus principios de actuación para intervenir en mate-

rias tan aparentemente dispares, pues todas tienen una abrazadera común. Sus atribuciones en 
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materia de menores o en el ámbito contencioso-administrativo, o la legitimación que le otorga la 

ley de Condiciones Generales de Contratación en un ámbito clásico del derecho privado, por citar 

algunos ejemplos, no son un apéndice extraño y ajeno a sus tradicionales misiones: en todas el 

Fiscal ha de actuar guiado por la defensa apasionada de los intereses sociales tal y como quedan 

dibujados en la legislación.  

Esta visión integrada e integradora de las funciones del Fiscal excluye esa imagen deformada del 

Ministerio Público como órgano exclusivamente encargado de instar la represión de los 

delincuentes. Y desde esa plataforma se entiende igualmente que el Fiscal no se convierta en un 

órgano esquizofrénico que ahora actúa como acusador implacable; y, momentos después, como 

protector y representante de las personas desvalidas. Al desempeñar cada uno de sus cometidos 

el Fiscal siempre tiene el mismo norte: la defensa de lo que en cada caso resulta ser el interés 

asumido por la Sociedad y plasmado en las leyes. Defensa que normalmente ha de llevar a cabo 

ante los Tribunales. Estas razones justifican la querencia que siempre he tenido a esa concepción 

del Fiscal como defensor de la Sociedad ante los Tribunales. Es -valga la expresión pese a la 

simplificación que comporta- el abogado de oficio, institucional, de la Sociedad. Se diferencia así 

con claridad del Abogado del Estado: es el Abogado de la Sociedad ante los Jueces y Tribunales. 

Como se ha escrito, el Fiscal al velar por el cumplimiento de la Ley ante los Tribunales, aparece 

como custos legis, defendiendo lo que es la más alta expresión de la voluntad popular.  

De otra parte encarna ante la jurisdicción la defensa de los derechos fundamentales y libertades 

de los ciudadanos. Y en esa faceta podríamos decir, desempolvando una vieja y bella terminología, 

que se presenta como Patronus libertatis. 

Por fin, siguiendo el dictado constitucional, el Fiscal enarbola como propio ante la Administración 

de Justicia el interés público y social, manifestándose así como Defensor Communitatis.  

Con esa triple vertiente debe conectar la multiplicidad de funciones concretas que el 

ordenamiento atribuye al Fiscal que ora ejercita la acción pública en un proceso penal, 

sosteniendo una pretensión de condena; ora controla la actividad de la Administración en sus 

competencias de protección de los menores desamparados; ya se pronuncia ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa solicitando la revocación de la decisión administrativa de impedir una 

manifestación, ya reclama de un Juez de Instrucción un auto de prisión; interviene en un 

expediente de tutela velando por los intereses del incapaz, o se opone a una injustificada 

pretensión acusatoria, solicitando la absolución del imputado...  Y siempre como marco de fondo 

esa referencia a los intereses de la Sociedad a la que representa ante los Tribunales promoviendo 

su actuación o sus decisiones. Un importante reto del Fiscal español de los próximos años es saber 

responder a eso que en mi opinión espera la Sociedad de él: ser un puente entre ésta y los 

Tribunales. 

Desde esa concepción se entiende muy bien la llamada que hace al Ministerio Público la legislación 

cuando están concernidos derechos de los menores.  

Es de significar que el Fiscal siempre ha de tener un pie puesto en los Tribunales. La referencia a la 

actuación del Fiscal ante los Tribunales es importante. No es ese su exclusivo ámbito de actuación. 

Pero las actuaciones extraprocesales en principio han de guardar esa cierta referencia, aunque sea 

por vía potencial, a los Jueces y Tribunales. En su actuación no propiamente procesal, la forma 

definitiva de reaccionar del Ministerio Fiscal no es la de ordenar, sino la de acudir a la jurisdicción. 

La materia de menores es un ejemplo adecuado. La misión de ejercer la superior vigilancia de la 
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actuación de la Administración en este campo (art. 174 del Código Civil) no plasma en una 

capacidad de dirección o en el establecimiento de un sometimiento de la Autoridad Administrativa 

a las directrices del Ministerio Fiscal. Ante posibles divergencias el Fiscal acudirá a la jurisdicción, 

reclamando por la actuación –o falta de actuación- de la administración frente a la que discrepa. 

Por otra parte el Fiscal es un jurista: el principio de legalidad marca su actuación. Eso también 

condiciona el carácter de las funciones que se le han de atribuir: estamos ante un experto en 

derecho cuya actuación ha de ajustarse al principio de legalidad. No es una institución de 

protección o asistencia social.  

Ese polifacetismo del Fiscal ha de interpretarse integradamente: no significa que el Fiscal al ejercer 

una de sus misiones constitucionales, esté olvidando las otras. En todas y cada una de sus 

actuaciones estarán presentes, a veces solo de forma latente, otras veces de forma explícita y 

manifiesta, todas y cada una de sus misiones.  

IV 

El amplio abanico de problemas relativos a la protección de los menores en sus más amplios 

términos no había sido contemplado por el legislador de una forma global, como se venía 

reclamando con frecuencia, sino fragmentariamente. Tanto desde el punto de vista de la 

legislación, como desde el prisma de los distintos organismos públicos con competencias y 

atribuciones en esta materia. La respuesta dada a esta materia, tan esencial, había sido 

tradicionalmente dispersa.  

A nivel legislativo La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor y de 

modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil representó un indudable 

avance en ese deseo de abordar estos temas con una perspectiva global y coherente en su 

conjunto que responda a una misma filosofía. Profundizan en esa dirección las reformas de esa 

legislación llevadas a cabo en 2015. 

Otro trascendental hito legislativo está constituido por la Ley Orgánica 5/2000 de Responsabilidad 

Penal del Menor que aborda la reacción institucional ante los supuestos de menores que infringen 

las leyes penales (campo tradicionalmente denominado "reforma" de menores). Su inmediato 

precedente fue una ley de 1992 que abordó con la urgencia de un aldabonazo dado por el Tribunal 

Constitucional la inaplazable actualización de esa parcela legislativa. La naturaleza de la ley es 

sancionadora, aunque se ha intentado resaltar una finalidad educativa y no meramente represiva. 

Ambas materias -protección y reforma- no deben ser compartimentos estancos sin vías de 

conexión e interrelación. 

A partir de 1987 todas las competencias en materia de protección de menores se residenciaron en 

primera instancia en la Administración Autonómica, desgajándolas de los Juzgados de Menores. 

Estos órganos judiciales han perdido sus atribuciones relativas a protección. La competencia para 

controlar judicialmente la actuación de la Administración en materia de protección de menores se 

ubica desde ese año en los Juzgados de Primera Instancia. 

De esa forma, dejando a un lado de momento al Ministerio Fiscal, las competencias se reparten de 

la siguiente forma: 

- La Administración, normalmente la autonómica, tiene el grueso de las atribuciones para 

intervenir en todos los supuestos de desprotección. La Ley Orgánica 1/1996, recién 

reformada, ya desde su redacción originaria recordaba esas competencias y obligaciones. 

La Ley 11/1987 desjudicializó en gran medida la materia de protección de menores que 
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corresponde desde entonces en lo que es la intervención primaria a las Entidades Públicas 

que en cada territorio tengan atribuida esa competencia. La Entidad Pública asume por 

ministerio de la ley la tutela de los menores desamparados. 

- Los Juzgados de Primera Instancia conocen de los recursos y quejas contra la actuación de 

la Administración. La jurisdicción civil, y no la de menores como sucedía anteriormente, 

controla la actuación administrativa a través de las quejas que puedan formularse ante ella 

por parte de los particulares interesados o del Fiscal. Su intervención, además, es 

preceptiva para la constitución de algunas instituciones de protección. También pueden 

actuar directamente a través del mecanismo previsto en el art. 158 del Código Civil. 

- Los Juzgados de Menores conocen de los supuestos de hechos constitutivos de delito o 

falta perpetrados por menores.  

- Por fin, los Jueces y Tribunales del orden penal conocen de todos los delitos en que la 

víctima es un menor. Se destinará más adelante un epígrafe específico a enunciar las 

figuras delictivas que pueden tener más relevancia en este campo. El Código Penal de 1995 

está armonizado con la legislación civil en sus referencias a las medidas de protección que 

habrán de articularse en muchos de estos casos. Una referencia general a esos necesarios 

mecanismos de coordinación se puede encontrar en la disposición adicional 2ª del Código 

Penal que previene la comunicación a la Entidad Pública encargada de la protección de 

menores y al Ministerio Fiscal a los efectos oportunos cuando se ha detectado por el 

órgano judicial penal una situación de prostitución de un menor, o cuando en el proceso 

penal se ha acordado la privación de la patria potestad, acogimiento o tutela. Además, en 

el curso de un proceso penal son también utilizables las medidas que prevé el art. 158 del 

Código Civil tal y como reza acertadamente su párrafo final.  

En la Comunidad Autónoma de Madrid hay que mencionar igualmente al Defensor del Menor  

Queda así establecido el cuadro de la pluralidad de instituciones que de una forma directa 

intervienen en materia de menores, dejando de momento a un lado la figura del Fiscal. La 

eventual dispersión no merecería reproche alguno si entre las distintas instancias y organismos 

existiesen los adecuados mecanismos de coordinación que permitan unas relaciones ágiles y 

fluidas. Pero eso no es siempre posible y compatible con la función jurisdiccional. 

V. 

En ese panorama con ciertas dosis de dispersión el Fiscal ocupa legislativamente una posición 

privilegiada. De una u otra forma está presente en los distintos ámbitos del ordenamiento jurídico 

que, desde una u otra perspectiva, contemplan la situación de menores desprotegidos, 

desamparados o en situación de riesgo. 

Así cuando se trata de menores víctimas de delito, el Fiscal interviene en el proceso penal 

ejercitando la acción penal, solicitando la represión del delito y procurando que se adopten las 

medidas previstas en nuestra legislación en beneficio del menor. El Código Penal asigna al Fiscal 

específicamente esa preocupación en algunas infracciones contra menores.  

Del mismo modo se faculta al Ministerio Fiscal a poner en marcha el procedimiento mediante 

denuncia o querella cuando se trata de infracción solo perseguible a instancia de parte y la víctima 

es un menor (por ejemplo, arts. 191 -delitos sexuales-, 201 -descubrimiento de secretos-, 287 -

delitos contra los consumidores y otros semejantes- o 296 -delitos societarios- del nuevo Código 
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Penal). Y en idéntica línea la eficacia del perdón en las infracciones que lo permiten se condiciona 

en los casos de menores a la aprobación del Tribunal que previamente ha de oír al Fiscal. En caso 

de rechazo, será éste quien prosiga con el ejercicio de la acción en defensa del menor (art. 130.4º). 

En el campo de reforma de menores, la legislación otorga al Fiscal gran protagonismo. Así se 

desprende de forma clara de todo el articulado de la Ley Orgánica 5/2000 y en particular de su art. 

6 que con afán condensador describe su función con las siguientes palabras: "Corresponde al 

Ministerio Fiscal la defensa de los derechos que a los menores reconocen las leyes, así como la 

vigilancia de la actuaciones que deban efectuarse en su interés y la observancia de las garantías 

del procedimiento, para lo cual dirigirá personalmente la investigación de los hechos y ordenará 

que la policía judicial practique las actuaciones necesarias para la comprobación del menor en los 

mismos, impulsando el procedimiento". 

En el ámbito de la actividad de la Administración competente en materia de protección de 

menores corresponde al Fiscal su superior vigilancia según la fórmula utilizada por el legislador. La 

función de superior vigilancia no significa que el Fiscal tenga una posición jerárquica superior 

frente a las Administraciones Públicas, ni que se le concedan facultades decisorias a las que hayan 

de ajustarse éstas. Las discrepancias del Fiscal con actuaciones o medidas concretas de la 

Administración en el ejercicio de la tutela por ministerio de la Ley darán lugar al ejercicio por parte 

del Fiscal de las correspondientes acciones ante la jurisdicción civil a través de los cauces 

procesales previstos en la legislación y que en esta materia fueron acertadamente flexibilizados 

por la reforma de 1996 para propiciar una respuesta judicial más ágil, sin merma de las 

irrenunciables garantías. La nueva Ley de Jurisdicción Voluntaria y las reformas en 2015 de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil y la ley de Protección Jurídica del Menor actualizan esta materia 

Igualmente en todos aquellos asuntos que se ventilan ante la jurisdicción civil y en que aparecen 

en juego los intereses de un menor de edad interviene el Fiscal que ha de asumir la defensa de 

esos intereses. Asimismo la legislación le concede legitimación para instar ante los Tribunales 

civiles actuaciones y medidas de protección del menor. En este sentido el art. 749 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil de 2000 prescribe la intervención del Fiscal en los procesos de filiación, así 

como en todos aquellos referidos a capacidad, matrimonio y menores, siempre que "alguno de los 

interesados en el procedimiento sea menor". 

Esta presencia del Fiscal en todos los ámbitos en que se dilucidan las medidas convenientes para la 

protección de un menor le confieren una posición ideal para actuar como elemento de cohesión y 

de coordinación entre las distintas instituciones. Creo que felizmente el legislador ha sido 

consciente de ello en las últimas reformas profundizando en una línea que se inició en 1987. Y es 

eso algo muy coherente con la concepción constitucional del Ministerio Público. Según las 

reflexiones antes vertidas, el Fiscal ha de ser un puente entre la Sociedad y los Tribunales, de 

forma que los intereses de aquélla -en este caso, el interés en la protección de los menores- 

puedan ser hechos valer ante la Administración de Justicia. 

Así se comprende como el Fiscal ha de constituirse en un referente básico -aunque no exclusivo ni 

excluyente- para todos cuantos por su labor profesional o social entran en contacto con la realidad 

del menor y pueden detectar supuestos que hagan precisa la intervención de los Tribunales para 

activar los mecanismos de protección del menor. 
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VI. 

¡Treinta años! Mucho vértigo pero también satisfacción por que se ha avanzado. 

¿Quién iba a pensar hace treinta años que un Juzgado paralizaba con argumentos legales –el 

principio del interés superior del menor- un desahucio? 

O que una sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo –Sección 

Tercera- (sentencia de 23 de noviembre de 2017) tomaba como Leit motiv de su razonamiento del 

interés superior del menor invocando la Convención sobre los Derechos del Niño para resolver un 

conflicto nacido de la necesidad de ejecutar una resolución del Instituto de la Vivienda de Madrid. 

Queda mucho por hacer. Pero treinta años después estamos en condiciones de afirmar de que 

efectivamente hay un antes y un después tras la ley de 1987. 
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LA REFORMA DE 2015. RAZONES PARA UNA LEY 

Blanca Gómez Bengoechea 

1.- MOTIVOS PARA LA NUEVA LEGISLACIÓN 

La Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio y la Ley 26/2015, de 28 de julio, ambas de modificación 
del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia llegan en un momento en el que 
hacía tiempo que era necesaria una profunda revisión del sistema de protección de menores 
español que debía empezar por una importante reforma legislativa. 

Entre los motivos que apuntaban en esta dirección se pueden mencionar los siguientes: 

a) El tiempo transcurrido desde la Ley anterior 

La última ley de ámbito nacional sobre esta materia entró en vigor en el año 1996 y, desde 
entonces, son muchos los cambios sociales y jurídicos que se han producido. Cambios que 
hacían precisa y urgente una reforma como esta. 

Por tratarse de un tema especialmente sensible y de notable interés social, la búsqueda del 
consenso fue una constante en su tramitación, y el deseo de encontrar soluciones para la 
situación actual de los niños necesitados de protección en España, la principal preocupación.  

b) El número y las características de los menores en protección 

El número y las características de los menores en protección también hacían necesaria esta 
reforma. Estas dos leyes llegan en un momento en el que la realidad de la protección de 
menores en España se caracteriza por los siguiente1: 

- Existe un importante número de menores de edad en el sistema de protección público (más 
de 40.000), y la mayoría de ellos con una larga trayectoria dentro del mismo. 

- Estos niños están sujetos a medidas de protección no definitivas, principalmente bajo la figura 
del acogimiento permanente.  

- El acogimiento residencial se emplea como medida en muchos de estos casos, 
aproximadamente en el 40% de los mismos. El restante 60% de los niños se encuentra en 
acogimiento familiar, mayoritariamente con su familia extensa (69%). 

- Los niños que viven en centros de protección son, en una importante proporción, 
adolescentes y preadolescentes: el 31% son menores de entre 11 y 14 años, y el 40% de entre 
15 y 17; aunque todavía quedan niños pequeños institucionalizados: el 5% de ellos tienen 
entre 0 y 3 años, el 7% entre 4 y 6, y el 17% entre 7 y 10 años. 

- Existe un muy bajo índice de retorno con la familia biológica de niños sujetos a medidas 
previstas como temporales: solo retornan antes de la mayoría de edad el 13% de los acogidos 
en familia y el 18% de los acogimientos residenciales. 

- El número de adopciones internacionales ha descendido de forma notable en los años 
inmediatamente anteriores a la aprobación de la nueva legislación, y este descenso ha 
continuado después.  

- Las adopciones nacionales se han mantenido más o menos estables, o han descendido 
ligeramente en algunos territorios, por lo que las esperas para adoptar en España siguen 
siendo largas2.  

                                                           
1
 Boletín Estadístico 18. Boletín de Datos Estadísticos de Medidas de Protección a la Infancia (Datos 2015), 
Dirección General de Servicios para la Familia y la Infancia, Ministerio de Sanidad Servicios Sociales e Igualdad. 

2
 En el año 2015 hubo 608 adopciones nacionales. 
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c) La necesidad de regular “nuevas” realidades 

Pasados veinte años desde la entrada en vigor de la ley anterior, son muchas las realidades 
sociales entonces no presentes, o presentes con menor intensidad, que es necesario 
contemplar y regular de forma adecuada.  

Algunas de ellas no son exactamente “nuevas”, pero en todo este tiempo han cobrado especial 
importancia. Así ha ocurrido, por ejemplo, con los menores extranjeros no acompañados, los 
casos de trata de niños con distintos propósitos, los delitos contra la libertad sexual que tienen 
a los menores como víctimas, o la realidad de los menores con trastornos de conducta. Casos, 
todos ellos, mencionados en las exposiciones de motivos de las nuevas leyes. 

d) La necesidad de adaptar y revisar los instrumentos de protección de menores 

Además, como se recoge también en el texto de las normas, es preciso revisar y adaptar las 
distintas medidas de protección a los nuevos tiempos. 

En este sentido se pueden mencionar entre las novedades destacables: 

- La incorporación de la declaración de riesgo como figura de protección previa a la declaración 
de desamparo. Esta nueva medida está prevista para los casos en los que a causa de sus 
circunstancias familiares, sociales o educativas, el menor se vea perjudicado en su desarrollo 
personal, pero con una intensidad, entidad o persistencia que no son suficientes para 
declararlo en desamparo y asumir su tutela. 

- La intención de promover los acogimientos familiares, especialmente en niños pequeños y, 
muy especialmente, en menores de tres años, hasta llegar a lograr que el acogimiento 
residencial sea una medida prácticamente residual.  

- La regulación del ingreso y el funcionamiento de los centros para menores con trastornos de 
conducta, hasta ahora nunca contemplados en una norma. 

- La incorporación de la adopción abierta como posibilidad, en la que, a pesar de que se rompan 
los vínculos jurídicos del niño con su familia de origen, es posible mantener el contacto con 
algún miembro de la misma, en los casos en los que esto se considere beneficioso para el 
menor.  

- El establecimiento de un límite temporal para la guarda voluntaria. En los casos en que los 
padres, en ejercicio de la posibilidad que les concede la ley de recabar el auxilio de la 
autoridad para desempeñar las funciones inherentes a la patria potestad, cedan el cuidado de 
sus hijos a la entidad pública de protección, esta cesión voluntaria no podrá superar el plazo 
de dos años.  

- La agilización de la toma de ciertas decisiones y medidas, que han sido desjudicializadas y 
pueden ser acordadas directamente por la administración encargada de la protección de 
menores. 

- Los cambios introducidos en la regulación de la adopción internacional, relacionados con su 
ámbito de aplicación, la distribución competencial de las distintas administraciones públicas, 
con el procedimiento de adopción en algunas cuestiones, y con las normas de Derecho 
Internacional Privado que lo regulan.  

- La obligación de las administraciones de acompañar a los niños tutelados en el tránsito hacia 
la vida adulta e independiente, mediante el establecimiento de programas específicamente 
diseñados con este objetivo.  
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2.- RETOS Y HERRAMIENTAS 

En este contexto, se pueden señalar cuatro retos a los que hacer frente, que, aunque no son los 
únicos que plantea la implementación de la nueva legislación, sí son algunos de los más 
importantes: 

a) Conocer la realidad: los datos 

Poder contar con datos actualizados y completos de los menores que se encuentran dentro del 
sistema de protección (incluso de la situación de quienes, por distintos motivos, han salido ya 
del mismo) es fundamental para diseñar políticas actualizadas y fiables. 

Esta es una de las carencias a las que pretende hacer frente la nueva ley, que prevé la creación 
de un sistema de información para conocer y seguir la situación de la protección de la infancia 
en España, tanto a efectos estadísticos, como para el seguimiento de las medidas tomadas con 
respecto a cada menor.  

Contar con datos estructurados y actualizados permitiría, entre otras cosas, la creación de una 
“bolsa” nacional de niños necesitados de protección y familias que se ofrecen para la adopción 
o el acogimiento, de manera que el intercambio de recursos y necesidades entre las distintas 
Comunidades Autónomas podría realizarse con mayor agilidad3. 

Un registro de este tipo debería recoger información, tanto de los niños y niñas como de las 
posibles familias: 

- Con respecto a los menores, es preciso conocer su número, a qué tipo de 
medida están sometidos (previsión temporal de retorno, entorno familiar o residencial, con 
familia extensa o familia ajena…); cuánto tiempo llevan a cargo de la entidad pública; 
cuántos cambios de medida y/o de familia o centro han tenido; cuál es la expectativa 
respecto a ellos: ¿el retorno con su familia de origen?, ¿encontrar una familia de acogida?, 
¿una familia adoptiva?; cuántas reunificaciones se han producido con su familia de origen 
(con posterior vuelta al sistema de protección); cuántas y cuáles medidas temporales de 
protección se han acordado respecto a ellos; cuántas y cuáles medidas definitivas o 
permanentes; cuáles son sus edades en cada momento y el tiempo que ha pasado entre 
una decisión y otra… 

 Algunos de estos datos ya están disponibles, parcialmente, en las estadísticas de 
protección publicadas por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. Sin 
embargo, los datos no están completos, ya que las distintas Comunidades Autónomas los 
clasifican de diferentes maneras, siempre faltan los de alguna de ellas y no siempre es la 
misma, y no se contempla en ellos toda la información relevante. 

- En relación con las familias, resulta fundamental saber cuántas son; cuáles son 
sus perfiles; sus motivaciones; y la amplitud de sus ofrecimientos, es decir, para qué están 
disponibles; si han colaborado ya con el sistema de protección en otras ocasiones; si 
cuentan o no con ayudas públicas; de qué manera llegaron a ofrecerse para la adopción o 
el acogimiento… 

                                                           
3
 Se trataría de poner en marcha un sistema centralizado estatal similar al que existe en la tramitación del Pasaje 
Verde en las adopciones internacionales especiales en China. En él estarían incluidos todos los niños que se 
encuentran en un centro a la espera de adopción (principalmente adopciones especiales), de modo que desde 
todas las Comunidades Autónomas se pueda acceder a su expediente y bloquearlo durante 24 horas cuando se 
considere que se cuenta con una posible familia adoptiva adecuada. 
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Además, sería recomendable contar con un sistema, como el que ya tienen algunas 
Comunidades Autónomas, de “alertas informativas” para los técnicos4. De este modo el 
responsable del seguimiento de cada menor dispondría de un recordatorio periódico de la 
situación en la que se encuentra, que le avisaría automáticamente del paso de determinados 
plazos en cuidado provisional, en centros de primera acogida, en acogimiento residencial, los 
plazos legales de revisión de casos y medidas, etc., en función de los perfiles y de las edades de 
los niños. De esta manera se facilitaría la consciencia de la situación de cada niño, del tiempo 
que lleva esperando una solución de cuidado permanente, y del paso de los plazos para la toma 
de decisiones establecidos por la ley5.  

b) Soluciones estables: la toma de decisiones hacia la permanencia: 

La Ley de 2015 establece algunos plazos para la revisión de las medidas y decisiones adoptadas, 
y la prioridad de las soluciones estables frente a las provisionales, las familiares frente a las 
residenciales y las consensuadas frente a las impuestas. En este contexto, procede, también, la 
revisión de los procedimientos de toma de decisiones, ya que deben ajustarse a estos objetivos, 
marcados por la legislación. 

De modo que, si deben priorizarse las soluciones estables, habrá que plantear y vigilar los 
tiempos máximos para tomar decisiones que impliquen permanencia, los tiempos para iniciar 
los procedimientos de privación de los derechos parentales, los plazos previstos para el retorno 
con la familia de origen, y los resultados de estos retornos6. Habrá, también, que reforzar la 
conciencia entre los técnicos de la importancia de lograr este objetivo y dotar a la organización 
de la estructura y los instrumentos necesarios para lograrlo. 

En este sentido, es importante tener en cuenta que la investigación muestra cómo el retraso en 
la toma de decisiones tiene importantes consecuencias en las oportunidades vitales de los 
niños y en los costes para las autoridades locales. Cuanto más tarde se decide, mayores son las 
consecuencias emocionales y los futuros costes para la sociedad7. Es necesario hacer de la 
permanencia en las medidas una prioridad, y asegurarse que la organización del sistema y los 
medios con los que se cuenta están orientados a conseguirlo. 

Para ello se han puesto en marcha, en otros países de nuestro entorno, diferentes 
herramientas y formas de trabajo, entre los que podemos mencionar, además del uso de la 
mediación antes de iniciar los procedimientos de privación de derechos parentales (que puede 
llevar a una renuncia voluntaria que agilice el proceso), los siguientes instrumentos: 

- Los permanency tracking panels: son utilizados por muchas autoridades locales en 
Inglaterra. En ellos se reúne a técnicos senior que revisan periódicamente los casos de 

                                                           
4
 Sobre esta cuestión trataremos en el apartado dedicado al procedimiento de toma de decisiones. 

5
 Capturing information at a national level facilitates an understanding of how many children are in need of 
permanent families, where they reside, what they needs are, and the factors linked with achievement 
permanency in order to better inform policy, practice and resource management. Livingston Smith, S. and 
Donaldson Adoption Institute staff, Facilitating adoption from care. A compendium of effective and promising 
practices, BAAF, London, 2014, p. 44 

6
 Como ya hemos mencionado, en España solo retornan con su familia biológica antes de la mayoría de edad el 
13% de los acogidos en familia y el 18% de los menores en acogimiento residencial. En el Reino Unido el 50% de 
las reunificaciones se habían revertido en el plazo de dos años, y el 59% de los niños que volvieron con su familia 
retornan al sistema de protección al menos una vez en el plazo de 4 años (Livingston Smith, S. and Donaldson 
Adoption Institute staff, Facilitating adoption from care. A compendium of effective and promising practices, 
BAAF, London, 2014, p. 15) 

7
 Livingston Smith, S. and Donaldson Adoption Institute staff, Facilitating adoption from care. A compendium of 
effective and promising practices, BAAF, London, 2014, p. 27 
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los niños y su avance hacia una forma de cuidado permanente, y tratan de identificar, 
tan pronto como sea posible, los retrasos u obstáculos para lograrlo8. 

- El permanent round table process: es un sistema que tiene como objetivo encontrar 
familias permanentes para niños que se encuentran en acogimiento. Se trata, también, 
de un procedimiento de consulta de casos que proporciona apoyo a los técnicos 
encargados de tomar las decisiones mediante el examen en profundidad de los datos 
del supuesto concreto.  

- El case tracking software: facilita el seguimiento pormenorizado de casos y recursos. 
Permite disponer de la información estructurada y actualizada, recibir notificaciones 
automáticas del estado de cada caso, hacer un adecuado uso de los medios disponibles, 
y evaluar tanto los resultados como el procedimiento de decisión y gestión9. 

Es necesario, también, prestar atención a la importancia de la continuidad en las personas que 
intervienen con el niño y/o la familia a lo largo del tiempo. Ayudaría a la toma de decisiones 
que los asuntos de una misma familia fueran conocidos y resueltos por un mismo juzgado, y 
que un mismo equipo de intervención se ocupara de todas las cuestiones que pudieran surgir a 
lo largo de la vida de la familia10. Tanto por lo esto supone para el conocimiento de los detalles 
del caso, como por lo importantes que son los vínculos que establecen niños y adultos con 
quienes intervienen en sus vidas. 

Un planteamiento de este tipo exige, sin duda, una reorganización de los recursos económicos 
y humanos disponibles, y una suficiente dotación de los mismos. Especialmente en lo que se 
refiere a la ratio de casos que corresponde a cada profesional. 

c) La búsqueda de soluciones familiares: 

Otro de los criterios establecidos por la nueva legislación es la preferencia de las soluciones 
familiares frente a las residenciales. Esta priorización de la vida en familia requiere estructuras y 
medios específicos que es preciso poner en marcha. 

En este sentido, es importante desarrollar campañas de captación “general” de familias 
dispuestas a colaborar con el sistema de protección, con un mensaje único y claro que pueda 
llegar a la mayor parte de la población, y dirigido a encontrar familias para acoger sin 
requerimientos especiales11. 

Sin embargo, aunque estos planes son necesarios, deben ser combinados con campañas de 
captación específicas, en las que la búsqueda debe estar dirigida por los datos, contemplar 
objetivos y estrategias a seguir, e incluir un cronograma de actuación12. 

                                                           
8
 Livingston Smith, S. and Donaldson Adoption Institute staff, Facilitating adoption from care. A compendium of 
effective and promising practices, BAAF, London, 2014, p. 46; https://www.adoptioninstitute.org/wp-
content/uploads/2014/01/2013_04_FamilyForLife.pdf 
http://hertschildcare.proceduresonline.com/chapters/contents.html#adoption; 
http://walthamforestchildcare.proceduresonline.com/chapters/g_perm_plan.html 

9
 Como ejemplos: 
http://www.famcare.net/NonprofitSoftware/AreasofFocus/ChildWelfareSoftwareFamilyServices.aspx; 
http://www.asi-ware.com/; https://fostercaretech.com/ 

10
 https://www.adoptioninstitute.org/wp-content/uploads/2014/01/2013_04_FamilyForLife.pdf 

11
 “Se buscan familias” es el lema de la última campaña para promover el acogimiento familiar lanzada desde el 
Ministerio de Sanidad Servicios Sociales e Igualdad en el mes de octubre de 2017 
http://www.sebuscanfamilias.es/ 

12
 Sobre planes de captación de familias: http://jfs.ohio.gov/OFC/AppA-Diligent-Recruitant-Plan.stm; 

http://und.edu/centers/children-and-family-services-training-center/_files/docs/diligent-recruitment-

presentation.pdf; http://www.nrcdr.org/_assets/files/NRCDR-org/developing-recruitment-plans-toolkit.pdf; 

http://www.recruit4fostercare.org/plan.html; Livingston Smith, S. and Donaldson Adoption Institute staff, 

https://www.adoptioninstitute.org/wp-content/uploads/2014/01/2013_04_FamilyForLife.pdf
https://www.adoptioninstitute.org/wp-content/uploads/2014/01/2013_04_FamilyForLife.pdf
http://hertschildcare.proceduresonline.com/chapters/contents.html#adoption
http://walthamforestchildcare.proceduresonline.com/chapters/g_perm_plan.html
http://jfs.ohio.gov/OFC/AppA-Diligent-Recruitant-Plan.stm
http://und.edu/centers/children-and-family-services-training-center/_files/docs/diligent-recruitment-presentation.pdf
http://und.edu/centers/children-and-family-services-training-center/_files/docs/diligent-recruitment-presentation.pdf
http://www.nrcdr.org/_assets/files/NRCDR-org/developing-recruitment-plans-toolkit.pdf
http://www.recruit4fostercare.org/plan.html
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Para poner en marcha un plan de este tipo, es necesario, en primer lugar, analizar la 
información que existe, tanto de las familias disponibles para el acogimiento y la adopción, 
como de los niños que están esperando una medida de protección de tipo familiar.  

El examen de estos datos debería permitir establecer el perfil de los niños que esperan, para 
poder saber hacia dónde dirigir los esfuerzos inicialmente13: edad, diferencias raciales, 
necesidades especiales, tipo de medida de protección (familia acogedora o adoptiva); y conocer 
si las características de las familias que se han ofrecido y el tipo de ofrecimiento que han 
realizado encajan con las necesidades de los menores.  

Para los casos en los que las necesidades no queden cubiertas con los ofrecimientos disponibles 
habrá que encontrar familias y, para que esto ocurra, habrá que buscarlas y proporcionarles 
apoyos suficientes. La búsqueda de recursos familiares debe suponer, tanto recibir 
adecuadamente a quienes se ofrecen, como elaborar un plan de captación y “salir a buscar” a 
las familias que se necesitan. 

Es necesario, también, examinar los casos de acogimiento y adopción para identificar los 
factores de éxito y de fracaso, los medios a través de los cuales fueron captadas las familias que 
han funcionado bien y cuáles son sus perfiles. Saber por qué hay gente que sigue y gente que lo 
deja, preguntar a todo el que muestre interés qué es lo que le ha animado a acercarse a 
contactar, para poder potenciar los elementos que dan buenos resultados y eliminar, en lo 
posible, los obstáculos14. 

En cuanto a la recepción adecuada de las familias interesadas, que se dirigen al sistema de 
protección para pedir información u ofrecerse, es importante contar con atención en lugares 
accesibles y con un horario flexible, así como con un sistema eficaz de recogida y respuesta de 
llamadas, de modo que las personas que muestran interés puedan hablar directamente con un 
técnico especializado con conocimientos suficientes, que desde la primera llamada trate de 
vincularse con ellas, respondiendo a sus preguntas con información actualizada y ayudando a 
que se sientan bienvenidos y necesarios. La primera llamada y la respuesta que reciba pueden 
ser fundamentales de cara a continuar con el ofrecimiento. 

Es esencial, además, disponer de una buena página web, atractiva, clara y con información 
actualizada sobre el tipo de familias que se necesitan y para qué tipo de casos, los perfiles y el 
número de los niños que esperan, los procedimientos de acogimiento y adopción, los tiempos 
estimados de duración de los mismos en cada momento, etc., Un página que permita concertar 
citas para recibir información personalizada e, incluso, que incluya la posibilidad de un chat on-
line con un técnico que pueda contestar a las primeras preguntas que se hacen las personas 
que buscan información en ella15. 

                                                                                                                                                                                           
Facilitating adoption from care. A compendium of effective and promising practices, BAAF, London, 2014, pp. 91-

129. If you want to succesfully recruit, retain, and partner with resource families, treat them like gold. North 

Carolina Division of Social Services, “Treat them like gold. A best practice guide to partnering with resources 

families”, 2009, p. 46 https://www2.ncdhhs.gov/dss/publications/docs/Partnering_with_Resource_Families.pdf; 

http://und.edu/centers/children-and-family-services-training-center/_files/docs/diligent-recruitment-

presentation.pdf 
13

 A este tipo de búsqueda de familias, dirigida por los datos de las que están disponibles y la información de los 
niños que esperan se le denomina data driven recruitment, y es una práctica habitual en otros países de nuestro 
entorno, http://www.nrcdr.org/_assets/files/NRCDR-org/developing-recruitment-plans-toolkit.pdf. 

14
 Livingston Smith, S. and Donaldson Adoption Institute staff, Facilitating adoption from care. A compendium of 

effective and promising practices, BAAF, London, 2014, p.117 
15

 Livingston Smith, S. and Donaldson Adoption Institute staff, Facilitating adoption from care. A compendium of 
effective and promising practices, BAAF, London, 2014, pp. 104, 107. 

https://www2.ncdhhs.gov/dss/publications/docs/Partnering_with_Resource_Families.pdf
http://und.edu/centers/children-and-family-services-training-center/_files/docs/diligent-recruitment-presentation.pdf
http://und.edu/centers/children-and-family-services-training-center/_files/docs/diligent-recruitment-presentation.pdf
http://www.nrcdr.org/_assets/files/NRCDR-org/developing-recruitment-plans-toolkit.pdf
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Entre las cuestiones que hay que cuidar especialmente se encuentra, también, el apoyo, 
reconocimiento y agradecimiento a las familias que colaboran en el cuidado de los niños. 
Deben poder contar con medios, asesoramiento y ayudas (económicas, sociales y psicológicas), 
programas de respiro, formación sobre cómo hacer frente a determinadas situaciones… Deben 
ser tratadas como un tesoro, porque son fundamentales para el buen funcionamiento del 
sistema de protección16. 

d) Los modelos mixtos como herramienta: 

En un contexto como el que presenta nuestro sistema de protección y con una legislación que 
se plantea estos retos, es necesario lograr un modelo que permita trasladar el riesgo desde los 
niños hasta las familias que asumen su cuidado17. Que favorezca el cuidado familiar y minimice 
los traslados y movimientos de los niños, que consiga vincular a los niños que precisan de 
protección y a las familias que están dispuestas a cuidarlos. 

Para esto, los modelos mixtos, que funcionan de forma eficaz en algunos países de nuestro 
entorno, pueden ser un buen instrumento. Tanto los que plantean, al mismo tiempo, la 
posibilidad del retorno y de la solución permanente, como los que contemplan una solución de 
cuidado familiar alternativo definitiva, pero manteniendo el contacto con la familia de origen. 

Modelos mixtos Retorno/Solución permanente alternativa 

Entre los modelos que trabajan al mismo tiempo la posibilidad del retorno con la familia 
biológica y la búsqueda de una solución familiar estable alternativa, se puede mencionar el 
“Concurrent Planning” y el “Mixed bank” canadiense. 

Concurrent Planning 

De acuerdo con este modelo de intervención, cuando un niño necesita protección y ser 
separado de su familia se inician, de forma simultánea, dos procesos: el trabajo para la 
reunificación con su familia de origen, y la búsqueda y planificación de un recurso de cuidado 
permanente alternativo por si la reunificación no fuera posible. De manera que, no se espera a 
comprobar que la vuelta con la familia no es una opción viable para empezar a gestionar otras 
alternativas estables para el menor18.  

Al iniciar ambos procedimientos se establece un plazo máximo para intentar la recuperación de 
la familia. Durante este tiempo se ponen en marcha medidas y estrategias, con medios 

                                                           
16

 If you want to successfully recruit, retain, and partner with resource families, treat them like gold. North Carolina 

Division of Social Services, “Treat them like gold. A best practice guide to partnering with resources families”, 

2009, p.1. https://www2.ncdhhs.gov/dss/publications/docs/Partnering_with_Resource_Families.pdf; 

http://und.edu/centers/children-and-family-services-training-center/_files/docs/diligent-recruitment-

presentation.pdf 

17
 Livingston Smith, S. and Donaldson Adoption Institute staff, Facilitating adoption from care. A compendium of 
effective and promising practices, BAAF, London, 2014, pp. 138-140 

18
 SCHENE, P. “Implementing Concurrent Planning. A handbook for child welfare administrators, National Child 
Welfare Resource Center for Organizational Improvement, Institute for Child and Family Policy, University of 
Southern Maine, p.1; Child Welfare Information Gateway, Concurrent Planning for permanency for Children, 
November 2012, www.childwelfare.gov/topics/systemwide/laws-policies/statutes/concurrent/; Minnesota 
Department of Human Services, “Concurrent Permanency Planning: reducing time in foster care, October 2012, 
http://www.mncourts.gov/Documents/0/Public/Childrens_Justice_Initiative/2013_Conference_-_Plenary_-
_CPP_-_Reducing_Time_in_Foster_Care_(DHS_Fact_Sheet).pdf; Livingston Smith, S. and Donaldson Adoption 
Institute staff, Facilitating adoption from care. A compendium of effective and promising practices, BAAF, 
London, 2014, p. 135. 
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suficientes y adecuados, y con suficiente intensidad y duración, para tratar de propiciar los 
cambios necesarios para que el niño pueda volver.  

Mientras se procura la recuperación de la familia de origen, el menor queda al cuidado de una 
familia de “fost-adopt parents”, y las visitas con la familia biológica se mantienen y son 
frecuentes. Los “fost-adopt parents” son padres acogedores conocedores de la situación del 
niño y de los dos planes paralelos existentes para él, dispuestos a que éste regrese con su 
familia si se logran los resultados pretendidos en el plazo fijado, o a convertirse en sus padres 
de forma permanente en caso contrario.  

Pasado el plazo de intervención acordado sin lograr el objetivo perseguido, se pone en marcha, 
de forma inmediata, la solución permanente ya prevista y preparada de antemano, que, 
además, no implica para el niño nuevos cambios de entorno o personas de referencia. Así, son 
los acogedores quienes asumen, durante el plazo establecido, el “riesgo” de que el niño vuelva 
con sus progenitores o se quede con ellos definitivamente sujeto a una medida de protección 
estable (generalmente la adopción). 

Modelo Quebec: Mixed Bank 

Junto al concurrent planning existen otros modelos de intervención parecidos, como el mixed 
bank que funciona en la provincia canadiense de Quebec19. 

El modelo quebecqués plantea la importancia de dar a los niños estabilidad y continuidad en los 
cuidados, y establece unos plazos máximos de permanencia en cuidado temporal, en función 
de la edad del niño. En los casos en que los menores son separados de sus familias, la decisión 
de volver con la familia biológica se debe tomar dentro de estos plazos o ser descartada. 

Cuando los niños tienen menos de dos años, este plazo máximo es de doce meses, aumenta 
hasta los dieciocho meses si tienen entre 2 y 5 años, y hasta los 24 si se trata de niños de seis 
años o más. 

De modo que los padres disponen de un tiempo limitado para resolver la situación que ha dado 
lugar a la separación, durante el cual deben recibir toda la ayuda necesaria para recuperarse. 
Pasado este plazo (o en algunos casos antes), un juez determina las medidas que se deben 
tomar para dotar al niño de un plan de vida permanente20. 

Partiendo de este planteamiento, existe lo que se denomina el mixed bank, en el que se 
incorporan niños con una alta probabilidad de que el retorno con su familia no sea posible en 
los plazos marcados por la ley: 

 Grupos de hermanos mayores con historia previa en el sistema de protección 

 Hijos nacidos en situaciones en las que se planeó en algún momento un aborto que no se 
llegó a llevar a cabo 

 Acogimientos iniciados en los primeros meses de vida 

 Casos de renuncias hospitalarias, mientras transcurre el tiempo necesario para poder 
formalizar los consentimientos definitivos 

                                                           
19

 POIRIER, M.A., PAGÉ, G. (Y OTROS), The Quebec model of concurrent planning: similar or different from other 
models?, ICAR3 The many faces of adoption in today’s world, Norwich, July 2010, sin publicar; Ministere de la 
Santé et des services sociaux du Quebec, “Un projet de vie, des racines pour la vie”, Governement du Québec, 
2010, p. 10. 

20
 El tiempo máximo de cuidado temporal legalmente previsto puede ampliarse por un juez en los siguientes casos: 
Cuando, a pesar de haber transcurrido el plazo, es previsible que el niño vaya a poder volver con su familia en un 
tiempo corto; cuando así lo exija el interés del niño; cuando existan otros motivos serios para ello, por ejemplo, 
que el plan de intervención previsto por los servicios sociales no haya finalizado. 
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 Supuestos con falta de implicación de los padres 

 Casos en los que apenas hay contacto entre el niño y la familia de origen 

Junto a estos niños, se incluye en el mixed bank a familias seleccionadas y dispuestas a asumir 
el posible retorno del niño con su familia biológica dentro de los plazos establecidos 
legalmente. Pero dispuestas también a formalizar con ellos un acogimiento permanente o una 
adopción cuando el retorno (poco probable a priori) no sea posible. 

De esta manera, el riesgo es asumido por la familia que lo acoge, y no por el niño, que no 
espera durante tiempo indefinido la recuperación de su entorno de origen, y que logra así la 
continuidad en el cuidado que necesita. 

 

Modelos mixtos Solución permanente alternativa/Comunicación con la familia de origen: la 
adopción abierta 

Existen, además, modelos mixtos que prevén una solución familiar alternativa, estable y 
definitiva, como la adopción, pero que mantienen los vínculos con la familia de origen en 
algunos casos. 

La adopción abierta constituye una de estas soluciones mixtas, ya que supone la existencia de 
una adopción plena, pero en la que existe algún tipo de contacto o comunicación entre la 
familia de origen y el niño y/o su familia adoptiva, previo consentimiento de todos ellos. 
Contacto que puede adoptar distintas formas y tener mayor o menor frecuencia, dependiendo 
de los casos e, incluso, del momento evolutivo por el que esté pasando el menor y las 
necesidades que éste presente.  

El grado de apertura de la comunicación en las adopciones abiertas se debe, por tanto, 
establecer para cada caso y momento concretos. No existe una fórmula única que se pueda 
entender como la mejor para la situación de cualquier niño, de modo que debería haber tantos 
modelos de apertura como familias21.  

En este sentido, es importante tener en cuenta, que, aunque en este tipo de adopciones hay 
más personas implicadas (familia adoptiva y familia biológica), cada una con sus preferencias y 
sus intereses, es el interés superior del niño el que debe guiar la toma de decisiones y las 
posibles modificaciones en torno a una adopción abierta. 

La introducción de la apertura en la adopción en el ordenamiento jurídico español es, 
probablemente, la novedad más importante de las que introduce respecto de esta figura de 
protección la legislación aprobada en el año 2015. 

Tal y como ha quedado regulada, se trata de una adopción plena, que, igual que la vigente 
hasta ahora, rompe los vínculos jurídicos con la familia de origen y supone la existencia de una 
nueva relación de filiación con la familia adoptiva, igual a la que existiría con un hijo biológico. 
Pero implica, como importante novedad, el mantenimiento de una cierta relación personal, 
establecida en cada caso en función de las circunstancias del niño, la familia biológica y la 
familia adoptiva. 

La adopción abierta existe y está presente en la legislación de otros países, fundamentalmente 
del ámbito anglosajón, en los que es especialmente frecuente en las adopciones privadas, en 
las que la familia adoptiva y la familia biológica se “eligen” mutuamente. 

                                                           
21

 Grotevant, H.D., Mc Roy, R., Openness in adoption. Exploring family connections, Thousand Oaks, London, New 
Delhi, 1998, p. 17. ISBN 0-8039-5779-3. 
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Aunque en nuestro país las adopciones privadas no existen, y el procedimiento adoptivo está 
fuertemente intervenido por la administración pública de protección de menores, esta figura 
viene a ampliar el catálogo de las medidas de protección para tratar de dar la mejor respuesta 
posible a los niños que han tenido que ser separados de sus familias. 

La Ley 26/2015 regula su existencia al reformar el artículo 178 del Código Civil, que establece, 
en su apartado 4, lo siguiente: 

 La posibilidad de que, en interés del menor y por su situación familiar, edad u otra 
circunstancia significativa, se acuerde algún tipo de relación o contacto entre la familia 
adoptiva y los miembros de la familia biológica que se considere, especialmente con los 
hermanos. 

 El mantenimiento de esta relación será acordado, al constituir la adopción, por el Juez, 
que determinará su periodicidad, duración y condiciones, previa propuesta de la Entidad 
Pública de protección de menores o del Ministerio Fiscal. Para ello deberá contar, 
también, con el consentimiento de la familia adoptiva y del adoptando si fuera mayor de 
12 años. El niño menor de esta edad será oído de acuerdo con su madurez. 

 Para la planificación y la realización de estos contactos se podrá contar con la 
intermediación de la Entidad Pública y otras entidades acreditadas a tal fin. 

 Durante los dos primeros años, y después a petición del Juez, la Entidad Pública remitirá 
informes periódicos sobre el desarrollo de las visitas y comunicaciones, y propuestas de 
mantenimiento o modificación de las mismas.  

 En atención al superior interés del menor, el Juez podrá acordar su modificación o 
finalización. La suspensión o supresión de las visitas o comunicaciones podrá ser 
solicitada por la Entidad Pública, la familia adoptiva, la familia de origen y el menor con 
suficiente madurez y, en todo caso, el mayor de 12 años. 

 En la declaración de idoneidad deberá hacerse constar si las personas que se ofrecen a 
la adopción aceptarían adoptar a un menor que fuese a mantener la relación con la 
familia de origen. 

Una figura de este tipo, que ocupa un lugar intermedio entre el acogimiento permanente y la 
adopción cerrada, podría venir a resolver muchos de los casos que existen en nuestro sistema 
de protección de menores, y a dotar de estabilidad a muchos niños que pasan gran parte de su 
infancia sujetos a medidas de protección en principio temporales pero que, en la mayor parte 
de los casos, resultan ser definitivas. 

Puede ayudar, por una parte, a que los padres que no se pueden hacer cargo de sus hijos por 
encontrarse en una situación difícilmente reversible en un plazo de tiempo razonable para los 
niños, asientan su adopción sabiendo que podrán tener noticias suyas en el futuro; y, por otro 
lado, a que los niños que están en una institución y/o que no son declarados adoptables porque 
se considera que no es bueno para ellos perder el contacto con su familia de origen, puedan 
tener una medida de protección estable y definitiva. 

Posiblemente, esta figura animará también a las familias a ofrecerse para cuidar de niños con 
los que saben que van a tener vínculos definitivos (más allá de la incertidumbre y la 
“temporalidad” que supone el acogimiento), aunque esto implique mantener cierta relación 
con la familia de biológica. 
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DIFICULTADES PARA AFRONTAR LOS RETOS DEL NUEVO MARCO NORMATIVO DE 2015 

Ana Cristina Gómez Aparicio 

El pasado mes de diciembre, acepté con gusto la invitación que la Asociación Madrileña para la 
Prevención de los Malos Tratos a la Infancia (APIMM) me hizo a la Jornada que organizó para 
conmemorar el 30 aniversario de la Ley 21/19871, con el objetivo de analizar los últimos 30 
años de evolución del sistema de protección a la infancia, hacer visible la situación actual de las 
necesidades, problemas y respuestas que se están dando a esta población infantil y plantear los 
retos y dificultades que se nos presentan a todos los actores de este sistema en la práctica 
diaria, según las perspectivas de futuro. 

En concreto, y como no podía ser de otra manera ya que cuando se aprobó la Ley de 1987 yo 
tan sólo tenía 12 años, se me pidió que participara en una mesa relacionada con el nuevo 
marco normativo del sistema de protección tras la aprobación de las modificaciones legales de 
2015, desde mi condición de actual Subdirectora General de Protección del Menor de la 
Dirección General de la Familia y el Menor. Y como otras veces en que la APIMM me ha pedido 
colaborar, la tarea implicaba una reflexión seria y pausada, fuera del ajetreo diario de la 
gestión, sobre las dificultades para afrontar los retos que nos plantea esta reforma ambiciosa y 
que ha entrado como un soplo de aire fresco en nuestro sistema. 

Imposible rechazar la invitación, no sólo por la gratitud que debo a la APIMM, que de vez en 
cuando nos hace echar el freno en nuestra actividad para pensar qué es lo que estamos 
haciendo y hacia dónde van nuestras decisiones profesionales, sino también por contar en la 
mesa redonda en la que participé, con dos grandes profesionales y además amigos, Blanca y 
Antonio. 

La Ley de 1987 supuso el comienzo de la transición de nuestro sistema de protección, 
considerando a las entidades públicas de protección de menores como agentes fundamentales 
en la toma de decisiones y regulando la adopción y el acogimiento familiar como formas de 
ejercicio de las medidas de protección. 

La Ley Orgánica de Protección del Menor de 19962 continuó con esta transición del sistema, 
diferenciando entre el riesgo y el desamparo y desarrollando la figura del acogimiento familiar 
entre otras cuestiones. 

Pero sin duda, las Leyes 8/20153 y 26/20154 de Modificación del Sistema de Protección a la 
Infancia, suponen la segunda transición del sistema en palabras de Jesús Palacios5 

Haciendo un ejercicio de gran simplificación, podríamos decir que las grandes novedades de 
estas dos leyes, de las que me parece imprescindible destacar el gran consenso en su 
elaboración, son la introducción en nuestra legislación del principio de interés superior del 
menor, la adaptación a los nuevos desafíos de la infancia (menores extranjeros, violencia contra 

                                                           
1 Ley 21/1987 de 11 de noviembre, por la que se modifican determinados artículos del Código Civil en 

materia de adopción, acogimiento familiar y otras formas de protección (BOE n.275, de 17.11.87) 

2 Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del 

Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. (BOE núm. 15, de 17.01.1996). 

3 Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la 

adolescencia. (BOE núm. 175, de 23.07.2015) 

4 Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia. 

(BOE núm. 180, de 29.07.2015). 
5 Jesús Palacios “Protección de la infancia en España: la transición que no llega” en ”El derecho a la 
protección de los niños y niñas en la Comunidad de Madrid. Volumen 1. La política social de las 
instituciones y administraciones. Líneas de intervención presentes y futuras”. Colección Trabajo Social 
Hoy. Colegio de Trabajadores Sociales  
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los niños…), la importante  modificación del sistema de protección a la infancia ( las figuras de 
riesgo y desamparo, tutela y guarda, la apuesta por el acogimiento familiar como forma de 
ejercicio preferente de las medidas de protección… etc), las reformas en adopción internacional 
en el ámbito de distribución competencial entre el Estado y las CCAA y la introducción de la 
adopción abierta, la referencia a los programas de apoyo a los jóvenes que salen del sistema de 
protección y la regulación mediante Ley Orgánica de los centros de trastornos de conducta etc. 

Es importante resaltar los principios de actuación que se establecen como parámetros de la 
actuación de las entidades públicas de protección de menores, y que debemos tener en la 
mente siempre en nuestra toma de decisiones: por un lado, la necesidad de apostar por 
medidas estables frente a medidas temporales, medidas familiares frente a medidas 
institucionales y medidas consensuadas frente a medidas impuestas, todo ello de acuerdo con 
las Directrices de modalidades alternativas de cuidado de los niños de la Asamblea General de 
Naciones Unidas aprobadas el 24 de febrero de 20106; por otro lado, la prioridad de la familia 
de origen, siguiendo la doctrina del Tribunal Supremo (STS 565/2009, de 31 de julio7). 

Con estas premisas, con estos mimbres, es cierto que en la práctica diaria encontramos 
dificultades para afrontar todos los retos que nos ha planteado la modificación legal, si bien 
también es cierto que los profesionales, Comunidades Autónomas, entidades, expertos…etc 
que participamos en la reforma de la Ley, éramos muy conscientes de la existencia de dichas 
dificultades y precisamente el reto, era y es, poder llevar a la práctica todo lo que por fin se ha 
recogido en una norma que nos establece un marco de trabajo muy favorable y alentador. 

Así, hecha la reflexión desde mi actividad diaria en la que me corresponde tanto la gestión de 
los recursos y programas del sistema de protección en la Comunidad de Madrid como ostentar 
la Vicepresidencia de la Comisión de Tutela del Menor, órgano colegiado a quien le 
corresponde la adopción de medidas de protección, estas son las principales dificultades que 
paso a señalar:  

1. Disponibilidad presupuestaria. 

Para no hablar mucho de ello, pues siempre parece una excusa para las Administraciones, pero 
sí darle la importancia que merece, nos tenemos que referir a la Disposición Final Vigésima de 
la modificación legal, la llamada “Cláusula Montoro”, que establece que las medidas incluidas 
en la norma no podrán suponer incremento de gasto público ni de dotaciones ni de 
retribuciones, ni de otros gastos de personal”. Es más que evidente, que tratar de alcanzar 
ratios adecuadas de profesionales para poder llevar a cabo un seguimiento personal y 
proceder a una revisión de las  medidas de protección en los centros de protección, desarrollar 
actuaciones de sensibilización y protección frente al maltrato infantil, establecer programas de 
apoyo a jóvenes ex tutelados, potenciar el trabajo de las administraciones competentes en la 
situación de riesgo… etc. exigen que la protección de la infancia vea incrementadas sus 
partidas presupuestarias.  

Incluso la propia Ley en algunos casos se refiere a ello, como en el caso del Ministerio Fiscal al 
que en la propia Exposición de Motivos, se refiere al señalar que “... las altas funciones que se le 
encomiendan como superior vigilante de la actuación administrativa, deben verse acompañadas 
de los suficientes medios a fin de que pueda ejercerlas de manera efectiva, evitando que sus 

                                                           
6 64/142. Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños. 
http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/64/142 
7 Sentencia nº 565/2009 de la Sala Primera del Tribunal Supremo: 
https://supremo.vlex.es/vid/-231830738 
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esfuerzos queden limitados a un simple voluntarismo carente de operatividad práctica o que su 
actuación sea meramente simbólica.” 

El cumplimiento del artículo 4 de la Convención de los Derechos del Niño que se refiere a los 
recursos y la Observación 19 (2016) sobre la elaboración de los presupuestos públicos para 
hacer efectivos los derechos del niño8, hacen necesario que la dotación presupuestaria en el 
desarrollo de los derechos del niño sea puesta de manifiesto, pues verdaderamente podemos 
encontrarnos con un sistema voluntarioso y simbólico pero que no puede desarrollarse más allá 
de lo deseable. 

2. La nueva regulación de las instituciones de protección a la infancia; el riesgo y desamparo 
y del ejercicio de las medidas de protección: la guarda provisional y la guarda voluntaria. 

Sin duda, el desarrollo de la figura de riesgo, el hacer referencia a un proyecto de intervención 
social y educativo como forma de trabajo, la existencia de una resolución administrativa 
motivada de declaración de riesgo o la previsión del riesgo prenatal y la atención sanitaria no 
consentida por los progenitores, son una novedad muy importante en la Ley que nos impulsa a 
trabajar con las familias y a evitar la separación de los niños y niñas de su entorno familiar 
desde un trabajo de intervención personalizado, con plazos y compromisos, evitando que la 
situación se agrave.  

No obstante, en nuestro ámbito autonómico la dificultad estriba en la escasa regulación, 
fundamentalmente en cuanto a la distribución competencial de a qué Administración 
corresponde efectuar tal declaración, si a la entidad pública de protección de menores o a las 
entidades locales que trabajan con las familias en situación de riesgo. 

Por otro lado, la nueva figura de la guarda provisional, sin declaración previa de desamparo ni 
solicitud expresa de los progenitores, está suponiendo la introducción de esta medida en los 
procedimientos y el establecimiento de criterios para su utilización, siendo necesario un 
desarrollo mayor de esta figura, y así mismo el límite de la guarda voluntaria a los dos años 
como plazo máximo, transcurrido el cual el menor debe regresar con sus progenitores, o si no 
se dan las circunstancias para ello, declarar la situación legal de desamparo,   está suponiendo 
también la revisión de  más de 600 expedientes de guardas de más de dos años de duración así 
como la propia revisión de los criterios para asumir estas medidas de protección, teniendo en 
cuenta que nos debemos encontrar ante circunstancias “graves y transitorias debidamente 
acreditadas”, por lo que supuestos como la violencia intrafamiliar, la discapacidad …etc. deben 
ser evaluadas a la luz de estos criterios para no tratar de resolver problemáticas de gran 
importancia social a través de una respuesta equivocada de los sistemas de protección de 
menores. 

3. El actual perfil de los menores en los sistemas de protección. 

Quizá una importante dificultad para las entidades de protección es la propia evolución del 
perfil de los menores que son protegidos por el sistema. Los profesionales, los centros de 
protección y las familias acogedoras y adoptantes deben responder a un perfil que, lejos de 
parecerse al que nos hacen imaginar las películas de cine, de un bebé  recién nacido 
abandonado, responde a la realidad de que más del 60% de los niños y niñas protegidos en la 
Comunidad de Madrid son mayores de 12 años, o que el segundo motivo de ingreso en los 
centros de protección es de Menores Extranjeros No Acompañados, o que casi el 10% de los  
niños y niñas presentan problemática relacionada con la salud mental, así como que cada vez 
las guardas solicitadas por los progenitores son más numerosas, en muchos casos huyendo de 

                                                           
8 Observación General Nº 19 (2016) del Comité de los Derechos del Niño, sobre la elaboración de 
presupuestos públicos para hacer efectivos los derechos del niño (artículo 4), (CRC/C/GC/19) 
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sus propias responsabilidades parentales ante las situaciones de alta conflictividad familiar con 
sus hijos, dándose supuestos de violencia ascendente con mayor frecuencia . 

Desde luego esta nueva realidad es una dificultad, o mejor dicho, un verdadero reto, ya que si 
bien el trabajo que la Ley impulsa a realizar, favoreciendo el acogimiento familiar de menores 
de seis años, se está llevando a cabo de forma incesante, la realidad no a veces tan conocida, es 
que apenas un 10% de los niños y niñas que viven en los centros son menores de esa edad, 
dibujándose actualmente en el sistema un perfil de adolescentes que ingresan en el mismo 
alejándose de una convivencia familiar , como si fuera posible borrarla sin más, lo que nos 
parece preocupante  y en donde tenemos que poner todos nuestros esfuerzos para garantizar 
que estos adolescentes puedan retornar en breve plazo a sus casas, trabajando con las familias 
y dotándolas de herramientas para una adecuada convivencia, convencidos de que la propia 
familia es el lugar más idóneo donde un niño, un adolescente y un joven debe permanecer 
estrechando lazos que serán de importancia toda su vida.  

Tres años como tiempo medio en un centro de protección, o cumplir la mayoría de edad sin 
haber podio retornar a la propia familia son datos que dificultan el objetivo legal de ofrecer 
medidas estables, familiares y consensuadas. 

4. Sistema de toma de decisiones garantista. 

Las garantías del sistema, a veces suponen dificultades. La desjudicialización del sistema de 
protección con la Ley de 1987, efectivamente supuso una mejora en nuestro sistema, mejora 
consensuada entre todos los actores del sistema, y más allá de alguna reciente voz aislada que 
trata de poner el acento en la falta de garantías judiciales, al ser desde entonces las entidades 
públicas de protección, es decir la Administración Pública, la encargada de adoptar las 
decisiones sobre la tutela o guarda de los menores, siempre como no puede ser de otra forma 
con la posibilidad de que tales decisiones administrativas sean recurribles judicialmente, existe 
un amplísimo  consenso en que ha supuesto una mejora real, ya que dichas entidades gozamos 
de una mayor especialización y una mayor agilidad en la adopción de resoluciones, por lo que 
sin duda, la Ley cuyo aniversario hoy celebramos, supuso un acierto con esta reforma al dotar al 
sistema de mayor celeridad sin perder garantías jurídicas. 

Si bien no obstante, la dificultad en la toma de decisiones en la protección de menores es en sí 
difícil, no sólo por los distintos intereses legítimos y contradictorios en juego, sino también 
porque el sistema, garantista en sí, con sus posibles recursos en las distintas instancias 
judiciales posteriores a la decisión administrativa, alargan la toma de decisiones definitivas para 
los niños y niñas en los que el tiempo es tan decisivo. 

La reforma legal ha apostado por establecer plazos de revisión para las entidades públicas de 
protección de menores, pero no hay que olvidar que las decisiones más importantes para 
adoptar una medida de protección estable como la adopción o el acogimiento, a veces se ven 
condicionadas por la revisión judicial que no es siempre tan rápida como sería deseable al 
tratarse de decisiones que afectan a menores, y son frecuentes las decisiones de la más alta 
instancia judicial, cinco y seis años después de la primera decisión administrativa tomada. 

Si bien la Ley ha introducido algunas figuras importantes como la acumulación de procesos o la 
no ejecución provisional de sentencias, es necesario que exista una transformación en el 
ámbito judicial, con mayor especialización, dotación de medios y prioridad en la resolución de 
aquellos procesos que revisan las medidas de protección de menores, ya que los dilatados 
plazos suponen muchas veces toda la vida de un niño. 
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5. Las diferencias entre los distintos sistemas autonómicos. 

Otra dificultad es la distinta aplicación de la Ley en los distintos territorios autonómicos en 
función de los medios personales, materiales e incluso la importancia con que los distintos 
gobiernos autonómicos sitúen a la infancia en la agenda política. 

La Disposición Adicional Tercera de la Ley 26/2015, ha establecido que el Gobierno promoverá 
con las CCAA criterios comunes de cobertura, calidad y accesibilidad en la aplicación de la ley 
en todo el territorio en cuanto a los equipos profesionales en riesgo y desamparo y procesos de 
adopción y acogimiento, elementos esenciales de los procedimientos de adopción y 
acogimiento, estándares de calidad y accesibilidad en centros de acogimiento residencial y 
atención a jóvenes ex tutelados. 

Por tanto la propia Ley, es conocedora de esta dificultad tan real ante las que nos encontramos 
y que no debiera afectar a los niños y niñas que pudieran ver condicionados sus derechos por el 
lugar donde residan sus familias. El Ministerio de Sanidad y Servicios Sociales, ha tomado el 
relevo de esta Disposición y junto al mismo en distintos grupos de trabajo, las Comunidades 
Autónomas estamos desarrollando un importe trabajo para conseguir que la Ley pueda 
desarrollarse de igual forma en todo el territorio nacional. 

6. El interés superior del menor. 

Que haya sido la legislación española a través de la Ley Orgánica 8/2015, la primera legislación 
que recoge este interés superior del menor como principio informador, sin duda es un éxito, si 
bien la dificultad a las que nos encontramos en su aplicación no es baladí, ya que dicho interés 
superior debe ser tendido en cuenta en las medidas que adoptamos las instituciones públicas 
primando sobre cualquier otro interés legítimo que pudiera concurrir. 

La toma de decisiones, a la luz del interés superior del menor, no debiera venir condicionada 
por la disponibilidad real de recursos, profesionales o familias, pero la realidad es que sí viene 
determinada por estos factores, y muchas veces no se atiende al interés superior del menor 
sino a lo que el sistema puede ofrecer en cada momento con las limitaciones que el mismo 
tiene. 

7. Acogimiento familiar. 

La reforma del 2015 ha supuesto un verdadero avance para el acogimiento familiar: la 
prevalencia relativa del mismo sobre el acogimiento residencial para menores de seis años y 
absoluta para menores de tres, la simplificación de la constitución del acogimiento, eliminando 
la constitución judicial cuando exista oposición de la familia para equipararlo al acogimiento 
residencial, la introducción de que se valore la adecuación de los acogedores, la nueva 
regulación de los tipos de acogimiento: permanente, temporal y de urgencia, la regulación del 
estatuto del acogedor familiar… etc, novedades todas ellas que tratan de potenciar esta 
medida de protección. 

El acogimiento familiar en la Comunidad de Madrid en la actualidad se caracteriza por la 
elevada presencia del acogimiento en familia extensa, la consolidación de las familias de 
urgencia como colaboradoras en el sistema de protección, la escasez de acogimientos 
temporales y la falta de familias para los acogimientos de especial dificultad (menores con 
discapacidad o enfermedad, problemas emocionales, grupos de hermanos…). 

Los retos por tanto, vienen dados por la necesidad de familias acogedoras, necesitamos más 
diversificados acogimientos familiares, superando la tendencia actual de acogimientos de larga 
duración sin dificultades, más y mejor intervención profesional en el seguimiento de las 
familias, establecer programas que refuercen los acogimientos en familia extensa, disminuir la 
institucionalización, especialmente en los menores de seis años, favorecer el cuidado de las 
visitas como espacio clave para garantizar la integración emocional de la historia personal, 
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trabajar con las familias de origen y los menores para conseguir mayores niveles de 
reintegración familiar, perseguir un mayor equilibrio entre familias de origen, familias 
acogedoras y las asociaciones de familias y avanzar en nuevos modelos de acogimiento como el 
profesionalizado. 

Muchos y muy variados retos que sitúan al acogimiento en el centro de los esfuerzos 
institucionales por adaptar los sistemas de protección. 

8. Adopción. 

La nueva reforma legal introduce algunos aspectos de interés como la definición de la 
idoneidad para adoptar, la nueva figura en nuestro ordenamiento de la adopción abierta, 
novedades en el procedimiento judicial  de la adopción… etc, a la vez que trata de desarrollar 
las adopciones especiales, reforzar el derecho de acceso a los orígenes biológicos de las 
personas adoptadas así como reforzar las obligaciones de los adoptantes y regular una nueva 
distribución competencial en materia de adopción internacional entre Administración General 
del Estado y las CCAA. 

Sin duda, los retos para una figura como la adopción son importantes ya que la búsqueda de 
alternativas familiares y permanentes, sitúa a la adopción como la  medida de protección que 
más garantiza una medida estable y familiar, toda vez que se hace necesario seguir 
garantizando el interés superior del menor como consideración fundamental en la adopción y 
reforzar las garantías de las adopciones internacionales de acuerdo al Convenio de la Haya de 
1993, una vez pasada la expansión de este fenómeno en la década de los noventa.  

9. Coordinación entre Administraciones Públicas. 

Sigue siendo un reto el que las entidades de protección de menores trabajen en red junto con 
las instituciones, entidades y agentes sociales que desarrollan su actividad en los ámbitos de la 
infancia y la adolescencia. Coordinación que es fundamental entre los ámbitos social, 
educativo, sanitario, policial y judicial para lograr realizar una actuación preventiva y protectora 
eficiente. 

En la Comunidad de Madrid, los Consejos Locales de Atención a la Infancia regulados en la Ley 
18/19999, y las Comisiones de Apoyo Familiar, dependientes de los mismos son un excelente 
ejemplo de esta necesaria colaboración entre distintos agentes obligando a coordinar 
actuaciones tanto en la valoración de situaciones de riesgo como en el desarrollo de programas 
de apoyo familiar.  

10. Derecho del menor a ser oído y derecho de defensa. 

Y por último, pero no por ello menos importante, no podemos olvidar el reto que regulan los 
artículos 9 y  10 de la Ley orgánica 8/2015, relativos al derecho del menor a ser oído y 
escuchado, sin discriminación alguna por edad, discapacidad o cualquier otra circunstancia 
incluyendo nuevas medidas para que las personas menores de edad puedan defender y 
garantizar sus derechos como  plantear sus quejas ante el Defensor del Pueblo o solicitar 
asistencia legal o el nombramiento de un defensor judicial. 

No debe dejar de ser un reto introducir este derecho en todos los procedimientos y protocolos 
sobre las medidas de protección, régimen de visitas etc., contar con personal especializado con 
formación que puedan realizar de forma adecuada esta escucha, dejar constancia en nuestros 
expedientes de estas actuaciones administrativas, comunicar las resoluciones que les afecten a 
los menores de forma adecuada o regular los procedimientos para nombrar defensor judicial.  

 

                                                           
9 Ley 18/1999, de 29 de abril, reguladora de los Consejos de Atención a la Infancia y la Adolescencia de 
la Comunidad de Madrid 
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En conclusión… 

Expuestas las principales dificultades en la puesta en práctica de las leyes de modificación del 
sistema de protección a la infancia, los retos actuales para las entidades públicas de protección 
de menores consisten en  establecer las reformas normativas y las adaptaciones en los 
procedimientos necesarias para llevar a cabo las novedades que plantea la norma, pero desde 
un compromiso institucional por medidas de protección estables y familiares, fomentando por 
tanto el acogimiento y la adopción como formas de ejercicio de las medidas de protección sin 
olvidar la promoción del cuidado parental desde el principio de mínima intervención 
administrativa, favoreciendo nuevos modelos de acogimiento familiar y apoyando y reforzando 
los acogimientos en familia extensa, a la vez que mejorando la calidad del acogimiento 
residencial y dando una respuesta adecuada a las nuevas situaciones actuales de incremento de 
medidas de protección en menores adolescentes, con dificultades de salud mental y con 
trastornos de conducta o necesidades especiales.  

Las leyes de modificación del sistema de protección a la Infancia entraron en vigor a los veinte 
días de su publicación, en un caluroso mes de agosto de hace ya casi tres años, pero las 
Administraciones Públicas seguimos trabajando, a veces con obstáculos como la propia inercia 
institucional, la falta de medios o la ausencia de una cultura del acogimiento familiar, para 
adaptar con entusiasmo y voluntad transformadora nuestras acciones y procedimientos a estos 
cambios, para dar una respuesta mejor a los niños y niñas por y para los que trabajamos. 
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